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P R O L O G O  7 

La reforma laboral en América Latina, sz~ naturalep, su alcancey szi desarrollo ha sido uno 
de los temas centrales del debate económicoy sondl en esta iltima década. Gran parte de lospazSes de 
la región han realipdo mod$caciones, más o menosprojundas, en su normativa de tt-abdjo,prtifi'ca- 
das en la necesidad de generar empleo, o en la importancia de eli~niilar r&ideces existentes en la 
ltpisddción, que impiden a las empresas adecuarse a la actiuidad económicd en elnzarco de losprocesos 
de apertura existentes. 

N o  obstante, los argumentos han sido czdestionarlos por las organi~aciones sindicalesj ciertos 
sectores intelectzldles, al considerar que las r @ r m  realipclas no han servido al ohjetivo degenemción 
de eempleoy que, por e l  contmrio, lo dnico que han logrado es laprecaripción del empleoy una muyor 
desprotección socidl. 

Sin perjuicio de los argumentos enproy en contra, la evidencia de más de diep años de reforma 
muestm que los efectos e@erados no se han alcan~ado. Lu reforma hagenerado mqor  empleo, pero de 
baja calidud. Se observa un aumento del nimero de trubdjadores que integrdn e l  sector informal, de los 
que carecen de contmto y de ~ O I Y Z L Z ~  /abora/esprecacias e iLtga/es. JSin embarga, y a /a uista de tales 
efectos, con frecuencia se argumenta que no haber alcanqado los oLjetivos esperados es consecuenciu de 
que, hasta ahora, se ha aq%2cudo una reforma laboralsólopar&/ e inacabada, que resulta insuficiente 
al no proponer mecanismos adecuaclamente flexibles en materid de íezodalidades de cont~atación y de 
facultudesyfarmas de terminadón de la relación de tmbajo. 

Ante tales refIexiones, las cuestiones surgen en torno a la reforma, a suprojiundidaCI, a su alcance 
y a sz~ necesidad i E s  la reJorma indispensable? i E n  quégrado? iA qué costo? $3 realmente una 
refoormd insuficiente e inacabada? 

Con e l  ánimo de contribuir a despgar algzmas incógnikzsy a facilitar argz~mentos ohjeetivospara 
clarificar e l  debate, la OITpone a disposición de sus mandatztesj~ de quienes estén interesados en e/ 
tema, un estudio amplio que intenta reflejar en forma de panoramageneral las reformas acon~tecidasy 
los cambios reales oc~~rricos en /a /egislan'ón laboral desde 1990 hasta lafecha. U n  análisis compara- 
do de las institmiones laborales refomadasy de LospKimeros efectos de /as modiJicaciones completan 
esta visión. 

E l  actual estudio, cuya primera versiónj~epublicada en 1999, es fruto de la colabora~ión de la 
OJicina Regionalde la OITpara Américd Latinay e l  Caribey delServicio de Derecho del Trabajo 

y Relaciones Laborales de la O I T  en Ginebra, y fue elaborado a L u x  Vega ih iq j~nc iona-  
Tid de la OIT, con la colaboracióny los aportes que realipron Patricia Torresy Jorge Toyama. E n  la 
preparación de la versiónpublicada en 1999 tambienparticipó Enmqz~e Mamh, funcionario de la 011: 

Agustin Muiop Vergura 
Director Regional a.i. de /a O I T  

para las Américas 

Lima, noviembre del 200 1 
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El alcance de las reformas laborales en América Latina ha sido uno de los temas 
centrales del debate doctrinal y político, en los últimos años. Indices de flexibilidad, su 
alcance, su magnitud y su importancia, así como su repercusión en el empleo, han sido 
objeto de discusión, de estudios y de desarrollo para determinar la importancia de la ley en 
el desarrollo económico y social de los países de la región. 

El presente estudio revisa estos aspectos desde la perspectiva legal. En tal sentido, y en 
una primera aproximación, se ha elaborado un breve cuadro que sintetiza la reforma labo- 
ral, señalando aquellas instituciones donde ésta ha propiciado flexibilizaciones de alguna 
entidad. Así, como lo muestran los cuadros comparativos por temas, han sido numerosos 
y amplios los cambios introducidos en la mayoría de los países, siendo la mayor parte de 
las veces de carácter flexibilizador aunque, en algunos casos, ha sido garantista y 
fortalecedora de la protección social. Por último, en varios países, las modificaciones se 
limitaron a rediseñar o a matizar las normas anteriores. 

El cuadro anexo muestra que en Argentina y Perú las reformas han sido las más pro- 
fundas y han tenido un carácter marcadamente flexibilizador, aunque en el caso de Argen- 
tina, desde 1990 se han alternado más de cinco modificaciones con orientaciones diver- 
sas'. Brasil, Colombia y Panamá también han introducido reformas que, si bien son me- 
nos extensas, no por ello han dejado de afectar, en una perspectiva flexibilizadora, institu- 
ciones centrales de la relación laboral. 

Quizás algún lector pueda sorprenderse al observar países de reconocido prestigio 
"protector" (Venezuela, República Dominicana) que han introducido reformas de carác- 
ter flexibilizador, lo que presenta visos inequívocos de la necesidad de adaptarse a los 
requerimientos económicos del Estado, incluso desde una concepción de carácter garantista. 
En otros casos, como Panamá, el resultado de las reformas desde 1986 es mucho menos 
importante en términos absolutos, quizás por el carácter progresivo y de longa data de las 
mismas. 

En Chile, Ecuador, Guatemala y Nicaragua, la reforma de corte flexibilizador ha sido 
menor, mientras que en El Salvador y Paraguay, si bien han habido reformas de carácter 
extenso2, éstas no presentan formalmente rasgos que permitan calificarlas como 
flexibilizadoras. El caso chileno resulta atípico, por cuanto la reforma opera en el marco 
de una mejora general de la legislación laboral promulgada durante el Gobierno d t a r .  

En Bolivia, Honduras, México y Uruguay, sin perjuicio de la existencia de deterrnina- 
dos cambios legales que puedan indicar esa tendencia3, no se puede hablar de reforma 
laboral stm'ct~ senso. 

l De hecho, el Gobierno del Presidente De la Rúa ha presentado a discusión una nueva y profunda 
reforma laboral que modificaría la reciente de 1998. 
Respectivamente, en 1994 y 1993. 
Las reformas en materia de salarios (supresión de los Consejos) en Uruguay. 
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La mayor parte de las modificaciones legales se encuadran en el ámbito de las relacio- 
nes individuales. En efecto, las nuevas formas de contratación, la modificación del régi- 
men del despido o nuevos temas, como el salario integral en Colombia y Perú, han sido 
regulados con más detalle y, por tanto, han sido- objeto de críticas más directas por parte 
de los trabajadores afectados por las reformas. 

Sin embargo, sorprende comprobar que la modificación de las formas contractuales 
ha sido menos empleada (en cuanto a número de países se refiere), de lo que cabría supo- 
ner si se toma en cuenta su impacto teórico. La causa de tal situación, como se desprende 
del estudio general es, quizás, la existencia originaria de una variedad de situaciones con- 
tractuales suficientemente flexibles del contrato que, en muchos países, coexistía con un 
régimen de estabilidad en el empleo que permitía el despido sin muchas restricciones 
(Bolivia, desde 1975 o Ecuador). 

En materia de relaciones colectivas, los presupuestos y el alcance de la reforma es más 
difícil de valorar. En una región donde predomina la negociación colectiva por empresa 
(salvo en Argentina, Brasil y Uruguay), su descentralización legal es sólo evidente en los 
países donde el nivel preponderante de negociación establecido por ley era el de industria. 
No obstante esta característica general, son numerosas las reglas que fortalecen la nego- 
ciación colectiva por empresa en detrimento de lo que podría ser un desarrollo de otros niveles. 
El caso peruano que establece "por defecto" el convenio colectivo de empresa, es revelador. 

Quizás una de las situaciones más interesantes en esta materia sea el progresivo desa- 
rrollo del contenido de los convenios (aunque es cierto que lento). En general, existe cada 
vez una mayor tendencia a que el convenio colectivo sea fuente reguladora originaria y 
habilitadora de la reforma y, como en el caso de Brasil, la existencia de contratos tempo- 
rales dependerá de que así se asuma en el acuerdo. 

En cuanto a los mecanismos de solución de conflictos, el escaso desarrollo de un 
contenido real de la negociación colectiva hace muy reducida una reglamentación progre- 
siva. Si bien existe una tendencia a regular nuevos métodos de mediación y conciliación y 
de arbitraje fuera de la clásica justicia laboral, en general, la práctica muestra su escasa 
difusión y, en algunos casos, su ineficacia. 

En suma, en base a los indicadores de flexibilización considerados en el cuadro anexo 
se puede concluir que, en dos de los 17 países considerados, la reforma ha sido bastante 
radical; en otros tres ha sido profunda, aunque más limitada en cuanto al número de 
instituciones laborales afectadas; en seis ha sido de menor entidad; y que, en los seis res- 
tantes, aun existiendo modificaciones recientes, las reformas no responden a lo que se 
considera indicadores de flexibilidad. 

por tanto, el hecho de que en 11 de los 17 países considerados se haya dado una 
reforma laboral más o menos profunda con orientaciones flexibilizadoras, y que éstos 
representen aproximadamente al 70% del empleo asalariado de la región, parecería poner 
en cuestión las frecuentes afirmaciones de que la reforma laboral en América Latina no ha 
sido ni extensa, ni profunda y que, por tanto, se requiere introducir nuevas y más intensas 
modificaciones. 
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El derecho laboral regula el trabajo desde que éste alcanza un grado de complejidad tal 
que su organización se convierte en un problema social y político4. El proceso histórico 
que conduce a la aparición de esta rama del Derecho responde a una exigencia universal- 
mente sentida de dignificación de las condiciones de vida de un porcentaje mayoritario de 
la población sin ser, en ningún caso, ajeno a las necesidades económicas, políticas y socia- 
les en que se desenvuelve esta prestación de servicios5. 

En efecto, si bien en su origen el derecho del trabajo gozaba de una finalidad institucional 
única: la tuitiva, este planteamiento no corresponde en la actualidad con la complejidad 
del mundo laboral en la que, junto a la finalidad de protección (entendida como defensa 
de la vida, la salud y la dignidad) aparece una finalidad de compensación (que no implica 
la máxima ventaja para el trabajador, sino la dosis de compensación necesaria para contra- 
pesar el desequilibrio inicial de dos posiciones), y una más amplia de construcción y sos- 
tenimiento del sistema de relaciones laborales, entendida como un sistema integrado por 
representaciones profesionales y prácticas de interrelación existentes entre ellas. Además, 
algunos autores reconocen expresamente al derecho del trabajo la finalidad de rendirnien- 
to de la fuerza de trabajo6, objetivo primariamente económico con un fin social que supo- 
ne la creación y el mantenimiento de la empresa y, para el cual, esta rama del ordenamien- 
to jurídico pone a disposición de los empleadores recursos relativos a la gestión de perso- 
nal que no figuran en el derecho común7. 

Las legslaciones laborales nacionales, sin embargo, son a veces criticadas por su su- 
puesta falta de adaptación al contexto económico y social. La percepción de que el dere- 
cho del trabajo, en tanto que limita la autoridad discrecional del empleador constituye un 
freno a la competitividad y al libre juego de las leyes económicas, es una acusación recu- 
rrente, aunque en cada época sea presentada desde distintos ángulos y con argumentacio- 
nes variadas. A ella se suma, en la actualidad, la consideración de que el derecho del traba- 
jo protege a un segmento laboral (el asalariado) cada vez más minoritario y "se olvida" del 
resto de la población activa, tanto ocupada como desocupada. 

Es a raíz de esta argumentación que desde hace más de una década los conceptos de 
desregulación y flexibdidad son evocados, con distintos significados, por gobiernos, acto- 
res sociales e instituciones internacionales y que la ley del trabajo es considerada por 

Jaspers, Karol. Origeny meta de la historid (traducción: E Vela). Madrid, 1959, pág. 116. 
Acerca del origen de la legislación del trabajo y sus cambios recientes, ver: Cook, M.L., Toward 
Pexible indzist?ial relations? Neo-hheralism, demorra9 and labor reform in Latin America, en: Industrial 
Relations, Vol. 37, No 3 (July, 1998), págs. 31 1-336. 
Valverde, Martín; Rodríguez, Sañudo & García, Murcia. Derecho deltrabajo. Tecnos, 9" edición. Ma- 
drid, 2000, pág. 61. ' Verbigracia, las facultades directivas y disciplinarias, las instituciones de participación del personal 
en los centros de trabajo y la negociación colectiva de empresa. 
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ciertos sectores, restrictiva e intervencionista8. Más aún, la clásica expresión derecho del 
tmbqo empieza a ser sustituida por la de reglamentación delmercado de tmbdj0, aunque la dife- 
rencia entre ambos conceptos, al menos en su origen, va más allá de la simple cuestión 
terminológica9. 

Un resultado radical de estos cuestionamientos es considerar anacrónica la legislación 
del trabajo y plantear la eluninación o disminución de la protección de los derechos míni- 
mos de los trabajadores, en especial de aquellos que garantizan su vida y su salud, en 
beneficio de un proceso de apertura económica que, señalan estos críticos, exigiría funcio- 
nar sin trabas institucionales. Dicha postura (afortunadamente no muy extendida) no tie- 
ne suficientemente en cuenta que el derecho laboral no es ajeno al contexto económico y 
que, por el contrario, nace de la propia práctica y de las necesidades de la relación de 
wabajo; refleja, además, la esencia inisma del trabajo productivo y es, por su naturaleza, 
flexible. Esto no excluye en lo formal la existencia de lagunas o contradicciones en las 
legislaciones que deben ser corregidas, ni de opciones legislativas que, con los años, ameriten 
ser revisadas. 

En definitiva, por su naturaleza y características, el derecho del trabajo es un instru- 
mento útil, tanto de gestión de la empresa como de protección del trabajador, que puede 
expresar una ponderación adecuada de aspectos sociales, económicos y políticos. Su fin 
primordial es ordenar las relaciones individuales y colectivas entre trabajadores y 
empleadores, mediante un equilibrio que pretende satisfacer los intereses de ambos y 
precisar con claridad sus derechos y obligaciones. En fin, se trata de conjugar progreso 
económico y respeto a los mínimos rangos de protección indispensable, que permitirán 
garantizar un desarrollo pacífico de la empresa y el desenvolvimiento particular del ser 
humano como trabajador. 

Nadie niega que los intereses de los empleadores y los trabajadores, los vínculos labo- 
rales así como las relaciones entre los distintos grupos sociales y profesionales fluctúan 
al ritmo de la evolución política, económica, tecnológica, social e ideológica y que, 
por tanto, han variado últimamente como consecuencia de las crisis y el proceso de 
mundialización. 

Márquez, G. & Pagés, C., Ties that bind: eemplgvzentprutectiun and labor market outcomes in Latin America, 
en: Empluyment in Latin America: What is theprublem and how tu address it? Inter-American Development 
Bank and Inter-Amercian Dialogue Serninar, Washington, Inter-American Development Bank, May 
14, 1998; OIT, Tuwards full empluyment, 1970, Ginebra, págs. 210-21 1. 
La regulación jurídica del mercado de trabajo se centra en la regulación del empleo, ya sea en cuanto 
a sus estadios previos o en la adecuación entre la demanda de empleo y la mejora de su calidad y, 
por Úitirno, en las reglas relativas a la intermediación. 
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E n  particular, el cambio de la concepción del papel del Estado en la economía y en la 
sociedad, así como las innovaciones tecnológicas y empresariales, han influido de forma 
notable en la percepción de la normativa laboral. La participación cada vez más activa de 

los actores sociales en la base de las nuevas necesidades legislativas modifica el panorama 
actual y le dota de una nueva legitimidadlO. 

América Latina, sobre todo en los últimos doce años, n o  ha estado exenta de este 
debate entre protección y flexibilidad, apareciendo toda una serie de reformas orientadas 

tanto hacia la modificación "a la baja" de algunos de los derechos reconocidos tradicional- 
mente en  la legislación del trabajo y hacia la reducción de los costos laborales, en aras de 
una mayor competitividad y de  la creación de  empleos; como, por el contrario, hacia 

revisiones normativas que han consolidado o mejorado derechos del trabajador y moder- 
nizado institucionesll. 

En efecto, si bien algunos autores manifiestan la insuficiencia de las modificacio- 

nes de  la legislación laboral en  la región1*, lo cierto es que, revisando las leyes de  
reforma, casi todos los Códigos de Trabajo han sufrido modificaciones de  trascendencia, 
una o varias veces, en algunas de sus instituciones básicas13, salvo los de Cuba, Costa Rica, 

México, Honduras y Uruguay14, lo cual n o  implica que en estos países15 n o  hayan sido 

lo Los pactos tripartitos han servido de base para algunas reformas (Venezuela, 1997), o las han 
facilitado (República Dominicana, 1991; El Salvador, 1994). 

l1 "Las políticas de protección e intervención estatal han sido reemplazadas por un conjunto de políti- 
cas orientadas en forma dominante por el propósito de mejorar la eficiencia económica, y con las 
cuales se han complementado los esfuerzos de estabilización macroeconómica." Lora, Eduardo & 
Pagés, Carmen, Legislaión laboralen elproceso de reformas estmctz/rales de América Latinay e l  Caribe, Banco 
Interamericano de Desarrollo, diciembre de 1996, pág. 2. 

l2 Lora y Pagés señalan que las reformas en materia laboral han sido pocas y de menor alcance y que 
ello contrasta con las reformas estructurales efectuadas en la región. Así, indican, mientras que 23 
países realizaron profundas reformas comerciales, 24 liberalizaron en forma apreciable sus sectores 
financieros y 14 efectuaron privatizaciones que, en algún año, superaron el 1% del PIB; solamente 
cinco países han hecho reformas laborales de significación desde mediados de los ochenta: Argen- 
tina (1991), Colombia (1990), Guatemala (1990), Panamá (1995) y Perú (1991). Ambos autores 
concluyen que las reformas laborales no solamente han sido escasas sino Itmitadas en su alcance o, 
para ponerlo en forma menos drástica, han sido adoptadas como terapias graduales, no de shock. 
Lora, Eduardo & Pagés, Carmen, Legidaión laboral en elproceso de refomas estmcturales de América 
Latinay e l  Caribe; Banco Interamericano de Desarrollo, diciembre de 1996, págs. 7 y 8. 

l3 Bolivia es un caso singular; cuenta con un Código de 1939, pero ha tenido continuas modificacio- 
nes parciales. 

l4 Las reformas laborales de 1985 en Uruguay tuvieron como fin anular las leyes sindicales de la 
dictadura y nunca fueron reemplazadas por una nueva legislación. 

l5 Si bien Bolivia mantiene su Código desde 1939, la reforma sobre terminación de la relación del 
trabajo (en 1975), puede considerarse sustantiva. 
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modificadas parcialmente las leyes laborales o no haya trabajos de reforma en cursoI6. 
Aun las reformas calificadas como "de orientación más proteccionista" (Venezuela1', 
Brasil), presentan numerosas muestras de flexibilidad destinadas a facilitar la adecuación 
de las relaciones laborales al cambio ec~nórnico'~. 

El caso chileno resulta un tanto peculiar, en cuanto a que la reforma de 1995, que 
culmina con la promulgación del Código de Trabajo, es un proceso de recuperación de la 
legislación anterior a 1993. Dicha reforma, inacabada19, por lo tanto opera más como una 
reinstalación de derechos que como una revisión normativa. No obstante, en este contex- 
to general pueden apreciarse elementos inscritos en la vía de adaptarse a la modernidad y 
a las nuevas necesidades del mercado. 

En algunos países, las reformas se siguen sucediendo20, algunas con orientaciones 
contradictorias, las cuales revelan a veces la ineficiencia de ciertos cambios iniciales -en 
particular, en cuanto a la creación de empleos- y la necesidad de introducir correcciones 
para restablecer derechos que habían sido reducidos temporalmentez1. 

Las revisiones de la legislación del trabajo son, así, objeto de controversias, por 
razones no sólo técnicas sino también ideológicas, filosóficas y políticas, que giran 
en torno al "modelo" económico de apertura y a sus exigencias, por una parte; y, por 
la otra, a la necesidad de preservar valores y derechos de los trabajadores, independiente- 
mente del modelo económico imperante. Tales controversias pueden complicarse, 

En Costa Rica, por ejemplo, fue adoptada en 1993 la Ley No 7360, de reforma a la ley de asociacio- 
nes solidaristas al Código de Trabajo, y la Ley Orgánica del Ministerio del Trabajo. En Honduras se 
ha trabajado activamente durante varios años en la reforma del Código de Trabajo, así como en 
1999 en Cuba. 
Venezuela se encuentra en la actualidad en un nuevo proceso de reforma constitucional, que podría 
aportar una nueva reforma de la legislación de trabajo. 
En  Venezuela se habla de 17 nuevas manifestaciones de flexibilidad, ello sin considerar la reciente 
reforma de 1997. Hernández Alvarez, O., La euo/zl&z delderecho deltrabajo en Venexue/a. En: Jornadas 
Jurídicas Venezolanas en el umbral del siglo XXI, Barquisimeto, 1993. 
De hecho, la reciente ratificación de los Convenios NO97 y 98 de la OIT en 1999 desató toda una 
nueva orientación para la reforma de legislación sobre relaciones laborales. 
Las más recientes son la ecuatoriana, en materia de contratación; la colombiana, en materia de 
relaciones colectivas; la argentina, que sigue en la línea de modificaciones emprendidas en 1995; y la 
venezolana, en relación a la libertad sindical. En este país se está igualmente manejando la revisión 
de la Ley Orgánica del Trabajo. 
En el Perú, por ejemplo, las indemnizaciones por despido fueron modificadas, primero en octubre 
de 1996, reduciendo a seis meses su tope máximo, y luego en noviembre de 1996, reponiéndolas en 
doce. De igual modo, en Venezuela hubo una amplia reforma de la ley en 1990, y en 1997 se incidió 
de nuevo, específicamente sobre la indemnización por despido injustificado, con un tope máximo 
como en el Perú. 
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sin embargo, por el simple hecho de partir de conocimientos dispares acerca de los alcan- 
ces de la legslación y sus reformas, aunque sólo sea porque los interlocutores tengan 
presente ejemplos distintos o, inclusive, períodos diferentes. Por consiguiente, para que 
un diálogo pueda conducir hacia criterios y conclusiones más uniformes, es condición 
necesaria un ejercicio de delimitación del objeto de la discusión; es decir, de las legislacio- 
nes y reformas sobre las cuales se plantea el debate. 

A este efecto, el presente estudio, que actualiza y amplia el publicado por la OIT en 
octubre del 2000 (Documento de Trabajo No 123), tiene por finalidad presentar los prin- 
cipales cambios en la legislación de los países latinoamericanos en cuanto a las relaciones 
individuales y colectivas de trabajo, desde 1990. Se hará hincapié en las razones que justi- 
ficaban las instituciones del trabajo y sus características, así como en las razones aparentes 
de los cambios. De igual modo, la reiterada referencia en este estudio a un reducido núme- 
ro de países de la región no significa que no se otorgue importancia a las reformas produ- 
cidas en los demás países, sino que obedece al deseo de los autores de resaltar, con los 
ejemplos más conocidos, los cambios que son materia de análisis. 

Las reformas en materia de relaciones individuales y colectivas de trabajo no son 
las únicas que, en el campo laboral, se han producido en los últimos años. También 
ha habido reformas en materia de seguridad social (salud y pensiones), de formación 
profesional y, en menor medida, de seguridad y salud en el trabajo. Ellas también 
han sido objeto de análisis por parte de la OIT, por lo que remitimos al lector a la biblio- 
grafía correspondientez2. 

A. Principales modificaciones de las relaciones individuales de trabajo 

En lo que respecta a la regulación de las relaciones individuales, los principales cam- 
bios legislativos se refieren al régimen del contrato de trabajo, a las condiciones de trabajo 
y a un intento por regular la relación laboral en la pequeña empresa respetando las 
especificidades de la misma. 

1. El contrato de trabajoz3 

La contratación y la terminación de la relación de trabajo son los dos momentos cla- 
ves del desarrollo de la relación laboral individual y, por tanto, dos de los puntos centrales 
de las reformas legislativas latinoamericanas en la última década. 

22 Ver, entre otros, B o d a ,  Alejandro & Conte-Grand, Alfredo. Pensiones en América Latina: dos décadas 
de reforma. Lima, 1999,T edición y diversas publicaciones de OIT/Cinterfor sobre formación pro- 
fesional. 

23 Para mayor información sobre el tema, ver Tokrnan, Víctor & Martínez, Daniel, Flexibli~an'ón en e l  
margen: la reforma delcontrato de trabaja, Oficina Regional de la OIT, Lima, 1999. 
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El contrato de trabajo en las legislaciones de América Latina es un acto constitutivo de 
obligacionesz4, un negocio jurídico bilateral, de ejecución continuada en el tiempo (no se 
circunscribe a un solo momento, como el contrato de compra-venta, por ejemplo), que 
nace por la propia voluntad de las partes a "obligarse a prestar un trabajo", de un lado, y a 
remunerar el trabajo, del otro. En fin, el contrato de trabajo garantiza la libertad de trabajo 
reconocida en las Constituciones y dota a la relación individual de trabajo de un bagaje de 
condiciones mínimas. 

El contrato de trabajo reemplazó al antiguo contrato civil de arrendamiento de servi- 
cios, al reconocer que entre trabajador y empleador había una situación de debilidad y 
dependencia por parte de aquél y, en consecuencia, era necesario rodear a ese contrato de 
un mínimo de beneficios laborales y de garantías, que las partes no pudieran apartar por 
acuerdo entre ellas. Por tal razón, su existencia no depende de que conste por escritoz5 Y, 
más bien, está facilitada medrante la presunción legal de que existe un contrato de trabajo 
entre quien presta un servicio y quien lo recibe, mediante el pago de una retribución. 

a )  Modalidades del contrato de trabajo 

La duración del contrato de trabajo es el criterio habitual y más utilizado para marcar 
las pautas de la regulación de sus modalidades. De hecho, parte del debate actual sobre la 
flexibilidad se basa en la contraposición de intereses en torno a esta figura: por un lado, se 
reclama la protección del trabajador mediante la estabilidad en el empleo (que se traduce 
normalmente en la limitación y exigencia de causa justa para la contratación temporal) y, 
por otro, la atención a los intereses de la empresa (traducidos en la mayor autonomía de la 
voluntad y del empresario en esta determinación). 

La regla aplicada por las legislaciones en América Latina en su origen ha sido la prefe- 
rencia por el contrato de duración indeterminada (CDI), el cual ha correspondido históri- 
camente a la intención normal de quienes se vinculan por un acuerdo de voluntades en 
materia laboral. Esta preferencia se ha expresado en la presunción de que el contrato de 
trabajo es por tiempo indeterminado, salvo que se pruebe lo contrarioz6, y en la precisión 
de los supuestos restringidos en los cuales se admiten modalidades de duración delimitada 
por el tiempo o por la naturaleza de la labor. 

24 ES el acuerdo mismo de voluntades, con independencia de su forma, el que hace nacer las 
obligaciones. 

25 Algunos contratos especiales requieren, por ley, ser de forma escrita, como medio de garantizar una 

protección específica. En estos casos, la falta de forma no implica que no exista contrato sino que 
se trata de un contrato ordinario. 

'"1 contrato de trabajo se presume, salvo pacto, concertado por tiempo indefinido, tiempo comple- 
to y sin ninguna particularidad que afecte a su objeto o al lugar y la forma de trabajo. 



R E F O R M A  L A B O R A L  E N  A M E R I C A  L A T I N A  25 

Algunas reformas del contrato de trabajo, esencialmente las de Argentina en sus pri- 
meras manifestaciones2', Colombia, Chile, Perú y, con menor amplitud, en Brasil y Panamá, 
han consistido en aligerar o eliminar las reglas que emplazaban al contrato de duración 
indeterminada como la forma "preferida" de contrato de trabajo. Ha prevalecido en estos 
casos la idea de que el contrato de duración determinada (CDD) se adapta mejor a las 
necesidades que la empresa demanda, permite la movilidad de la mano de obra y reduce 
de forma notable los costos laborales. 

La Ley No 25.013 contempla, sin embargo, derogar los contratos "promovidos" (sin perjuicio de 
un régimen transitorio de vigencia), situación que se ha visto ratificada en la Ley No 25250, que 
promueve en su artículo 2 el empleo estable. 
Situación que se mantiene después de la reforma. En efecto, incluso los países que antes de la 
reforma no establecían expresamente la presunción (por ejemplo, Paraguay o Venezuela) cuentan 
con una definición más o menos extensa de la misma. En algunos países, como Argentina o Chile, 
la presunción se ha limitado tras la reforma en función de criterios temporales menos estrictos, 
considerando, por ejemplo en Chile, temporal la prestación de servicios discontinuos por menos de 
12 meses, siempre que no obren más de dos contratos a plazo. La reciente reforma en Nicaragua lumta 
la presunción por tiempo indeterminado, indicando claramente cuáles son los contratos temporales. 
Córdova. E., Nzlevasformasy aqectos de las relaciones de trabajo atgicas. General report, XI Congress of 
the SIDTSS, Caracas, Venezuela, 1985, pág. 91. 
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El uso del CDD o, en general, de los contratos temporales en sus diferentes variantes 
ha sido tradicionalmente atractivo para el empleador por la facilidad que le ofrecen para 
terminarlos, sin necesidad de pagar indemnizaciones; en la mayoría de las reformas re- 
cientes se ha dado cabida a la ampliación de los supuestos para la celebración y renovación 
de los contratos de carácter temporal, así como la extensión de su duración, con miras al 
fomento del empleo y al desarrollo de la formación para un primer empleo, y por necesi- 
dades económicas, productivas u organizativas de la empresa3'. 

Desde 1991, y por influencia de la legislación española, en Argentina se dieron por 
primera vez estímulos públicos de exención total o parcial de cuotas al régimen previsional, 
a los empleadores que utilizaran contratos para lanzamiento de nuevas actividades, con- 
tratos para desempleados, en prácticas laborales para jóvenes y de empleo-formación. El 
CDD dejó así de ser excepcional y pasó a primer plano por los incentivos estatales. Las 
reformas de 1995 completaron el dispositivo flexible con nuevos tipos de CDD y exen- 
ciones y, respecto de las pequeñas empresas, con la eliminación de requisitos de registro al 
iiiicio de la contratación. Sin embargo, los resultados no fueron los esperados llevando, 
luego de más de tres años de negociaciones, a la reforma de septiembre de 1998 que, en 
contraposición con la línea adoptada hasta entonces, elimina del panorama laboral estas 
nuevas formas de contratación temporal. Aún más, incidiendo en la vuelta a la estabdidad, 
la nueva Ley No 25250 del 2000 utiliza la exención parcial de pago de contribuciones 

En el Perú, por ejemplo, los contratos de formación laboral juvenil y de prácticas profesionales 
pueden durar hasta 36 meses, sin que comprometan otra obligación por parte del empleador que la 
cobertura en caso de accidente o enfermedad, y sin derecho a vacaciones, seguridad social o licen- 
cia por maternidad para los trabajadores. Si se considera que el 40% de la planilla puede ser contra- 
tada en 'estas condiciones, el número total de trabajadores en estas condiciones de desprotección 
puede ser importailte. 
La primera modificación legislativa en tal sentido se produjo en Chile en 1978. Ecuador (1980), 
Perú (1986) y Argentina (1991) continuaron en esta misma vía, que sigue presente en la actualidad 
(las n~odificaciones han sido continuas en la mayor parte de los países). En la actualidad, Argentina 
y Perú recogen la lista más numerosa de contratos temporales. La más reciente reforma en esta 
materia es la brasileiia, que data de enero de 1998, y permite nuevas posibhdades de contratación 
de duración determinada, a reserva de autorización por negociación colectiva. 
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como incentivo a la contratación indefinida, estableciéndose de nuevo (y quizás también 
por la influencia española de 1997) la preferencia por el contrato por tiempo indeter- 
minado. 

En Brasil, desde 1998 se permite la utilización del CDD por una duración máxi- 
ma de dos años, aunque con ciertas garantías para evitar abusos: la empresa debe ser 
previamente autorizada para ello por negociación colectiva, debe garantizarse una 
indemnización en caso de ruptura anticipada, se previene la contratación de trabaja- 
dores despedidos y se limita el número de trabajadores contratados con esta modali- 
dad. 

La reforma colombiana eliminó la duración mínima de un año del CDD, aunque se 
mantuvieron algunas salvaguardas para impedir renovaciones indefinidas (iímlte de tres 
años como máximo). 

En Chile, en 1990 se limitó la posibilidad de recurrir al CDD. Hasta entonces 
podía tener un máximo de dos años ininterrumpidos, ser celebrado sin necesidad de 
justificarlo en causa objetiva y con posibilidad de prolongarlo indefinidamente me- 
diante una interrupción breve entre dos contratos sucesivos. Con la reforma pasó a 
tener una duración máxima de 12 meses y puede ser calificado como de duración 
indeterminada luego de 12 meses de servicios discontinuos en un plazo de 15 meses. 
Dicha modificación "a la baja" fue justificada por la existencia de algunos abusos en 
el uso del CDD. 

En Ecuador se mantuvo la duración mínima del CDD en un año, pero los contra- 
tos eventuales, ocasionales y de temporada pueden tener una duración inferior rela- 
cionada con la causa que les dio origen. No obstante, la reciente reforma del Código 
de Trabajo (Ley para la Transformación Económica del Ecuador -conocida como 
"Ley Trolebús 1"-, promulgada en marzo del 2000, que introduce en su Capítulo XII 
algunas reformas al Código de Trabajo), establece un nuevo inciso al artículo 17 del 
Código de Trabajo (y las reformas respectivas con relación a los artículos 11, 14 y 15 
del mismo texto), relativo al contrato por horas. Bajo este término se contempla de 
forma peculiar a una institución ya típica del derecho del trabajo: el contrato a tiem- 
po parcial, que en la nueva regulación implica el pago íntegro por hora de trabajo (de 
valor mínimo de US$ 0.50 para el 2000) y exime del pago de todos los beneficios 
económicos que le son debidos al trabajador que tiene otro tipo de contrato (inclui- 
das gratificaciones, vacaciones, y cualquier otro beneficio o plus, así como la partici- 
pación en utilidades). Esta nueva modalidad que modifica el panorama de contrata- 
ciones en el Ecuador favorece el contrato temporal, sin límite de tiempo, en desme- 
dro del indefinido, al dotar al primero de condiciones más favorables (y menos cos- 
tosas en términos económicos). Además, la reciente reforma establece para el contra- 
to eventual (de duración de un máximo de seis meses en un año) que si éste se repite por 
otro año, pasará a convertirse en contrato temporal. 



2 8 L A  R E F O R M A  L A B O R A L  E N  A M E R I C A  L A T I N A  

En Panamá se introdujo en 1995 la posibilidad de utilizar los CDD hasta por dos años 
durante el primer año de existencia de la empresa o en caso de nueva actividad. 

En el Perú, desde 1991 hay nueve modalidades de CDD, los cuales pueden tener una 
duración muy extensa, prorrogable hasta cinco años en ciertos casos (contrato por nece- 
sidades de mercado). 

En Venezuela, el contrato por tiempo determinado podía ser de hasta tres años, pero 
sólo para empleados; la reforma lo permite también respecto de los obreros calificados. 

Revisando lo expuesto, es difícil medir con precisión el impacto general de estas nue- 
vas políticas de contratación, tanto por su rapidez en la promulgación como por la falta de 
datos estadísticos fiables. No obstante, en los casos quizás más característicos, los de 
Argentina y Perú, los efectos laborales no son especialmente alentadores. Los problemas 
de empleo no se han reducido en la práctica sino que, más bien, han aumentado a pesar de 
que las reformas habían sido justificadas como medio de mejorar la competitividad de las 
empresas a través de la superación de rigideces que "desalentaban la creación de empleos, 
en la medida en que dificultaban el despido o encarecían su costo"32. 

En Argentina, en particular, las leyes que introdujeron las nuevas formas de contrata- 
ción no consiguieron su objetivo de mejorar el empleo, lo que planteó ciertos 
cuestionamientos sobre su necesidad, en especial si se tomaba en cuenta que quizás la 
LCT no era tan rígida como se pretendía, pues permitía mediante un preaviso y una in- 
demnización relativamente módica despedir con buena causa, sin buena causa o sin causa 
alguna33. Si bien los actores sociales negociaron en 1994 nuevas formas de flexibilidad, 
siempre habilitadas por convenio colectivo de rama, en el Acuerdo Marco para el Empleo, 
la Productividad y la Equidad Social, desde 1997 se comenzó a considerar que se había 
extendido la precariedad e intentaron, inspirados en la nueva orientación del modelo es- 
pañol, reducir radicalmente los CDD a través de su racionalización efectiva34. 

En este sentido, el mejor indicador de la situación y el impacto de la evolución 
legislativa son las estadísticas oficiales: en mayo de 1991, los contratos no estables 
equivalían al 3.2% del total de contratos con descuento jubilatorio (es decir, de todos 
lo contratos excluidos los asalariados en período de prueba y los no registrados o "en 
negro"), porcentaje que se elevó al 4.1% en octubre de 1996 y mayo de 1998. Pero 
más importante aún que esta evolución de la estructura del empleo asalariado por 

32 Preámbulo de la Ley Nacional de Empleo (LNE) argentina. 
33 Bronstein, Arturo, Avancesy retrocesos en la evoliición de la legishanán Laboralen América Latina. XII Congreso 

iberoamericano de derecho del trabajo y la seguridad social. Panamá 27 al 30 abril de 1998. 
34 La nueva ley de 1998 tiene su origen en el Acta de Coincidencias CGT-Gobierno, de mayo de 1997, 

que se proponía eliminar la mayor parte de los CDD. 
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modalidad de contratación es observar que, en un sector importante como la industria 
manufacturera, mientras que en el período 1991 -98 los contratos estables se redujeron en 
un 15.1%, los temporales aumentaron en un 49.8% y los no registrados en un 5.3%. 

En Chile se observa una evolución similar. En el caso de la industria, mientras que en 
1994 el porcentaje del total de asalariados que tenían contrato temporal representaba el 
696, en 1996, éste se había elevado al 9.6%. En construcción también aumentó en los 
mismos años del 28.7% al 34.9% y en los servicios del 5.6% al 11%. 

En el Perú, el uso del CDD también es creciente35 y mayor que en los casos anteriores. 
En 1989, el 20.4% del total de los asalariados en Lima Metropolitana eran trabajadores 
con contrato no estable y el 30.5% no tenía contrato. En 1993, tras la reforma, estos 
porcentajes se habían elevado al 24.5% y 35.1%, respectivamente, y en 1997, al 32.5% y 
41.2%. Es decir, en este último año, el 74% del total de asalariados, o no tenía contrato o 
tenía un CDD frente al 51% que se encontraba en una de estas dos situaciones antes de la 
reforma. 

De hecho, en el Perú, la reglamentación es minuciosa pero permisiva y así, el 
CDD autorizado en razón de las necesidades del mercado, para atender los incrementos 
"coyunturales" de producción originados por variaciones sustanciales de la demanda 
en el mercado, puede tener una duración de hasta cinco años, lo cual no parece 
acorde con el objetivo "coyuntural" que se le atribuye. Aunque la reforma había 
intentado afrontar un mercado laboral con altas tasas de informalidad y de clandesti- 
nidad, donde el contrato de trabajo permanente era casi utópico, la apertura de estas 
nuevas contrataciones y la flexibilidad no ha reducido el problema del empleo, ni 
tampoco parecen haber facilitado la formalización de las relaciones laborales; por el 
contrario, el mayor problema existente según las estadísticas sería las relaciones laborales 
no  registrada^^^. 

Desde esta perspectiva, los fines perseguidos por la utilización masiva del CDD pare- 
cen ser cuestionados, no sólo desde el punto de vista de la protección social, sino también 
de su efectividad económica. Más aún, el empleo abundante del CDD puede acarrear 
complicaciones de gestión interna del personal y desestimular la inversión en formación 
de trabajadores, con lo cual se limitan, inevitablemente a un cierto plazo, la capacidad 
técnica de las empresas y las calificaciones técnicas que los mercados internacionales pue- 
den requerir. 

35 En el Perú, desde 1995, los CDD no necesitan autorización administrativa (eliminándose el costo 
de las tasas) y se suprimió la presunción de contrato de duración indeterminada cuando la labor 
desempeñada no corresponde a la modalidad bajo la que el trabajador fue contratado. 

3"egún la Encuesta de hogares en Lima Metropolitana (1997), del total de empleo asalariado en el 
sector privado, 26% de los contratos eran indefinidos, 16% temporales, 1% convenios de forma- 
ción laboral, 4% servicios y cooperativas, 11% comisiones y destajos, y un 41% sin contrato escrito 
o formalizado. 
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En cuanto a Ecuador, la utilización del nuevo contrato por horas, además de fomentar 
las disparidades entre trabajadores a tiempo indeterminado y trabajadores por horas, no 
permite aportar razones fundadas para suponer que, por esta vía, se obtenga un aumento 
neto del empleo sino que, más bien, es posible esperar un cambio en su composición, 
desde modalidades reguladas y protegidas a éstas más flexibles, desprotegidas y exentas de 
contribuciones no salariales. Es probable, en consecuencia, que por esta vía se genere una 
nueva forma de segmentación laboral la que, no obstante, pueda representar ventajas 
desde el punto de vista de menores costos laborales en el corto plazo; sin duda, no repre- 
senta una vía apropiada y sostenible en el mediano y largo plazo para lograr aumentos de 
productividad. 

Una segunda vertiente de las reformas ha consistido en la ruptura progresiva del mo- 
nopolio público de empleo, en especial a través del reconocimiento de agencias de trabajo 
temporal, del cual el ejemplo más reciente lo da el Código de Nicaragua. Los servicios de 
colocación tienen un papel importante en países como Brasil, Chile, México y Perú, y 
parecen haber contribuido a reducir con bajo costo el desempleo fr i~cional~~.  En general, 
la postura internacional coincide con el contenido de estas reformas y reconoce el papel 
en favor del empleo que pueden jugar las agencias privadas, debidamente reguladas y 
supervisadas. Así, el Convenio No 181 de la OIT de 1997, sobre las agencias de empleo 
privadas, revisa el Convenio No 96 de 1949, sobre las agencias retribuidas de colocación 
(revisado), y suprime el monopolio público. 

En tercer lugar, algunas reformas admiten nuevas formas de subcontratación a 
terceros (el suministro de mano de obra a través de sociedades cooperativas), que 
pueden fomentar la contratación precaria al prever la no condición laboral de los 
subcontratados. En efecto, en el Perú, los miembros de las sociedades cooperativas 
no adquieren la calidad de empleados de la empresa usuaria, ni tampoco de la coope- 
rativa de la que son NO obstante, y a los solos efectos de seguridad social y 
por "ficción legal", son considerados como trabajadores dependientes para efectos 
del Sistema Privado de Pensiones, Sistema Nacional de Pensiones y Régimen de 
Prestaciones de Salud (Ley No 26504 del 8.7.95, articulo 15). Sin duda, la figura, al 
menos jurídicamente, es cuestionable. 

En la práctica, la intermediación parece haber generado un aumento de contrata- 
ciones con condiciones inferiores a las de la empresa usuaria, que ha visto de forma 
paralela reducido el número de sus trabajadores. Así, y según datos oficiosos del 
Ministerio de Trabajo (Diario "Gestión", 6 de agosto de 1999) , el 65% de las denun- 

37 Fuente: BID-OIT, "Programa de empleo e ingresos en América Latina y el Caribe", Lima, 1998, 
pág. 13. 

" Aun cuando la ley, desde 1995, les reconoce ingresos y condiciones de trabajo no inferiores a los 
que corresponden a los trabajadores de la empresa usuaria que realizan labores análogas. 
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cias por vulneración de derechos laborales correspondía a trabajadores de empresas de 
servicios o cooperativas de servicios. 

En Argentina, en un sentido protector, la Ley No 25250 establece claramente que 
los socios de cooperativas son considerados trabajadores dependientes a efectos de la 
aplicación de la legislación laboral y de seguridad social. 

Por otra parte, la modificación de la duración del período de prueba, como medida 
flexibilizadora, no ha sido tan ampliamente utilizada en la región como en algunos países 
europeos, donde puede inclusive hacerse por convenio colectivo. 

El período de prueba tiene como fui "ensayar la relación laboral", permitiéndose a las 
partes rescindir, durante el mismo, el contrato en cualquier momento sin que surja ningún 
tipo de obligación adicional. Se trata de una institución típica del contrato de duración 
indeterminada, aunque nada obsta que pueda aplicarse al CDD. 

En general, el período de prueba máximo estriba en la región, en promedio, entre 
dos (Colombia, Paraguay, Guatemala, Honduras) y tres meses (Bolivia, Ecuador, Brasil, 
Panamá), aunque en las reformas de la región parece existir una tendencia a ampliar su 
duración a seis meses. 

En Argentina y Nicaragua, su regulación aparece por primera vez tras la reforma y se 
prevé sólo para los contratos de duración indeterminada. En Argentina, su regulación se 
ha modificado en las recientes reformas de forma variable, como otros aspectos de la 
contratación. Así, mientras en 1998 (y siempre para los indefinidos) se limitó a 30 días 
(pudiendo ampliarse por convenio hasta 180 días)39, la reciente y vigente Ley No 25250 del 
2000 establece en tres meses el régimen general del período de prueba (extensible hasta 
seis por convenio colectivo) y para las pequeñas empresas de seis meses, pudiendo ampliarse 
por convenios colectivos hasta doce cuando se trate de trabajadores calificados según 
definición de dicho convenio40. En el Perú puede ser de hasta seis meses, mientras que en 
Panamá, en 1995, se limitó la utilización abusiva del período de prueba, que no se puede 
aplicar a trabajadores que hayan sido ocupados anteriormente en la misma empresa. 

En Ecuador, el caso de las modificaciones que regulan el contrato aprueba, efectuadas 
por la Ley para la Promoción de la Inversión y la Participación Ciudadana (conocida 
como "Ley Trolebús T'), introducen para las empresas existentes que emprenden 

3"n Argentina, las partes quedaron exentas de abonar cuotas a la seguridad social y al Fondo Nacio- 
nal de Empleo (excepto de seguro por accidentes de trabajo, obras sociales y asignaciones familia- 
res), durante el período de prueba (los 30 días, si se extiende a 180, deberá abonarse el total de las 
cargas sociales). Dicha medida singular parecía fomentar hasta la reciente reforma la ruptura de los 
contratos al vencimiento de ese período, con lo cual se desvirtúa su finalidad y se priva la empresa 
de una política de personal coherente. En efecto, nada impide seguir contratando trabajadores a 
prueba "sin h t e  de número" en la empresa, los cuales son más baratos (14% aproximadamente) 
por la exención de las cotizaciones, entre otras razones. 

40 En el caso de las PYME, la ley establece una serie de requisitos relativos para evitar el fraude de la 
ley. 
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ampliaciones o diversificaciones en sus líneas de producción un nuevo margen ampliado 
el período de prueba de tres a seis meses de duración. 

La nueva legislación propuesta en Ecuador podría, por sus excepciones en caso de 
inicio de actividad, permitir4' que se contrate a toda la plantilla bajo este régimen durante 
un período de seis meses; o fomentar empresas fantasmas por el mismo lapso, que cesen 
su actividad sin dar los beneficios que corresponden al cese de un contrato temporal. Es 
decir, podría darse el caso de empresas "temporales" que cesaran su actividad cada seis 
meses compuestas únicamente por trabajadores a prueba. 

b)  La terminación del contrato de trabajo 

La preferencia por el contrato por tiempo indeterminado se complementa tradicional- 
mente en la legislación por limitaciones al empleador para ponerle fin, orientadas por el 
principio de la estabilidad en el empleo, el cual tiene carácter constitucional en la mayor 
parte de los países de la región4'. Este principio se traduce, en concreto, en la protección 
del trabajador frente al despido arbitrario o injustificado o, en todo caso, sin que medie 
culpa suya.'Este es el sentido del Convenio No 158 de la OIT sobre terminación de la 
relación de trabajo que exige alegación de causa justificada (relacionada con la conducta o 
capacidad del trabajador o con las necesidades de la empresa) para proceder al despido, 
estableciendo requisitos de plazo, forma y procedimientos para su validez. 

Por sus implicaciones económicas y sociales, la extinción de la relación laboral por 
iniciativa del empleador sigue siendo una de las cuestiones más discutidas. Para los traba- 
jadores, la protección contra el despido es un elemento clave del derecho al empleo. Para 
los empleadores, una regulación estricta de la extinción de la relación de trabajo puede 

Se libera la restricción preexistente que establecía un máximo de 15% de contratos a prueba sobre 
el total de la planiila a las empresas existentes, que amplíen o diversifiquen su industria, actividad o 
negocio, y se amplía esta exoneración desde tres a los seis primeros meses. Adicionalmente, se 
establece que dicha exoneración se aplicará sobre el incremento en el número de trabajadores 
generado por las nuevas actividades y no sobre el total. 
A titulo de ejemplo, donde existe una importante constitucionalización de sólo en América Latina 
(región derecho laboral) 13 textos de un total de 20 países, lo reconocen, a saber: Argentina, 
Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Panamá, 
Paraguay, Perú y Venezuela. 
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limitar sus posibilidades de adaptación de la empresa a las situaciones cambiantes del 
mercado y a las exigencias de la competitividad. 

La discusión de los temas ligados a la terminación de la relación de trabajo se 
circunscribe, en general, al despido -extinción del contrato por voluntad del empleador-, 
por cuanto la cesación por mutuo consentimiento, por voluntad del trabajador o por la 
llegada del término, no plantean problemas específicos al no generar costos adicionales 
para la empresa45. El debate se centra, por lo tanto, en las causales de despido, la duración 
del preaviso y su posible sustitución por una compensación económica, la indemnización 
debida por el empleador al finalizar el contrato y, en menor grado, en la figura de la 
reinstalación o reintegro46, que tiene una incidencia más limitada. Las reformas nacionales 
referidas a estos aspectos plantean un cambio en la institución del despido. 

Brasil fue el primer país en desreglamentar y flexibilizar el despido, desde 196647, 
aunque luego esa flexibilidad fue mitigada por la Constitución de 1988, la cual deci- 

OIT. Creating economic opportzmities, Ginebra, 1994, págs. 87-116. 
Op. cit., pág. 194. 
A lo más, se prevé el pago de la cesantía o de fondos acumulados en el transcurso de la relación de 
trabajo con este fin (p. ej. Brasil y Colombia). 
El reintegro existe en Cuba, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Perú y Venezuela, aunque 
sometido a condiciones tales como un año de trabajo mínimo en México, un número mínimo de 
trabajadores en la empresa en Venezuela, etc. 
En efecto, la Ley No 5.105 creó el Fondo de Garantía por Tiempo de Servicios, limitó la prohibi- 
ción absoluta de despido no justificado establecida en la Consolidación de las Leyes de Trabajo y 
permitió a los trabajadores optar por el régimen de estabilidad absoluta o por el nuevo sistema de 
FGTS, que no requería preaviso, ni indemnización. En la práctica, los empleadores no contrataban 
a aquellos trabajadores que no optaran por el Fondo, lo que generó en la realidad la extinción del 
antiguo sistema. 
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dió que, mientras no se regularan los principios del Fondo de Garantía por Tiempo de 
Servicio, el trabajador despedido injustificadamente tenía derecho, además de las cantida- 
des depositadas en el FGTS, a una indemnización equivalente al 40% de los fondos acu- 
mulados y a un preaviso de 30 días a cargo del empleador. 

Posteriormente, varias reformas han optado por la creación de fondos de cesantía que 
aligeren la obligación de indemnizar (Colombia) y la introducción de causales económicas 
y estructurales que permiten despidos por causas objetivas (Chile, Pení), con menores 
requerimientos procedirnentales e indemnizaciones inferiore~~~.  

En el Perú se agregaron desde 1991 nuevas causales de despido49, incluyendo la termi- 
nación de la relación de trabajo por causa objetiva5', para la cual se prevé un régimen 
simplificado de compensación por tiempo de servicios, con un preaviso de 30 días, que 
podrá sustituirse por la indemnización compensatoria. Además, la extinción de los con- 
tratos de trabajo por motivos económicos sólo procederá en aquellos casos en los que se 
comprenda a un número de trabajadores no menor al 10% del total del personal de la 
empresa y se rige por un procedimiento especial, que ya no procede en casos de liquida- 
ción, disolución o quiebra de la empresas1. En caso de despido arbitrario -sin causa justi- 
ficada-, el trabajador tiene derecho a una indemnización equivalente a una remuneración 
ordinaria mensual por cada año de servicio, con un máximo de 1252. Si se trata de despido 
nulo (sin fundamento) se prevé el reintegro, salvo que en ejecución de la sentencia el 
trabajador opte por la indemnización. En los casos de hostihdad contra el trabajador, este 
último podrá optar por accionar para que cese la hostilidad o por la terminación del 
contrato, en cuyo caso demandará el pago de la indemnización pero, en cambio, el juez no 
puede disponer la reincorporación del trabajador. 

" Se ha modificado el régimen de indemnizaciones en Colombia, Ecuador, Argentina, Venezuela, 
Pení, Chile, Guatemala, Nicaragua, Panamá y El Salvador. 

49 La LFE introduce la jubilación del trabajador a los 70 años, salvo pacto en contrario, o en los casos 
en que, teniendo derecho el trabajador, el empleador se obliga a cubrir la diferencia entre dicha 
pensión y el 80% de la última pensión ordinaria percibida por el trabajador, y que no podrá exceder 
del 100% de la pensión y reajustarla periódicamente en la misma proporción que se reajuste la 
pensión. Esta modificación implica menos beneficios para el trabajador, por cuanto ahora basta 
con tener derecho a recibir la pensión de jubilación; es decir, contar con 65 años y 20 años de 
aportaciones al sistema nacional o 65 en el sistema privado, lo que hace la carga del empleador 
menor. De otro lado, ya no es el empleador quien debe efectuar los trámites para el otorgamiento 
de la pensión, sino el trabajador. 

50 Básicamente se ha simplificado el proceduniento de cese colectivo de trabajadores, abreviando los 
plazos y compatibilizando la normativa con la referente a reestructuración empresarial. 

51 Decreto Legislativo No 650. 
52 Esta disposición de la LFE ha sido modificada en dos oportunidades (primero, reduciendo de 

nuevo la cantidad y después reponiéndola en la primera) por los Decretos Legislativos N0"55 del 
4.10.96 y 871 del 1.1 1.96, respectivamente. 
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En Argentina, desde 1990, varias leyes facilitaron el despido y simplificaron el proce- 
dimiento. Así, por ejemplo, en situaciones de crisis por razones tecnológicas y económicas 
se prevé la resolución automática de los contratos individuales y del convenio colectivo, 
reduciéndose respecto de la pequeña empresa el preaviso a 30 días, cualquiera que fuere la 
antigüedad del trabajador (en el régimen general se ha modificado esta institución en 
199853). Basándose en el "Acta de coincidencias", fumada en mayo de 199754, la reforma 
de 1998 previó, en vez de una nueva política de contratación, un cambio en el monto de 
las indemnizaciones en caso de despido. Dicho monto (gradual en función de la antigüe- 
dad) es, en general, inferior al previsto en el régimen anterior salvo en caso del despido 
por falta y disminución en el trabajo, si el trabajador tiene más de dos años de antigüedad. 
Por su parte, la Ley No 25323 de septiembre del 2000 prevé el aumento de las 
indemnizaciones (al doble) cuando la relación laboral de que se trate no esté registrada o 
lo esté de modo deficiente. En este sentido, la ley abre una amnistía laboral de 30 días para 
el oportuno registro. Además, en caso de falta del abono debido y si hay proceso judicial 
la indemnización se incrementará en un 50%. 

En Venezuela primero se decidió, en 1990, eliminar la "estabilidad numérica", destina- 
da a mantener los niveles de empleo55, aumentar la duración del preaviso para los trabaja- 
dores con más de cinco años en la empresa y restringir el derecho al reintegro en caso de 
despido injustificado sólo frente a empleadores que ocuparan diez o más trabajadores. 
Luego, en 1997 hubo un cambio importante de las prestaciones e indemnizaciones de fin 
de contrato, considerado más flexible, que modificó el cálculo de la prestación por "anti- 
güedad" y mejoró su monto, pero e h ó  la obligación de recalcular las prestaciones 
acumuladas año a año en función del último salario56, fijó un tope a la indemnización por 
despido injustificado, y amplió los componentes del salario en base al cual se hacen ambos 
pagos. 

En Colombia fue afectado el régimen de la llamada cesantía, cuyo monto sólo se podía 
calcular al final de la relación de trabajo5'. La ley creó un sistema de depósitos 

En  efecto, el preaviso es de 15 días si la antigüedad del trabajador es entre 30 días y tres meses, de 
un mes si es entre tres meses y cinco años, y de dos meses si es de más de dos años. 
El Acta preveía la rectificación del sistema a través de un nuevo contrato de trabajo de carácter 
temporal a medio plazo con una indemnización de monto reducido, y otro contrato basado en una 
indemnización constituida por una cuenta de capitalización individual. 
El empleador que despedía injustificadamente a un trabajador debía contratar uno nuevo en el 
mismo puesto y con el mismo salario. 
La prestación de antigiiedad, que se causa anualmente para todo trabajador, era de 30 días de salario 
por año y pasó a ser de 45 días por el primer año trabajado y de 60 por cada uno de los posteriores. 
La indemnización por despido injustificado sigue siendo de 30 días por año, pero ahora tiene un 
tope de 150 días de salario; y para la indemnización que debe pagarse cuando se omite el preaviso, 
la base de cálculo no excederá de diez salarios mínimos. 
Provocando, además, que empresas con personal más antiguo debieran pagar más que aquéllas que 
despedían frecuentemente. 
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anuales de la cesantía en cuentas de capitalización individual -que son administradas desde 
1993 por fondos de cesantías y pensiones-, lo que evita al empleador el pago de la misma 
al momento de la extinción del contrato de trabajo y garantiza, en principio, al trabajador 
el cobro de las cantidades debidas, inclusive en caso de insolvencia del primero. Las sumas 
depositadas a título de cesantía no se benefician del reajuste automático consecutivo a los 
reajustes de salario, pero sí de la capitalización de la cuenta. Asimismo, se suprimió el 
reintegro forzoso de trabajadores con diez años de antigüedad, en caso de despido injus- 
tificado, aunque se aumentaron en contrapartida las indemnizaciones por ese concepto. 
Igualmente se estableció un procedimiento para controlar las suspensiones y despidos 
colectivos por motivos económicos. 

En Chile se había instituido, en 1978, la figura del desahucio; es decir, el despido sin 
causa, con preaviso e indemnización equivalente a un mes de sueldo por año de servicios 
con un tope de seis. En 1990 se volvió a la idea de la necesidad de una causa para poder 
despedir, aunque manteniendo que, en ausencia de causa o si ésta no se prueba el despido, 
sigue siendo válido y se aumentaron las indemnizaciones (se aumentó el tope a once 
meses). Se introdujo, además, un nuevo hecho causal basado en "las necesidades de la 
empresa, establecimiento o servicio tales como las derivadas de la racionalización o mo- 
dernización de los mismos, bajas en la productividad, cambios en las condiciones de mer- 
cado o de la economía, que hagan necesaria la separación de uno o más trabajadores, y la 
falta de adecuación laboral o técnica del trabajad~r"~~. 

En Ecuador, las indernnizaciones debidas en caso de despido intempestivo fueron 
aumentadas en 1991, pues hasta entonces eran muy moderadas: con el aumento se pasó a 
una indemnización mínima de tres meses y, por desahucio (despido con preaviso), una 
semana de salario por año de servicio. En la reciente reforma de la leyes "trolebús" (decla- 
rada inconstitucional en algunos de sus artículos en octubre del 2000) se propuso rebajar 
el costo de las indemnizaciones por año de servicios en caso de despido intempestivo 
cuando se tratara de trabajadores que perciben más de US$ 500 mensuales de remunera- 
ción. Así, al comparar la nueva disposición propuesta se observaba que el costo de despi- 
do se reducía en forma proporcional a la antigüedad del trabajador en cada tramo, y que 
estas reducciones eran mayores cuando un trabajador transitaba a un tramo de antigüedad 
mayor en que el monto de indernnizaciones se reducía a un 20%. En tales circunstancias 
resultaba relativamente más caro despedir a un trabajador con menor antigüedad que a 
uno más estable. Esta propuesta fue declarada inconstitucional. 

Las indemnizaciones por despido injustificado fueron aumentadas, igualmente, 
en El Salvador, Paraguay y República Dominicana (que aumentó también ligera- 
mente el preaviso) y limitadas por un tope máximo en Venezuela. En Nicaragua, la 

58 LOS despidos motivados por necesidades de la empresa representaban el 70% del total de las termi- 
naciones de la relación laboral para el año 1995. 
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indemnización es la más baja de la región, a razón de un mes de salario por cada uno de los 
primeros tres años y 20 días por los siguientes, con un tope de cinco meses de salario. 

En Panamá existía desde 1986 una prima de antigüedad de una semana de salario por 
año de servicio que sólo beneficiaba a los trabajadores con diez años de servicios o más. 
La reforma de 1995 la extendió a todos los trabajadores y obligó al empleador a depositar- 
la en una cuenta especial que garantizaba eventualmente también las prestaciones en caso 
de despido injustificado. En contrapartida, se simplificó la escala de indemnizaciones por 
despido injustificado y se limitaron las indemnizaciones a las que el trabajador puede tener 
derecho a título de salarios caídos, o dejados de percibir, cuando el despido es irnproce- 
dente. 

En relación al despido colectivo, las innovaciones no han sido profundas y se han 
circunscrito a una mejor precisión de los motivos (Argentina, Chile, Panamá, Perú), rela- 
cionados, por lo general, con causas económicas y organizativas. En el caso de Colombia, 
la Ley No 50 introduce el nuevo concepto de despido colectivo en relación no a causas 
específicas (son las previstas para los demás ceses), sino a criterios numéricos (porcentaje 
de trabajadores afectados en función del tamaño de la empresa). En cuanto al procedi- 
miento para efectuado, la reforma ha tendido a simplificarlo al máximo. El caso más 
señalado es, sin duda, el del Perú donde el empleador, por medio de una pericia de parte, 
puede conseguir en plazo sumario una autorización administrativa e, inclusive, en caso de 
silencio administrativo se entiende aprobada la solicitud de cese. 

Ida terminación de la relación de trabajo ha sido objeto de reformas en la mayor parte de los 
países de la región, con cambios importantes. En general, se ha buscado la simplificación del 
procedimiento, la ampliación de las causas que justifican el despido y la reducción de la 
indemnización. Algunas reformas han contado con una frrulca oposición social, la cual ha 
provocado ulteriores revisiones. La modificación del sistema pasa en determinados países por 
la puesta en marcha de un sistema de fondos de cesantía que garantice una protección mínima, 
aun cn caso dc insolvencia del empleador. 

- - " - -  

2. Las condiciones de trabajo 

Además del inicio y la terminación del contrato de trabajo, la ley regula su conte- 
nido, lo que no impide que las partes lo cambien o lo completen siempre que no 
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choquen con regulaciones imperativas. En las reformas recientes se hacen algunos cam- 
bios en materia de tiempo de trabajo, reposo y salarios. 

a)  Tiempo de trabajo 

La ley contiene un concepto básico, que es la jornada de trabajo. Por tal se entiende el 
tiempo diario, semanal o anual que ha de dedicar el trabajador a la ejecución de su contra- 
to. La jornada sirve para delimitar en el tiempo la prestación del trabajador. 

La legislación ha evolucionado bajo las ideas de la limitación y la reducción progresiva 
del tiempo de trabajo por razones de justicia y porque se demostró que el trabajo, en 
jornadas excesivas, era improductivo y con frecuencia lesionaba la salud de los trabajado- 
res, aparte de que puede provocar daños a las instalaciones de la empresa. La intervención 
del Estado para garantizar la salud y la vida de los trabajadores generó, desde inicios de 
siglo, la aparición de normas de derecho necesario e imperativo -es decir, de imposible 
modificación por las partes- que limitaron la jornada laboral. 

El tema de la jornada está igualmente ligado al salario, que se calcula sobre la base de 
la jornada ordinaria diurna y se prevén recargos o pagos adicionales en función del trabajo 
nocturno, en días feriados, o en exceso del número máximo de horas de trabajo permiti- 
do, así como jornadas especiales en función de categorías y sectores de actividad. 

En general, las normas en esta materia no presentan grandes diferencias de un país a 
otro en la región, probablemente porque la limitación de la jornada ha sido una reivindica- 
ción social tradicional, recogida de longa data en las normas internacionales. La gran mayo- 
ría de los países mantienen una jornada legal de ocho horas al día y entre 44 y 48 a la 
semana, con variantes establecidas esencialmente a través de convenios colectivos. La 
duración del descanso diario es como mínimo de nueve o diez horas diarias. 

La flexibilidad de la jornada opera, por tanto, sobre la base de un mínimo indisponible: 
la existencia del tiempo necesario para garantizar un reposo adecuado, que permita al ser 
humano realizar su actividad en condiciones de salud y mantener así la productividad de la 
empresa. 

5 V a r a  más información sobre el tema ver, entre otros: IOlauth, P. H o m  of work. Vol. 11, parte 43.2 y 
Kogi, K. Sleep depripation, Vol. 1, parte 29.2. Enn'clopedid de s a l d y  seguridad en eltrabajo, Ginebra, 1998, 
4" edición. 
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Sin perjuicio de lo prescrito en la ley, en países como Argentina, Brasil, Colombia, 
Chile o México ha habido una tendencia al aumento de las horas efectivamente trabajadas 
(superando en algunos sectores la jornada legal6'), lo cual podría tener relación con el bajo 
costo de las horas extraordinarias y la falta de operatividad de los mecanismos de control. 

Las reformas relativas al tiempo de trabajo han sido consideradas fundamentales por 
sus promotores para facilitar la adaptación de la empresa a los requerimientos del merca- 
do, así como también para promover el empleo. En América Latina son aún incipientes6', 
aunque aparecen cada vez con más frecuencia y figuran inclusive en textos considerados 
protectores. Así, por ejemplo, en Venezuela se permiten cambios convencionales de la 
jornada máxima, sin autorización administrativa y con el límite del promedio de 44 horas 
semanales en un lapso de ocho semanasG2. 

En Argentina, los convenios colectivos pueden establecer métodos de cálculo de la 
jornada máxima sobre la base de promedios "de acuerdo con las características de la 
actividad", lo que permite la semanalización, mensualización y anualización. 

En Brasil, la Constitución permitía ya la compensación de horarios y la reducción de la 
jornada mediante acuerdo o convenio colectivo; igualmente, establecía una jornada redu- 
cida de seis horas diarias en turnos interrumpidos, salvo negociación colectiva, lo que era, 
sin duda, un punto de apertura interesante. Los cambios introducidos en enero de 1998 
coppletan el sistema flexible, aportando el reconocimiento legal del banco de horas (esta- 
blecido ya en algunos convenios colectivos -ver S Z ~ Z - ) .  Este sistema permite reducir la 
duración del trabajo en períodos de poca actividad (y en un período de 120 días) sin 
reducción del salario, permaneciendo un crédito de horas a ser utilizadas en los de alta 
actividad, sin que se supere un límite de diez horas de jornada máxima. Si el trabajador 
termina su contrato antes de utilizar el crédito, el empleador las compensará como horas 
extraordinarias. 

En Colombia, la Ley No 50 mantuvo el límite de 48 horas semanales, pero en cambio 
permitió distribuir la duración semanal del trabajo sobre cinco días, con jornadas diurnas 
de hasta diez horas, sin bonificaciones de las dos horas adicionales. 

En el Perú se permitió al empleador modificar turnos, días y horas de trabajo, así 
como la forma y la modalidad de las labores, sin necesidad de autorización o cansen- 

" Ver Anuario de Estadísticas de Trabajo 2000, OIT, Ginebra. 
No obstante, en algunos países como Colombia se han barajado reformas en este sentido. 

" La actual versión de la Constitución venezolana prevé una jornada diurna de 48 horas (noviembre 
de 1999). 
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tirniento de los trabajadores, con la condición de hacerlo con criterios de "razonabilidad y 
teniendo en cuenta las necesidades del centro de trabajo". 

En la República Dominicana, el Código de Trabajo prevé la posibilidad de establecer 
por acuerdo jornadas corridas que no excedan de diez horas diarias en actividades comer- 
ciales y nueve en industriales, sin exceder de un total de 44 a la semana. La Secretaría de 
Trabajo puede autorizar la distribución en tiempo mayor de una semana, siempre que se 
respete el límite máximo de diez horas diarias y 44 semanales. 

La ley suele autorizar el trabajo en horas extraordinarias en circunstancias excepciona- 
les (Bolivia, República Dominicana), o bien estableciendo límites cuantitativos (Paraguay 
y Venezuela). Las recientes reformas mantienen ciertas garantías de protección del traba- 
jador. Pero el recurso a las horas extraordinarias por encima de los límites legales es una 
práctica corriente "a expensas de la creación de empleos, y a pesar de que la extensión de 
la jornada se sustenta en la desindustrialización y la falta de tecn~logía"~~, y que no es un 
elemento impulsor del desarrollo productivo. La razón fundamental es el bajo costo de la 
prestación de horas extraordinarias, pues su pago se calcula sobre el salario base, que suele 
estar muy por debajo del salario real, y porque el bajo ingreso del trabajador lo fuerza a prestar 
servicios en exceso de la jornada ordinaria para hacerse de un complemento indispensable. 

Respecto del trabajo nocturno han habido pocas reformas novedosas y la tendencia 
ha sido a mejorar el porcentaje de c~mpensación~~.  Unicamente Paraguay somete el traba- 
jo nocturno a autorización administrativa. 

" FIDE, Cambios en la estrtlctzlraprodzlctiuay e l  empleo. Cyzlntzlray desarrollo, No 33, Buenos Aires, mayo 
de 1981, pág. 50. 

64 En el Perú, el recargo es de 30%; Venezuela lo aumentó de 20 a 30% y República Dominicana 
introdujo por primera vez un recargo del 15%. 
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El trabajo por turnos no ha sido regulado en varios países, como Ecuador, Bolivia, 
Brasil, Guatemala o México. En Argentina o Brasil, es el convenio colectivo la forma 
normal de regularlo en función de las necesidades concretas de la empresa. 

En Colombia, la reforma precisó de forma más detallada y flexible el trabajo por 
turnos, sin solución de continuidad durante todos los días de la semana, temporal o inde- 
finidamente, con el límite de seis horas al día o 36 a la semana. En el Perú se permite al 
empleador la modificación de los turnos y el establecimiento de un nuevo turno con 
trabajadores contratados por tiempo determinado. En otros países, tales como Venezuela 
o República Dominicana, la regulación de los turnos se hizo en función de normas de 
compensación de jornadas, con límites semanales y, en el caso de este último país, con 
pago del exceso como hora extraordinaria. 

" .  

La modificación de la jornada ha sido enfocada por las reformas desde la doble óptica protccción- 
flexibilidad. Si bien se buscan mecanismos que permiten enfrentar los avatares productivos de 

I 
ciclos cconi>micos fluctuantes y, para ello, se recurre a una fuente más adecuada como la 
negociacih colectiva, también se mantienen tiempos mínitnos de ncccsario descanso. 

b) Vacaciones y licencias 

Las vacaciones son un período continuado de varios días de descanso al año. Su nece- 
sidad y sus efectos benéficos para el trabajador y su familia, así como para la empresa, no 
se discuten hoy en día. Más bien, la tendencia es hacia la extensión del período de vacacio- 
nes, aun cuando en la región muchos trabajadores no están en condiciones de disfrutarlo, 
principalmente por sus bajos ingresos. Como los descansos diarios y semanales, las vaca- 
ciones son remuneradas en función del salario. En general, la obligación de remunerar se 
impone al empresario, pero caben otros sistemas". 

La duración media de las vacaciones anuales en toda la región es de 15 a 20 días al 
añoG6, con un período de carencia de 11 meses o un año de trabajo para poder gozar de 
este derecho. 

La mayoría de las reformas que han incidido en el tema ha extendido el período de 
vacaciones, siguiendo la tendencia internacional. Venezuela añadió al período de 15 días 
un día por cada año de servicios, hasta un máximo de 30. Paraguay aumentó el beneficio 
en función de criterios progresivos, según la antigüedad del trabajador. Guatemala gene- 
ralizó un mínimo de 15 días a todos los sectores. 

65 Como, por ejemplo, la compensación inter-empresarial a través de un fondo al que todos los 
empleadores afectados contribuyen, bajo a la forma de un cuasi-seguro social. 
Desde 14 ó 15 días mínimos como única regla, pasando por criterios graduales que permiten más días 
de disfrute en función de los años trabajados Polivia, Paraguay, Ecuador y Honduras). 
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En algunos países se ha mejorado la remuneración de las vacaciones con una prima 
complementaria (El Salvador y Venezuela). En general, las legislaciones no admiten la 
compensación del disfrute del descanso con dinero. La ley venezolana, en cambio, sí lo 
admite, pero sólo con respecto a los días adicionales. 

La acumulación de períodos de vacaciones anuales -negada en Brasil, Paraguay o 
El Salvador y admitida sólo para trabajadores de confianza en Costa Rica y Honduras- en 
la práctica se produce con frecuencia y algunas reformas la consagran, dentro de ciertos 
límites. Venezuela permite ahora la posibilidad de acumular hasta tres períodos de vaca- 
ciones y ha extendido, de tres a seis meses -contados desde el nacimiento del derecho al 
goce del respectivo período anual- el lapso para que el trabajador inicie efectivamente el 
disfrute del descanso, mediante simple solicitud del trabajador y sin necesidad de la tradi- 
cional autorización administrativa. La reforma panameña establece un descanso imperati- 
vo de 15 días mínimos remunerados en el primer período y la posibilidad de acumular el 
resto de los días para el segundo. 

En cuanto a la oportunidad de las vacaciones, en la pequeña empresa argentina se 
permite habilitar, por convenio colectivo, fechas distintas a las legales y fraccionar el dis- 
frute del beneficio anual. Por su parte, la reforma venezolana regula también la concesión 
de vacaciones colectivas, inclusive a trabajadores que no tengan un año de servicios, dis- 
posición que atenúa excepcionalmente la norma general. 

Finalmente, se admite la posibilidad de mejorar los períodos de vacación por con- 
venio colectivo (Paraguay), o simplemente de reglamentarlos (Panamá y República 
Dominicana). 

Con relación a las licencias retribuidas, justificadas por razones sociales y de costum- 
bre, cívicas, políticas o sindicales, no existen grandes inodificaciones, salvo en lo relativo a 
la licencia por maternidad. La misma está prevista en todos los países de la región y oscila 
entre doce semanas y cuatro meses (Costa Rica). Su duración ha sido extendida en las refor- 
mas de Colombia, Ecuador, Guatemala, Nicaragua, República Dominicana y Venezuela. 
Colombia es el único país que permite la cesión de la última semana de licencia al marido. 
Reconocen el beneficio aun en caso de adopción, Costa Rica, Colombia, Venezuela y 
Chile; y en caso de aborto no intencional, Costa Rica, Guatemala, Honduras y Panamá. 
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3. El salario67 y los costos laborales no salariales 

a)  El salario 

El salario es la remuneración o ganancia debida por el empleador al trabajador en 
virtud del contrato de trabajo. Es, en ese sentido, el contenido u objeto de la prestación 
principal del empleador y, correlativamente, un derecho fundamental del trabajador. 

Al tiempo que retribuye un servicio, el salario procura el mantenimiento o la subsis- 
tencia del trabajador y su familia, en razón de lo cual la mayoría de las constituciones 
latinoamericanas establecen el derecho a una remuneración justa o equitativa. Por ello 
mismo, la legislación, o la propia constitución, contienen un régunen de protección del 
salario, con reglas para su fijación -sobre todo la del salario mínimo-, las condiciones de 
modo, tiempo y lugar de su pago y mecanismos para preservarlo (inembargabilidad, ca- 
rácter de crédito privilegiado, protección contra la mora, fondos de garantía en caso de 
insolvencia del empleador). Algunos de esos aspectos han sido objeto de reforma. Desde 
otro punto de vista, el salario es un elemento de costo y un factor de consumo de bienes 
y servicios. 

El salario es, por su importancia y sus diferentes vertientes, un tema central de discu- 
sión para los actores sociales y el Estado, y punto clave del debate sobre, por una parte, la 
distribución del ingreso y la significación real del salario en América Latina y, por otra, 
sobre la necesidad de promover el desarrollo de las empresas, su flexibilidad, productivi- 
dad y competitividad. 

En general, en la región se ha observado una reducción del impacto del salario mínimo 
por medio de una política salarial "conservadora", de modo que en la mayoría de los 
países en 1995 los salarios mínimos reales se encontraban claramente por debajo del nivel 
alcanzado en 1980, ampliándose de esta forma la brecha entre los salarios mínimos y los 
salarios medios. 

Algunas reformas han optado por aclarar el concepto legal de salario para determinar 
los conceptos que deben ser utilizados como base para calcular las indemnizaciones por 
despido u otros beneficios laborales, y las contribuciones para seguridad social o para 
formación profesional. 

En 1992, la ley panameña excluyó del concepto de salario a "las primas de producción 
y otras bonificaciones", mientras que la reforma ecuatoriana de 1991 eliminó del mismo 
"el uso, la habitación y las prestaciones en especie". 

En Venezuela, en 1997 se logró por consenso tripartito una reforma centrada en 
las cuestiones salariales y en las prestaciones e indemnizaciones de fin de contrato, con el 
objeto de solventar las distorsiones que se habían provocado tras la aplicación de la 

ES necesario distingutr entre remuneración y salario. Remuneración es toda ganancia o percepción 
económica (y en eiia se incluye el salario) que el trabajador recibe del empleador en razón de su empleo. 
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ley de 1990. Dicha reforma estableció la "salarización" de una serie de bonos y subsidios 
que habían proliferado al margen del salario y estaban destinados a evitar su incidencia en 
el reajuste de la prestación de antigüedad"; se pretende así generar una estructura más 
racional del salario y hacer más viable su revalorización en la práctica. 

Las reformas de Colombia y Perú introdujeron el concepto de salario integralb9, fór- 
mula que permite acumular en una sola denominación todas las prestaciones salariales 
causadas a distinto título en el año, salvo las vacaciones pagadas en Colombia y las utilida- 
des en el Perú. El concepto opera, sin embargo, únicamente para trabajadores con un 
salario mayor en diez veces al mínimo legal, en Co10mbia~~; y para los trabajadores que 
perciban una remuneración no menor de dos unidades impositivas tributarias, en el Perú. 

El salario mínimo, otro capítulo importante en la legislación, establece un h t e  a la 
voluntad negociadora de las partes, las cuales no pueden pactar salarios inferiores al mis- 
mo. Ese mínimo tiende a proteger, sobre todo, a los grupos de trabajadores más vulnera- 
bles, establecer un salario socialmente equitativo y determinar un punto de referencia en la 
estructura de los salarios. Como instrumento de política laboral, el salario mínimo ha 
vuelto a ganar interés con el descenso de las tasas de inflación7'. En Nicaragua, por ejem- 
plo, los reajustes dejan de estar vinculados al criterio de satisfacción de las necesidades 
básicas de los trabajadores y sus familias, para ser concebidos más bien como un umbral 
mínimo de ingreso aceptable para un trabajador7'. La cuantía del salario mínimo sigue 
siendo, en todo caso, muy baja en la región73. 

El valor de la prestación se reajustaba según el monto del salario devengado al momento de la 
extinción o en la fecha en que fue devengado el salario. De alií la idea de calificar de otra manera una 
serie de pagos autorizados por el gobierno o acordados por el empleador que eran, en verdad, un 
salario disfrazado. 
Se trata de un salario mensual que reúne todas las prestaciones económicas del empleador. El 
trabajador que opta por esta modalidad no recibe prestaciones legales o extralegales como la cesan- 
tia o las primas de Navidad, sino que todos los conceptos los acumula en un salario mensual 
mejorado. Es decir, el trabajador recibe anticipadamente, mes por mes, junto con su salario ordina- 
rio, todos los demás pagos que le debe el empleador. 
Y deberá incluir una bonificación de por lo menos el 30% del salario tomado como referencia, para 
compensar las prestaciones dejadas de percibir. 
En los años ochenta, las altas tasas de inflación provocaban la protesta de los trabajadores si el 
reajuste era inferior, y el aumento de las mismas si se indexaba. 
Antes de la reforma, el Código señalaba que el salario mínimo debía estar en relación con el costo de la 
subsistencia y con las condiciones y necesidades de las diversas regiones, siendo capaz de asegurar al 
trabajador un mínimo de bienestar compatible con la dignidad humana. Ahora lo define como la 
menor retribución que debe percibir el trabajador por los servicios prestados en una jornada orduiaria 
de trabajo, de modo que asegure la satisfacción de las necesidades básicas y vitales de un jefe de familia. 
"A pesar de que los salarios reales han mejorado durante los noventa, recién recuperan el nivel de co- 
mienzos de los ochenta. En la actualidad, el salario industriai real promedio es un 21% superior al de 
1990, pero sólo un 3% más elevado que el de 1980. Por su parte, el salario mínimo promedio de la región 
es, actualmente, un 8.0% más alto que el de 1990, aunque continúa siendo un 26% inferior al alcanzado 
en 1980". Panorama Laboral 1997 de América Latinay e l  Caribe, No 4, Lima, OIT, 1997. 
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Las escasas reformas legales sobre salario mínirno están centradas en puntos concre- 
tos. En Chile, la reforma de 1978 había establecido un salario mínimo diferente para los 
menores de 21 años y para los mayores de 65; en 1990 se suprimió esta restricción para los 
mayores, pero no así la para los menores, que cuentan con una remuneración mínima 
diferente. En Ecuador, el salario mínimo nacional debe ser revisado ahora semestralmen- 
te y el mínimo por actividad anualmente, y no cada dos años como antes. En República 
Dominicana, las tarifas por actividad económica deben, desde 1991, ser revisadas cada 
dos años. 

Desde otra perspectiva, la reforma venezolana estableció la facultad del Ejecutivo de 
decretar aumentos de salarios en caso de incrementos desproporcionados del costo 
de vida, así como de fijar salarios mínimos obligatorios, regla que plantea algunos proble- 
mas prácticos74. En efecto, según la misma ley, el salario debe ser fijado libremente 
por las partes del contrato individual o del convenio colectivo, respetando el mínirno 
legalmente establecido y, al mismo tiempo, dispone que los aumentos de productividad 
en la empresa y la mejora de la producción causarán un aumento en la rem~neración~~.  
Sin embargo, en la práctica, el principio de autonomía de las partes en la fijación de 
salario queda limitado, por cuanto el trabajador con frecuencia no está en condiciones 
de negociar su salario sino que debe adherirse a las propuestas salariales del empleador, 
no existiendo, por tanto, una verdadera negociación del contrato. 

En Ecuador, el conjunto de las modificaciones en esta materia76 se orienta a corre- 
gir dos distorsiones en materia salarial: por una parte, un injustificado conjunto de 
conceptos y bonificaciones al salario básico obtenidas en negociaciones pasadas, es 
decir la reunificación salarial y, por otra, perfeccionar la institucionalidad referida a 
la determinación de sus reajustes en el tiempo; eso sí, sin establecer un tope en el 
reparto y no ligando el rendimiento al mismo, sino al hecho mismo del trabajo. 

74 Esta medida que otorga por primera vez una base legal a los aumentos por  decreto, 
presenta problemas por su procedimiento, ya que exige la ratificación o la suspensión por 
decisión conjunta de ambas Cámaras o de la Comisión Delegada, pudiendo llevar, incluso, 
a la elaboración de un nuevo decreto (lo que ocurrió apenas entrada en vigencia la ley). 

75 La ley prevé acuerdos de producción y productividad entre la empresa y los trabajadores, 
con incentivos para los participantes, según su contribución. 

7"e introducen medidas que modifican las prácticas relativas a la determinación de los reajustes 
salariales, tales como delunitar el carácter consultivo de las Comisiones, establecer plazos razona- 
bles para la concreción de acuerdos y la eliminación de la indexación de los salarios mínimos a la 
inflación pasada. 
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La nueva normativa sobre el pago de utilidades establece que se destinará a este fin el 
15% de las utilidades líquidas y que su distribución se efectuará destinando diez puntos 
porcentuales a todos los trabajadores en función directa del tiempokabajado en el ejercicio 
y los cinco puntos porcentuales restantes en función del número de cargas familiares77. Al 
respecto, es necesario puntualizar que, en general, los sistemas de reparto de utilidades 
generados por las empresas tienen como objetivo establecer mecanismos de participación 
para los trabajadores en los resultados, lo que constituye, a su vez, una modalidad de 
incentivo para promover un mejor desempeño, por lo que generalmente no constituyen 
renta para efectos tributarios. 

La flexibilidad convencional de la estructura salarial es una práctica creciente, en espe- 
cial en los países con predominio de negociación colectiva a nivel de rama de actividad - 
Argentina, Brasil y Uruguay- aunque aún no ha sido explícitamente recogida en la ley, 
como en el caso de algunos países europeos salvo, quizá, en Argentina, donde en el marco 
de los procedimientos preventivos de crisis, la propia ley prevé la posibilidad de que el 
convenio colectivo establezca la reducción salarial. En general, los Códigos de Trabajo 
vigentes regulan la imposibilidad de modificar el salario acordado en convenio colectivo78, 
permitiéndose únicamente algunas modulaciones relativas, por ejemplo, al pago de ciertos 
beneficios no salariales, o al fraccionamiento de sueldos  complementario^^^. 

La ley argentina por la que se declaró la convertibilidad del australs0 prohibió la 
indexación salarial no justificada por un aumento de productividad y generó una creciente 
intervención administrativa al respecto. En efecto, por decretos' se decidió la no homolo- 
gación de aquellos convenios colectivos, salvo los de empresa, que fijaran aumentos de 
salarios sin financiación asegurada mediante cláusulas destinadas a aumentar la producti- 
vidad. Así, desde 1991 los convenios incluyen sistemáticamente tales cláusulas de produc- 
tividad, pero cuya justificación efectiva es discutible. En la misma línea, en el Pení se 
observa en los contratos colectivos la supresión de cláusulas con fórmulas de indexación 
aunque, en este caso, sin existir una norma legal que lo exija. 

Dentro de la política de estabilización, en un contexto de desindexación salarial y 
de fuerte reducción de la inflación, desde 1994'' diferentes medidas provisionales 

77 Se declaró inconstitucional el tope de US$4,000 por trabajador. 
78 Y en ello se insiste tras la reforma en Colombia y Pení, por ejemplo, que antes de este momento no 

contenían cláusulas normativas en este sentido. 
7"n este sentido, la Ley argentina No 24.467 de 1995, permite la libre disposición, por convenio 

colectivo, del fraccionamiento de los períodos de pago del sueldo complementario, siempre que no 
excedan de tres períodos al año. 
Ley No 23.928, de 1991. 
Decretos N0"332/91 y 470/93. 
Medidas provisonas N0V94, de 1994 y 1593-34, de 1997. Las M. P. (decretos-leyes) son normas 
dictadas en caso de urgente necesidad, con carácter de ley, y que deben ser sometidas en un plazo 
de caducidad de 30 días a la tramitación urgente de ley 
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otorgan en Brasil un papel esencial a los convenios colectivos en la nueva estrategia de 
fijación de las remuneraciones. Primero se obligó a las empresas a negociar sobre la parti- 
cipación en los beneficios, o sobre otro tipo de resultado, lo cual, sumado a la exención de 
pagar contribuciones patronales sobre dichas cantidades, intentaba garantizar un descen- 
so de los costos laborales y convertir a dicha participación en un componente variable de 
la remuneración. Luego se otorgó un papel central al sindicato de la categoría respectiva. 
No obstante en la práctica, y en cuanto dichas normas no establecen sanciones ni plazos 
para su cumplimiento, éstas no han sido aplicadas en todas las empresas. 

La mayoría de las reformas latinoamericanas tienden a garantizar la inembargabilidad 
del salario (Colombia, El Salvador) o a delimitar la preferencia de los créditos laborales 
(Nicaragua, República Dominicana, Venezuela), tema central por el elevado riesgo de 
quiebra y suspensión o demora de pagos en el contexto económico actual, pero la aplica- 
ción práctica de estas normas es poco satisfactoria. En un sentido diferente (desregulador), 
en Argentina, la apertura del concurso preventivo por parte de la empresa deja sin efecto 
a los convenios colectivos vigentes por un plazo máximo de tres años, permite la resolu- 
ción automática de los contratos de trabajo, genera la irresponsabilidad laboral de las 
obligaciones laborales del quebrado y autoriza la renuncia del trabajador individual al 
privilegio que sus créditos tienen en caso de quiebra o concurso. 

b) Los costos laborales no salariales 

En el transcurso de la década pasada, los costos laborales no salariales (~lns)'~ se redu- 
jeron en muchos países. Ello tuvo una doble finalidad. Por una parte, abaratar el costo 
laboral total y, por esa vía, incrementar la competitividad de las empresas. Por otra, fo- 
mentar una mayor creación de empleo asalariado al abaratar los costos de contratación. 

Así, en Argentina, el c h  equivalía en 1980 al 74% del salario bruto; porcentaje 
que se redujo al 72% en 1990 y al 62% en 1998. Además, la contratación de asalaria- 

Costo laboral no salarial constituido por los aportes del trabajador más las contribuciones del 
empleador para financiar prestaciones sociales, formación profesional, etc. 



48 L A  R E F O R M A  L A B O R A L  E N  A M E R I C A  L A T I N A  

dos temporales fue fomentada mediante, entre otras medidas, la exoneración de diferen- 
tes contribuciones patronales, por lo que en 1998 el clns de este tipo de trabajadores equi- 
valía, en promedio, al 31% del salario bruto por ellos percibido (que, en general, es tam- 
bién inferior al salario promedio de los asalariados con contrato indefinido). 

En Brasil, el clns de los trabajadores con contrato indefuiido se mantiene en torno al 
67% sobre el salario bruto. Sin embargo, ese porcentaje se reduce al 37% en el caso de los 
asalariados temporales (1998). 

En Chile, tras la reforma laboral realizada por el gobierno militar en la década de los 
ochenta, el ch se redujo a un monto equivalente al 59% del salario bruto. En México, 
donde no se ha reformado la legislación laboral, el clns se mantuvo también durante la 
década de los noventa en una cifra equivalente al 53% del salario bruto. 

Al contrario que en todos estos países, en el Perú el c h  aumentó de un 73% sobre el 
salario bruto en 1990 al 82% en 1994, para reducirse a un 77% en 1998. 

En Colombia, el clns también aumentó tras la aprobación de la Ley No 50 en 1991, al 
pasar del 47% sobre el salario bruto en 1988 al 61% en 1998. Sin embargo, y como ya se 
señaló anteriormente, la introducción por dicha ley del salario integral para quienes gana- 
ban más de diez salarios mínimos, salario integral en el cual está incluida toda contribu- 
ción (salvo las vacaciones) por parte del empleador, lo que hace que en la práctica el 
aumento del clns antes mencionado no tenga mayor relevancia. 

Sin embargo, la reducción del clns descansó casi exclusivamente en una reducción de 
las alícuotas que, como porcentaje del salario bruto, se aplican para establecer la contribu- 
ción del empleador a la financiación de las prestaciones sociales, a la formación profesio- 
nal y a otros rubros que redunden en beneficio del trabajador y de la empresa. Los aportes 
del trabajador, por el contrario, o se mantuvieron o se incrementaron debido al cambio en 
los sistemas de pensiones hacia la capitalización individual; capitalización que está a cargo 
exclusivamente del trabajad~r*~. 

Así, los aportes del trabajador aumentaron tanto en Argentina (14% del salario 
bruto en 1980, 16% en 1990 y 17% en 1998), como en Colombia (7.4% tras la 
promulgación de la Ley No 50 de 1991) y Perú (6% en 1990, 19% en 1994 y 11% en 
1998), mientras que las contribuciones de los empleadores se redujeron en la mayo- 

84 En un sentido estricto, los aportes del trabajador no incrementan el costo laboral, ya que están 
incluidos en el salario bruto que el asalariado percibe, de modo tal que el costo laboral está forma- 
do por dicho salario más las contribuciones de los empleadores. Sin embargo, en este análisis los 
hemos considerado como parte del costo laboral (con lo que el salario percibido por el trabajador 
pasaría a ser considerado como salario neto, tras descontar dichos aportes del salario bruto), a 
efectos de mostrar la diferente evolución durante la pasada década de los aportes del trabajador y 
las contribuciones del empleador. 
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ría de los países en los que se reformó la legislación laborala5: Argentina (60% sobre el 
salario bruto en 1980, 56% en 1990 y 45% en 1998) y Perú (67% en 1990, 63% en 
1994 y 62% en 1998). En Chile ya se había reducido en la década de los ochenta a un 
38% sobre el salario bruto. En los países en los que no se reformó la legislación, las contri- 
buciones se han mantenido estables durante la pasada década (Brasil: 58%; México: 48%). 

4. La legislación del trabajo y la pequeña empresa 

En la legislación ha prevalecido un tratamiento uniforme de las relaciones laborales, 
sin excluir, por ello, algunos regímenes especiales. La igualdad de las condiciones de traba- 
jo, en sentido amplio, es un imperativo que interesa al trabajador y es, al propio tiempo, un 
elemento regulador de la competencia comercial. 

Algunas excepciones en función del tamaño de la empresa aparecen en los primeros 
códigos de la región -sin dejar de plantear dificultades jurídicas y económicas- pero otras 
han desaparecido, inclusive en las reformas recientes. En Colombia, por ejemplo, se ex- 
cluía del pago del auxilio de cesantía a "los artesanos que, trabajando personalmente en su 
establecimiento, no ocuparan más de cinco trabajadores permanente extraños a su fami- 
lia". Esa disposición fue derogada en 1990, pues prevaleció la idea de la protección a los 
trabajadores de los microemprendimientos y de su no discriminación. 

De todos modos, subsiste un conjunto de normas sobre turnos, ascensos, suspensio- 
nes, etc., sólo aplicables a relaciones laborales plurales, enmarcadas en una empresa o en 
un centro de trabajo, y algunos beneficios sociales, o el tratamiento de los despidos colec- 
tivos, o de la actividad sindical (número de representantes con fuero) también son regula- 
dos a veces según el criterio del tipo de empresa. 

Hoy en día hay una tendencia a suprimir disposiciones inadecuadas para las pe- 
queñas y medianas empresas, o a reemplazarlas por otras que aligeren los trámites 
 administrativo^^^. De hecho, algunas normas de la OIT permiten hacer exclusiones o 
excepciones relativas a estas empresasa7. Tales simplificaciones no deben afectar, sin 

85 LOS siguientes porcentajes sobre el salario bruto son los que se aplican en el caso de asalariados 
estables o con contratos de duración indefinida. Ya se ha señalado que estos porcentajes son 
menores en el caso de los asalariados con contrato temporal. 

86 OIT: Fomento de laspeqzieñas y medianas empresas. Informe VI a la 72" reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo, Ginebra, 1986. En  el mismo sentido, la Recomendación aprobada en la 
86" reunión de la CIT (1998) sobre el fomento de empleo en las pequeñas y medianas empresas 
(párrafo 5 (h)) se establece la necesidad de eliminar requisitos administrativos que desincentiven la 
contratación de personal e impidan el desarrollo de las PYME. 

87 Por ejemplo, el Convenio sobre terminación de la relación de trabajo, 1982 (N0 158) dispone 
dichas excepciones (de todo el Convenio o de algunas disposiciones) en relación a ciertas catego- 
rías respecto a las que se plantean problemas que revisten cierta importancia, especialmente en 
consideración al tamaño de la empresa que les emplea. 
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embargo, las garantías minimas de los trabajadores, sobre todo si se considera que una 
diferenciación basada sólo en el número de trabajadores de una empresa puede llevar a 
simplificaciones evidentes y contraproducentes. Por lo demás, es difícil apreciar el impacto 
de una legislación que haga diferenciaciones de esta naturaleza en favor de la pequeña em- 
presa, por la ausencia de datos específicos y claramente desagregados por tipo de empresa. 

En países como Argentina, Brasil o Perú se han adoptado leyes o conjuntos de nor- 
mas dedicados a regular las relaciones en la pequeña empresa. Sin embargo, la mayoría de 
las referencias legales en la región aparecen más bien dispersas en leyes generales o están 
implícitas en disposiciones de los Códigos de Trabajo. 

La definición de la pequeña empresa, a efectos laborales, no siempre existe o no es 
evidente y, en todo caso, no es uniforme en la región y mucho menos respecto de países 
de otras regiones, aunque tiene una gran importancia práctica, pues el número de trabaja- 
dores de las empresas de pequeña entidad (menos de 20 trabajadores) representa el núcleo 
fundamental de la población económicamente activa (PEA). En este sentido, la ley argen- 
tina considera pequeña a la empresa que no supere los 40 trabajadores y cuya facturación 
anual sea inferior a la determinada por la Comisión Especial de Seguimientoss. Brasil no la 
define, sino que se limita a regular en diferentes ámbitos a las micro y pequeñas empre- 
sassg. En el Perú, algunas de las normas de la ley de productividad y competitividad están 
orientadas a fomentar el establecimiento de pequeñas empresas. 

Sin embargo, el campo de aplicación de algunas disposiciones está determinado por el 
número de trabajadores o por el capital de la empresa, en clara referencia a las de menor 
tamaño, aunque con criterios disímiles. En Argentina, la regulación de empresas en crisis 
se aplica únicamente a las de más de 50 trabajadores". En Colombia, el registro de traba- 
jadores es necesario en las empresas con cinco o más trabajadores permanentes"'. En 
otros países, la aplicación de la ley está determinada por el capital de la empresa (es el caso 
de Bolivia, para los trabajadores de hoteles e industrias gráficas) o por la propia naturaleza 
del negocio (como en el caso de Colombia, respecto de la regulación de determinados 
sectores típicamente artesanales o de pequeña entidad -peluquerías, floristerías, panade- 
rías, fondas, etc.- la cual, indirectamente, queda reservada en la práctica para la pequeña 
industria o comercio). 

El régimen laboral de la pequeña empresa tampoco presenta un carácter homogé- 
neo en la región y es incipiente. Algunas reformas establecen reglas particulares so- 
bre condiciones de trabajo, en especial sobre jornadas y remuneración, más dúctiles 
y menos onerosas para el empleador. En particular, en Argentina, la ley no sólo 

Ley No 24.467, de 1995. 
R9 Ley No 8.864 del 28 de marzo de 1994. 

Decreto No 2072/94 del 25 de noviembre. 
Código de Trabajo. 
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facilita el sistema de inscripción y registro para las pequeñas empresas, sino que, también, 
permite en ellas el uso de los contratos temporales sin la habilitación u homologación 
previa por convenio colectivo, la cual mantiene como una exigencia de carácter general (la 
nueva regulación del período de prueba aporta nuevas perspectivas, -ver szpra-). Con rela- 
ción a las condiciones de trabajo, permite modificar por convenio colectivo las formalida- 
des, requisitos, avisos y oportunidad de la licencia anual ordinaria, bajo ciertas condicio- 
nes, lo cual abre un margen casi ilimitado a la flexibilización en esta materia. La ley brasi- 
leña, a su vez, aun manteniendo la obligación de la empresa de controlar los períodos de 
licencia de sus empleados se orienta, sin embargo, en el mismo sentido, al liberar a los 
negocios menores de la obligación de comunicar a la autoridad la fecha de inicio y fin de 
las vacaciones". 

La simplificación de los procedimientos de despido es otro objetivo posible de las 
reformas, con el argumento de que las pequeñas empresas requieren de mayores facilida- 
des de contratación. En varios países, las disposiciones generales relativas a la terminación 
de la relación de trabajo no se aplican a las pequeñas empresas, por razones históricas, de 
flexibilidad y/o de simplificación". En América Latina hay algunos ejemplos en este sen- 
tido, pero ninguno exceptúa a las pequeñas empresas de las normas sobre despido, sino 
que están centradas, en general, en los efectos de la terminación y, sobre todo, en las 
indemnizacionesW4. 

En Colombia se establece una indemnización reducida por despido para las empresas 
con patrimonio líquido gravable inferior a mil salarios minimos, pero allí, como también 
en Brasil y Perú, las pequeñas empresas están sometidas al régimen general. Por otra parte, 
en Venezuela y en el Perú se ha limitado expresamente e1 derecho al reintegro de los 
trabajadores de tales empresas o de ciertas de ellas: según la ley venezolana, los patronos 
que ocupen menos de diez trabajadores no están obligados al reenganche, aunque sí a las 
prestaciones debidas; por su parte, la ley peruana permite a los trabajadores de empresas 
de no más de 20 operarios reclamar el pago de su indemnización pero no la reposición en 
la empresa. 

De modo similar, la ley mexicana exime tácitamente al empleador de reinstalar 
al trabajador si prueba ante la instancia correspondiente (Junta de Conciliación y Arbi- 
traje) que éste "por razón del trabajo que desempeña o por las características de sus 
labores, está en contacto directo y permanente con él", situación que es propia de las 

" Ley No 8.864. 
" OIT, Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones. Estudiogeneralsobre la 

proteccidn contra eldespido injustzzcado, párrafo 69. Conferencia Internacional del Trabajo, 82Veunión, 
Ginebra, 1995. 

94 En materia de procedimientos, la Ley argentina No 24.467, de forma suigeneris en la región, estable- 
ce un plazo de preaviso específico de un mes a computar desde el día siguiente a la comunicación, 
disposición que responde a la idea de simplificación que se prevé para estas empresas. 
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pequeñas empresas, que se caracterizan por relaciones de trabajo casi familiares. En 
Panamá, el Código de Trabajo no considera obligatoria la reintegración para los trabaja- 
dores de pequeñas empresas (es decir, las agrícolas de diez o menos trabajadores, 
agroindustriales de 20 o menos y manufactureras de 15 o menos), así como a los estable- 
cimientos de venta al por menor y empresas de servicios con cinco o menos trabajadores, 
salvo que se trate de establecimientos financieros, de seguros y bienes raíces; estos límites 
también operan para la causalidad del despido, pudiendo estas pequeñas empresas, por vía 
de excepción, realizarlo sin necesidad de justificación. Si bien en Colombia existían nor- 
mas similares, en la actualidad, salvo la aplicación transitoria del régimen tradicional, la 
derogación de la reintegración, en todo caso, elirnina cualquier particularidad. 

B. Principales modificaciones de las relaciones colectivas de trabajo 

El derecho del trabajo tiene como fin -ver mpa- la construcción y el sostenimiento del 
sistema de relaciones laborales, en particular, regulando las relaciones de los representan- 
tes colectivos de empresarios y trabajadores para definir los términos y las condiciones de 
los contratos de prestación de servicios. Esta regulación se orienta no sólo a compensar la 
debilidad contractual del trabajador (siendo por ello una regulación de niveles y condicio- 
nes mínimas), sino a facilitar la disposición de la fuerza de trabajo como recurso produc- 
tivo; es decir, utilizar el factor trabajo por parte de las empresas en condiciones adecuadas 
de eficiencia. 

El reconocimiento de los distintos elementos del sistema de relaciones laborales -el 
sindicato y la asociación empresarial, el convenio colectivo, la huelga y las medidas de 
conflicto- es un paso sine qga non de la formación del derecho del trabajo. De hecho, no 
puede concebirse esta disciplina jurídica sin una articulación específica del sistema de 
relaciones laborales. Todos los elementos orgánicos y funcionales de este sistema apare- 
cen reconocidos como parte integrante del propio proyecto de Estado y no puede com- 
prenderse en la actualidad un Estado social de derecho sin que exista libertad sindical, 
derecho a la negociación colectiva y la facultad de ejercer medidas de conflicto. 

Las relaciones colectivas de trabajo requieren, por tanto, de condiciones mínimas 
que van desde un cierto grado de organización social hasta un clima de libertades 
públicas. Este mínimo ha sido, sin embargo, difícil de alcanzar de manera uniforme 
en América Latina debido a numerosas vicisitudes, lo que, sin duda, ha generado un 



R E F O R M A  L A B O R A L  E N  A M E R I C A  L A T I N A  53 

clima de inestabilidad social que dificulta la solidez de un sistema estable de relaciones 
de trabajo. 

Constatando esta situación y con respecto a América Latina en la región, Weller señala 
que se ha registrado un descenso del nivel de sindicalización por efecto de varios factores, 
entre los que se puede mencionar los siguientes: a) la represión contra e1 movimiento 
sindical durante los períodos de dictaduras militares y la crisis económica de los años 
ochenta, que redujeron la afiliación a los sindicatos; b) los cambios de la legislación, que 
redujeron el campo de acción sindical; c) la deslegitimización que han sufrido ciertos 
sindicatos por sus estrechos vínculos con partidos políticos y por prácticas poco transpa- 
rentes; d) la vigente orientación de los sindicatos en varios países de dirigir sus reivindica- 
ciones sólo al Estado y no a los empresarios también, actitud crecientemente obsoleta en 
el contexto de la nueva modalidad de desarrollo; e) la reorganización de la estructura 
productiva, que aumenta el peso de la pequeña y mediana empresa donde la organización 
sindical es más difícil y aumenta el papel de ocupaciones que no corresponden a la pauta 
tradicional de la membresía sindtcal (profesional y técnicos administrativos, etc.); f )  la 
reducción del empleo público donde, en algunos casos, los niveles de sindicalización eran 
elevados". 

A pesar de esas limitaciones, continúa el autor, se ha planteado que una moderniza- 
ción de las relaciones laborales acorde con las nuevas condiciones económicas requiere un 
refuerzo de la capacidad de los trabajadores para la negociación colectiva y una menor 
injerencia del Estado en la definición de las condiciones de trabajo. No obstante, en su 
opinión, habría que tener presente que una gran parte de los ocupados no trabaja en 
empresas de un tamaño mínimo que permitiría la organización de los trabajadores y la 
eficiente representación de sus intereses. A ello contribuyen los procesos de subcontratación, 
tanto de actividades complementarias, como de segmentos del proceso productivo como 
tal, donde las relaciones laborales son muy diferentes para los trabajadores de las empre- 
sas "núcleo" y los trabajadores de otras empresas de la red productiva. A pesar de las 
dificultades anotadas concluye que "... la futura institucionalidad laboral aparentemente se 
basaría en una eficiente combinación de instrumentos de negociación colectiva y de regu- 
lación pública"". 

A lo anterior debe añadirse que, en los últimos doce años, todos los países se han 
visto enfrentados a políticas de ajuste económico, de privatización de empresas públi- 
cas y de apertura de las economías, así como a diferentes procesos (en mayor o menor 
medda) de integración regional. Estos nuevos factores ha despertado el debate sobre la 
regulación de las relaciones laborales, empleando la ley como fuente casi única de la 

" Cfr. Weller, Jürgen, Transformaciones de la institucionaliddd laboral, en: Reformas económicas, crecimiento y 
empleo. Los mercados de trabajo en América Latina y e l  Caribe (CEPAL); Santiago de Chile, 2000, 
pág. 35. 

" Weller, Jürgen, Los retos de la institucionalidad laboral.., Op.Cit., pág. 36. 
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reglamentación del sistema de relaciones laborales. Muestra clara de esta tendencia es la 
llamada disponibilidad colectiva en Argentina, que la norma establece como único meca- 
nismo validante de la flexibilización (renuncia o rebaja de derechos) de las condiciones 
reguladas por los ordenamientos laborales. No obstante, junto a este proceso existen tam- 
bién tendencias (caso argentino y brasileño) a generar una regulación conjunta de la flexi- 
bilidad, promoviendo la negociación colectiva como medio de garantizar una flexibilidad 
pactada. 

El desarrollo legislativo de las relaciones colectivas en la región ha estado, así, situado 
entre las ideas de la autonomía colectiva y las tendencias a la intervención y el control por 
parte del Estado, aunque, en general, la reforma se ha generado a través de una regulación 
unilateral del Gobierno, impuesta a través de la ley. El resultado ha sido una normativa 
detallada, salvo en Uruguay, donde las relaciones laborales, incluso la flexibilización, se ha 
desenvuelto a través de la negociación colectiva voluntaria, la imposición unilateral del 
empleador o por imperio de los hechos". 

En cuanto al contenido de la reforma, la generalización de regímenes democráticos en 
la región en las dos últimas décadas, así como la elevada tasa de ratificación de los Conve- 
nios N0%7 y 98 de la OIT sobre libertad sindical y protección del derecho de sindicación 
y sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, respectivamente", segura- 
mente han contribuido a que se produzca una serie de revisiones en esta materia en doce 
países de la regióng9, aun cuando la completa armonización con los convenios en cuestión 
sigue siendo una meta pendiente de alcanzar en algunos países'OO. Por otro lado, las obser- 
vaciones de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones en 
relación a ambos Convenios siguen siendo amplias y las quejas ante el Comité de Libertad , 
Sindical siguen manteniendo un índice de constante crecimiento, lo que demuestra la 
existencia de numerosas dificultades en esta materia. 

Es necesario, por último, señalar que las relaciones colectivas y los derechos que las 
sustentan son parte del entramado de los derechos fundamentales laborales, reconocidos 
como indispensables en numerosos tratados internacionales. De hecho, hoy constituyen 
un mínimo imprescindible para desarrollar acuerdos comerciales y obran como referencia 
y exponente del equilibrio en el ámbito del comercio internacional. 

" Cfr. Rosenbaum Rimolo, J. Tendenciaosy contenidoos de la negociación colectiva en e l  Cono Stlr de América 
W n a .  OIT, Lima, 2001'. 
Para julio del 2001, el Convenio No 87 había sido ratificado por 18 Estados Miembros de la región, 
y el No 98 por 17. 
Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Venezuela. 

I W  El caso de Chile resulta revelador. La reciente ratificación de los Convenios Nos 887 y 98 no ha 
supuesto la paralela puesta en consonancia de la legislación nacional. 
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Como se demuestra en el informe anual "Su voz en el trabajont0', el respeto a los 
derechos de libertad sindical y negociación colectiva puede realzar los logros de una em- 
presa al facilitar la innovación y la flexibilidad de la producción y de la organización, 
siendo, además, instrumentos de lucha contra la pobreza y de solución de los problemas 
de distribución que amenazan la estabilidad social. De hecho, los países con mejor desa- 
rrollo de los sistemas de relaciones laborales presentan mejores resultados en materia de 
empleo y mejores resultados globales econórni~os'~~. 

1. Libertad sindical 

El derecho laboral postula la libertad de organización de trabajadores o de empleadores 
para promover y defender sus intereses, así como la libertad de sus organizaciones para 
dotarse de un estatuto, elegir sus autoridades, estructurar y formular un programa de 
acción, sin injerencia estatal ni de otra organización dentro del respeto de la legalidad y 
con el goce de suficientes garantías. La idea de base es que las asociaciones fuertes y 
autónomas son indispensables para un adecuado sistema de relaciones colectivas de tra- 
bajo. Sólo así pueden los trabajadores recuperar la posibilidad de dialogar con el empleador 
y éste disponer de un interlocutor válido para examinar las condiciones de trabajo y, úni- 
camente sobre esa base, puede el Estado colocarse en posición de realizar una auténtica 
concertación y promover el diálogo social. De ailí las garantías que deben darse a los 
interesados para constituir y poner en marcha sus organizaciones. 

La libertad sindical pasa, así, por la garantía de la existencia de organizaciones libres e 
independientes, que son el sustento para que un gobierno pueda afrontar los problemas 
económicos y sociales, y resolverlos de la mejor manera en interés de los trabajadores y del 
entramado social. 

Las recientes reformas apuntan, en general y formalmente, a robustecer el derecho 
sindical, bien sea por evolución de la legislación o, como en el caso de Chile, por un 
intento de restaurar el régimen anterior, que aún está a medio camino. 

Caso excepcional en la región es, sin duda, el planteado en Venezuela tras la adopción 
de la Constitución de 1999 en la que los artículos 95 y 293, respectivamente, establecen 
disposiciones de injerencia en la gestión de los sindicatos, en sus elecciones y en el manejo 
libre de sus fondos. Otras normas emitidas desde entonces transitan en la misma vía de 
injerencia. 

Además de la supresión de normas restrictivas del derecho de asociación (caso de 
E1 Salvador), algunas reformas tienden a facilitar el ejercicio de ese derecho, sea a 

'O' Informe global, con arreglo al seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a los principios y 
derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento. OIT, CIT 2000. 

'O2 Ver Auer, P, Eeoyment revival in Europe: labour nzarket success in Austria, Denmark, Ireland and tbe 
Netberlands (OIT, Ginebra, 2000). 
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través de la reducción del número mínimo de miembros requerido para constituir un 
sindicato (l31 Salvador, Panamá), o por la simplificación del trámite de inscripción del 
mismo y la obtención de la personalidad jurídica, hasta llegar a consagrar la fórmula de la 
inscripción de pleno derecho en caso de silencio administrativo y sin intervención admi- 
nistrativa (Colombia, El Salvador, Panamá y Paraguay). Otras reformas extienden el dere- 
cho de sindicación a nuevas categorías de trabajadores (agricultores, en El Salvador; fun- 
cionarios públicos, en Chile, Nicaragua, Panamá), o facilitan la constitución de sindicatos 
de empresa, o de trabajadores eventuales o transitorios, o independientes (Perú), o por rama 
de actividad (Chile), trabajadores extranjeros (Panamá y, en cierta medida, Colombia) o 
bien de federaciones y confederaciones (Chile, El Salvador). Asimismo, la reciente refor- 
ma colombiana de la Ley No 584 establece derogaciones que eliminan el control de la 
gestión interna de los sindicatos. 

La institución del "fuero sindical", es decir, la protección especial de inamovihdad que 
se da al trabajador investido de responsabilidades sindicales, salvo en caso de causa justifi- 
cada de despido por falta grave, ha sido establecida o ampliada en diversos países (Colombia, 
Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Panamá, Paraguay, República Dominicana, Venezuela), 
incluyendo la legislación de Costa Rica, normas de protección del sindicato contra accio- 
nes antisindicales y, específicamente, con relación a las asociaciones solidaristaslo3. En 
general, la ley venezolana ( L O 3  contiene ahora una protección sindical más detallada y, 
con ocasión de la reforma anterior a la nueva Constitución, se suprimió la posibhdad de 
la disolución administrativa del sindicato. 

No obstante, los efectos prácticos distan de los objetivos. Las organizaciones sin- 
dicales son en numerosos países más débiles y ostentan bajos índices de afiliación. 
?Es esta situación directa de la reforma? Resulta difícil aclarar este efecto un tanto 
regresivo hacia una reforma progresista. Lo cierto es que las reformas se encuadran 
en un contexto de fortalecimiento de las relaciones laborales a nivel de empresa, lo 
que en países donde el promedio de las PYME es muy elevado suponen un decreci- 
miento importante del papel de las organizaciones sindicales sectoriales y, por tanto, 
una limitación de la incorporación de los trabajadores a la estructura sindical. En 
efecto, el número mínimo para constituir sindicatos (20 en promedio), si bien la 
atomización, dificulta la incorporación de los trabajadores a una organización, al no 

'O3 En 1993 se prohibió cierto número de prácticas antisindicales, sancionándolas con la nulidad abso- 
luta y se introdujo el fuero sindical en favor de los fundadores de un sindicato y de los dirigentes 
sindicales, quienes hasta entonces carecían de protección contra el despido injustificado. Asimis- 
mo, se redujo el número de trabajadores necesarios para constituir un sindicato y se prohibió que el 
empresario pacte convenios colectivos con grupos de trabajadores no sindicalizados en los casos 
en que hubiese un sindicato en la empresa. 
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existir en la práctica (y de forma indirecta al limitarse en la legi~lación'~~) sindicatos de 
industria. 

Otra asignatura pendiente está representada por la sindicalización en el sector público, 
en general ignorado en la ley, poco desarrollada o con limitaciones prácticas que dificultan 
de forma práctica su desenvolvimiento (es el caso de Bolivia, Colombia, el Salvador o 
Paraguay). 

Respecto a las asociaciones y organizaciones de empleadores, no se observa, en gene- 
ral, regulaciones detalladas. 

2. Negociaciones colectivas 

En materia de negociaciones colectivas, la idea central del derecho del trabajo ha sido 
favorecer que los trabajadores organizados puedan dialogar con sus empleadores o sus 
organizaciones y, como resultado de esas conversaciones, lleguen a acuerdos o convenios 
colectivos mediante los cuales definan las condiciones de trabajo y regulen las relaciones 
entre ellos. 

Una serie de conceptos y normas han sido ideados y establecidos para facilitar esas 
conversaciones a diversos niveles (obligación del empleador de negociar de buena fe pro- 
cedimientos de negociación, etc.), proteger temporalmente a los trabajadores contra even- 
tuales represalias, definir los efectos de los acuerdos y prever un sistema de publicidad de 
los mismos. Su inclusión, en diverso grado, es común en las legislaciones de América 
Latina. 

En este contexto, la regulación sobre este tema se ha visto también renovada y, en 
algunos casos, fue fruto de consensos y acuerdos entre gobiernos, trabajadores y 
empleadores (Argentina, por ejemplo). 

'O4 De hecho, por ejemplo en Colombia, no se regula el procedimiento de negociación colectiva secto- 
rial y en el Perú se define por ley la preeminencia de la negociación por empresa. 
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En otros casos, los intentos de reforma, como en Ecuador ("Ley Trolebús 2) incluían 
temas tales como el Pacto Libre de Contrato Colectivo de Trabajo o algunos aspectos de 
las providencias de seguridad en caso de huelga y servicios mínimos que hubieran podido 
afectar el desarrollo de la libertad sindical. No obstante, la solución de inconstitucionalidad 
de la mayor parte de los artículos propuestos resolvió parte de las dudas. 

Las reformas en este campo cubren esencialmente algunos de los siguientes aspectos, 
principalmente: desarrollo de la negociación colectiva, la homologación, y la flexibilización 
de las relaciones individuales de trabajo a través de la negociación. 

Varias reformas (Chile, República Dominicana, Venezuela -LOT-) tienden a favorecer 
el desarrollo de la negociación colectiva, bien sea mediante la extensión del número de 
materias sobre las que pueden versar (Panamá y Perú), o de su ámbito, incluida la función 
pública (Argentina, Paraguay, Venezuela), o del mayor radio acordado a las llamadas "ne- 
gociaciones no reguladas" (Chile). 

En el mismo sentido se reafirma, en un caso (Chile), el valor de la convención colec- 
tiva, al restablecer el principio de que sus cláusulas prevalecen sobre las del contrato indi- 
vidual. 

En otro ámbito y completando las sucesivas reformas, la reciente Ley No 25.250 en 
Argentina limita la ultractividad de las negociaciones colectivas, estableciendo en defecto 
de especificación dos años la duración de los convenios. 

Además, se ha tratado de consolidar la negociación colectiva como una actividad sin- 
dical, al prohibir en varios países que los grupos de trabajadores puedan contratar colecti- 
vamente cuando existe de por medio un sindicato (Costa Rica, El Salvador). En el Perú, 
Ecuador y Colombia, en cambio, la ley permite los acuerdos colectivos con trabajadores 
no sindicalizados y, en este último país, los pactos colectivos (acuerdos sin participación 
sindical) han aumentado desde 1990 en alrededor de un 10°/o del total y los convenios 
colectivos han mermado proporcionalmente. 

En lo que pudieran considerarse, en cambio, disposiciones que dificultan la cele- 
bración de convenios, colectivos, Argentina mantiene, como se mencionó, con dos 
nuevos criterios, el mecanismo de la homologación de la convención colectiva, me- 
diante el cual la autoridad administrativa del trabajo aprecia la legalidad del conteni- 
do de la convención colectiva y le da curso a la inscripción oficial de la misma, 
requisito necesario para su entrada en vigencia. El primero de esos criterios es que la 
convención colectiva no contenga cláusulas de indexación de salarios no justificada 
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por un aumento de productividad, por ser contrarias a la política monetaria del país'O5; el 
segundo, la obligatoriedad de incluir cláusulas para regular las relaciones en las pequeñas 
empresas, salvo que se acredite la existencia de un convenio colectivo específico para 
éstas. Además, la ley hace intervenir a la autoridad administrativa en la renovación del 
convenio colectivo para la pequeña empresa, pues le crea la facultad de convocar a las 
partes a la negociación. 

Algunas reformas acentúan el papel de la negociación colectiva para regular el contra- 
to de trabajo, inclusive con cláusulas que alteran el esquema mínimo legal o disminuyan 
los beneficios de los trabajadores. De esta manera, la negociación colectiva puede facilitar 
el recurso a los contratos por tiempo determinado o regular la jornada ordinaria de traba- 
jo y el trabajo en horas tradicionalmente consideradas extraordinarias, mediante la crea- 
ción de un banco de horas (Brasil), o vincular el salario a la productividad (Panamá, 
Venezuela), o bien "actualizar" los beneficios de los trabajadores en función de la realidad 
de la empresa, para sustituir beneficios, renovar o revisar la convención colectiva 
(Panamá, Paraguay), eventualmente con reducción de beneficios (Venezuela). 

De igual manera, y como se señaló, aun cuando en toda la región se admite en princi- 
pio la pluralidad de niveles de negociación, la ausencia de procedimientos para la negocia- 
ción por rama de actividad en la mayoría de los países obviamente la dificulta (véase el 
caso de Bolivia o Colombia). En Venezuela, dicho procedimiento sigue siendo complejo, 
pero al menos ha sido desligado del arbitraje en caso de desacuerdo y ahora es posible que 
los sindicatos insatisfechos recurran a la huelga. 

Varios países (Perú, por ejemplo) han tomado partido por la negociación a nivel de 
empresa; de la misma manera parece obrar la nueva regulación argentina. La ley argentina, 
según se indicó anteriormente, promueve la descentralización de la negociación colectiva 
y su adaptación a la pequeña empresa, con normas llamadas "de disponibilidad colectiva", 
según las cuales es posible, por cláusula del contrato colectivo, "habilitar" al empleador 
para contratar trabajadores por tiempo determinado bajo ciertas modalidades, sin necesi- 
dad de que el contrato colectivo tenga que ser homologado a este respecto; alterar el régi- 
men legal de licencia anual ordinaria, fraccionar los períodos de pago del sueldo anual 
complementario y modificar el régimen de extinción del contrato de trabajo, así como re- 
defuiir los puestos de trabajo correspondientes a las categorías determinadas en los con- 
tratos colectivos de trabajo y modificar regulaciones colectivas o estatutarias aplicables en 
caso de reestructuración de las plantas por razones tecnológicas, organizativas o de mer- 
cado. Al propio tiempo, consagra la intangibilidad del convenio de la pequeña empresa 
respecto de convenios de otros ámbitos, que no pueden modificarlo durante el plazo de su 
vigencia. La reciente Ley No 25.250 admite, en el caso de la negociación de empresa y si la 

'O5 Ver szpra, pág. 23. 
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representación de los trabajadores tuviere un ámbito, superior a ella, que la unidad de 
negociación se integre también con los delegados de personal o los miembros de la comi- 
sión interna. Además, en ella, la determinación del ámbito de la negociación queda atri- 
buido directamente a los sindicatos y organizaciones de empleadores a quienes incumba, 
quedando la legitimación en manos del sindicato con personería gremial en el ámbito de 
que se trate. 

El nivel de la empresa tiene sus ventajas y sus límites, por la propia cercanía del 
empleador. El sindicato puede sentirse más cómodo, pero puede también tropezar con 
serias dificultades, con riesgos específicos de conflictos o, a la inversa, de ser controlado 
por el empleador. A su vez, para los trabajadores, el ejercicio efectivo del derecho de 
asociación puede ser más difícil a ese nivel que en otros ámbitos, aunque, por otra parte, 
tienen allí más facilidades de entrar en comunicación unos con otros. Además, la negocia- 
ción de empresa tiene virtudes particulares para regular con propiedad las condiciones de 
trabajo en función de la realidad de la empresa y las necesidades de los trabajadores; pero, 
al mismo tiempo, su poder de uniformación de dichas condiciones de trabajo es necesa- 
riamente menor que el de una negociación por rama106. 

3. Conflictos y prevención o solución de conflictos 

Uno de los aportes históricos más relevantes del derecho del trabajo ha sido las insti- 
tuciones relativas a los conflictos laborales las cuales, a su vez, se han ido adecuando a la 
evolución de las relaciones de trabajo. Esas instituciones parten del supuesto de que el 
coqfiicto es un elemento de las relaciones de trabajo y, como tal, requiere un cauce apro- 
piado para la expresión de las respectivas posiciones de empleadores y de trabajadores, 
capaz de favorecer el diálogo y alejar los conflictos y de crear, inclusive, un ambiente 
cooperativo entre ambos. El entorno de las relaciones colectivas de trabajo debe ser de 
libertad para la acción de los interlocutores sociales. Al Estado le corresponde un papel de 
promotor y, al mismo tiempo, de defensor de los intereses de la sociedad, de forma que las 
relaciones colectivas se desenvuelvan dentro de la legalidad y que no sean afectados los 
servicios esenciales, entendidos en sentido estricto. 

Las legislaciones de América Latina se han caracterizado por dar al gobierno un 
marcado papel intervencionista y controlador de las relaciones colectivas, en gene- 
ral, y de las situaciones conflictivas, en particular. Paradójicamente, han estado más 
centradas en el conflicto que en el diálogo, con normas que no facilitan suficiente- 
mente la negociación ni el recurso a mecanismos para evitar o solucionar el confiic- 

'O6 Acerca de las ventajas y desventajas de la descentralización de la negociación colectiva, véase Márquez 
& Pagés, Op. d.: 43. 
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to, tal vez por una desconfianza hacia los fenómenos colectivos y hacia el sindicalis- 
mo. 

Las escasas reformas de los últimos años parecen confirmar también una tendencia de 
menor intervencionismo estatal en materia de conflictos. Las mismas se refieren tanto al 
tema de la huelga como al de los mecanismos de prevención y solución de conflictos 
colectivos. 

Se aprecia en las nuevas normas una mayor amplitud en la regulación del concepto y 
supuestos de procedencia de la huelga (por ejemplo en Chile, Colombia, Nicaragua), in- 
cluida la huelga en la función pública y la huelga de solidaridad. Al mismo tiempo, algunas 
legislaciones tratan sobre el ejercicio de ese derecho, bien sea mediante el establecimiento 
de un preaviso (Paraguay) o de un plazo para declararla, o de un lapso máximo de dura- 
ción, de 60 días (Colombia). 

Planteada la huelga, hay soluciones contrapuestas en cuanto a la posibilidad de contra- 
tar reemplazantes: esa posibilidad es admitida en Chile y en Ecuador cuando se trata de 
atender servicios mínimos no cubiertos por los huelguistas, y negada en Colombia y 
Paraguay salvo, en este último, en caso de ilegalidad. 

La mayor apertura se nota, igualmente, en la presunción de legalidad de la huelga, 
establecida en un Estado (El Salvador), la precisión en los supuestos de ilegalidad 
(Colombia, El Salvador, Perú) y el efecto más atenuado que se da a la declaratoria de 
ilegalidad, en el caso de Nicaragua. Aun así, el ejercicio de la huelga suele estar sometido a 
serios condicionamientos que lo desestimulan y muchas huelgas son declaradas ilegales. 

Finalmente, algunas reformas se refieren a los servicios esenciales en los cuales se 
prohibe o se limita la huelga, y a los servicios mínimos en caso de ésta. 

Unas cinco de las nuevas legislaciones tratan de los mecanismos relativos a los conflic- 
tos, en particular de la conciliación y el arbitraje, facultativo o forzoso. Chile, por ejemplo, 
prevé el libre uso de la mediación y el arbitraje facultativo. Perú, por su parte, ha adoptado 
una ley especial en materia de arbitraje. En cuanto a la Argentina, la reciente ley de 1998 
establece que el Ministerio de trabajo constituirá un servicio de mediación y arbitraje para 
resolver los conflictos colectivos. De todas maneras, el Estado conserva por lo general 
la facultad de decretar el arbitraje obligatorio y la reanudación de faenas, en ciertos su- 
puestos. 

C. Conclusiones 

El recorrido por la legislación del trabajo producida en la última década del siglo 
pasado permite llegar a algunas conclusiones en cuanto a las reformas y sus alcances. 

En primer lugar, ha habido reformas en la mayoría de los países de América 
Latina, en mayor o menor grado. Algunos países trataron de modernizar leyes que se 
habían mantenido inalterables por años, otros quisieron armonizar las relaciones de 



62 L A  R E F O R M A  L A B O R A L  E N  A M E R I C A  L A T I N A  

trabajo con el restablecimiento o la consolidación de las libertades públicas. Determina- 
das reformas fueron generales, en otras se hicieron cambios puntuales en ciertas institu- 
ciones o mecanismos. Las modificaciones han sido hechas de formas diversas. Las más 
comunes han sido adoptadas por ley, pero otras han derivado directamente de la Constitu- 
ción, de decretos, o de instrucciones o directivasio7. 

Por lo general, la reforma se hace por un instrumento que trata de cuestiones del 
trabajo; pero, en Argentina, por ejemplo, han habido también casos importantes de textos 
legales sobre materia económica, o sobre la pequeña y la mediana empresa, que modifica- 
ron directamente los derechos de grupos importantes de trabajadores. De esta manera, no 
sólo se pueden esclerosar las relaciones de trabajo al anclarlas a la suerte de una regulación 
económica y financiera sino que, además, la dispersión normativa complica el ordena- 
miento jurídico y hace más engorrosa su aplicación. 

En todo caso, en varias reformas pudiera haber prevalecido la influencia de un factor 
externoio8, bien sea, por ejemplo, el condicionamiento de créditos o de asistencia de bancos 
internacionales; o bien los comentarios mediante los cuales la Comisión de Expertos en 
Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT solicita de un Estado rvLiembro 
que armonice su legislación con determinado convenio que hubiese ratificado. 

En segundo lugar, algunas reformas responden a intenciones de flexibilizar las 
relaciones de trabajot0? En este sentido, Panamá buscó "procurar al capital una com- 
pensación equitativa por su inversión", mientras que en el Código de 1971 el propó- 
sito era "fijar una especial protección estatal en favor de los trabajadores". Por su 
parte, el preámbulo que encabeza la reforma colombiana señala que "la moderniza- 
ción de la economía hace necesario que se torne más flexible el régimen laboral para 
darle mayor competitividad a nuestros productos, promover la inversión e incre- 
mentar la generación de empleo". El deseo dominante fue desregular ciertos aspectos 
de las relaciones de trabajo, para permitir un juego más libre de la voluntad de las 

'O7  ES el caso del Brasil, con la reforma constitucional y el uso repetido de las medidas provisonas para 
desregular la negociación de las utiltdades, o el del Perú, a través de sus decretos legislativos. En 
febrero de 1998, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de Costa Rica intentó introducir por 
una instructiva modificaciones flexibles. En cuanto jerárquicamente no puede contravenir el Códi- 
go, su efectividad jurídica ha sido nula, pero al menos ha servido para relanzar la importancia del 
tema y la posible necesidad de modificar la legislación. 

' O 8  M.L. Cook atribuye los cambios en la legislación a diversos factores, tales como la oportunidad, las 
características previas del sistema de relaciones profesionales, la fortaleza y orientación del sindica- 
lismo, la unidad y orientación de los grupos de empleadores, las estrategias de los dirigentes guber- 
namentales y "a factores externos, tales como el Fondo Monetario Internacional y la Organización 
Internacional del Trabajo". 0p.cz't.: 323,328. 

' O 9  Los autores de la LNE argentina señalaron en 1991 que el modelo de contrato de la LCT imponía 
rigdeces que afectaban la competitividad de las empresas y desalentaban la creación de empleos, en 
la medida en que dificultaban el despido o encarecían su costo (no obstante, el despido sin causa en 
Argentina no es más difícil que en Chile, México o Colombia). 
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partes en el mismo o, lo que es equivalente, un juego más libre de la oferta y la demanda de 
trabajo. Estos cambios se notan, sobre todo, en ciertas regulaciones de las relaciones 
individuales. 

En tercer lugar, una de las preocupaciones principales que han orientado las reformas 
más importantes ha sido la promoción del empleo. Partiendo del supuesto de que el es- 
quema tradicional del contrato de trabajo y el costo del despido son rígidos y costosos, y 
por ello desestimula el empleo, se han ideado fórmulas para simplificar el inicio y la termi- 
nación del contrato y disminuir los costos salariales, incluida la indemnización por despi- 
do. No obstante, la flexibilidad del contrato de trabajo y la rebaja de sus costos no han 
sido seguidos de un crecimiento del empleo asalariado, como tampoco las reformas es- 
tructurales que las han inspiradoH0. 

La incidencia de la legislación del trabajo en los costos laborales y la productividad es 
obvia. Sin embargo, es de por sí difícil estimar el impacto que por ello puedan tener en el 
empleo, ya que hay otros elementos que entran en juego, incluidas normas laborales que 
no tienen un componente económico significativo; y la dificultad es aun mayor en una 
región donde se carece de suficiente información al respecto y donde se sabe que los 
niveles salariales son bajos. 

La experiencia debería conducir a nuevas reflexiones sobre la relación que puede exis- 
tir entre legislación del trabajo y creación de empleos. Es una enseñanza jurídica de base 
que el Derecho debe tener muy en cuenta la realidad social que regula y, en este caso, 
pueden ser legítimos todos los esfuerzos que se hagan para adaptar constantemente la 
legislación del trabajo a la realidad de las relaciones entre empleadores y trabajadores, con 
tal de que no se sacrifiquen principios y valores fundamentales sobre los cuales se ha 
estructurado ese derecho. Sin embargo, no pareciera que las normas laborales puedan ser 
incluidas entre las variables que realmente frenan el empleo en América Latina o, por lo 
menos, no al mismo nivel que elementos tales como la insuficiente inversión, la deuda 
externa, los desajustes de la moneda, los problemas políticos, la violencia, la pobreza y la 
desigualdad; o bien las limitaciones para la generación de tecnología y de empresas mo- 
dernas, así como las deficiencias de formación profesional. 

En cuarto lugar, el objetivo de la reforma pudo haber sido en ciertos casos forta- 
lecer la posición de los trabajadores o de sus organizaciones, lo cual se observa sobre 

110 <.A p es ar de la estabilización macroeconómica y las reformas estructurales, los problemas de em- 

pleo han persistido en América Latina [...l. Las reformas estructurales, particularmente la 'apertura' 
de las economías de la región, no han tenido por efecto elevar la demanda ni la remuneración 
relativa de los trabajadores no calificados, como se había creído en razón de las teorías convencio- 
nales sobre las ventajas comparativas en el comercio internacional". Lora, E. & Olivera, M., Mam- 
policy and employmentprobh in L t i n  America, en: Employment in L t i n  America: what is theprobleni and 
how to address it? Inter-American Development Bank and Inter-American Dialogue Seminar, 
Washington, IADB, May 14, 1998: Summary. 
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todo en el tratamiento de las relaciones colectivas de trabajo, y en la búsqueda de una 
mayor autonomía colectiva. En algunos de esos supuestos, no obstante la práctica de 
individualización de las relaciones de trabajo y el repliegue del Estado han significado 
necesariamente una mayor desprotección de los trabajadores, lo que parece haber contra- 
rrestado los avances de la legislación reformada en lo que a garantías sindicales y promo- 
ción de la negociación colectiva se refiere. Este sería un punto medular en una conclusión 
rigurosa de los efectos económicos y laborales de las reformas de la legislación del trabajo 
producidas durante estos últimos doce años. 

Finalmente, es muy difícil calificar con una etiqueta exacta los alcances de una reforma 
laboral, por muchas razones, salvo en caso de cambios radicales. Por lo pronto, al inicio de 
la presente década, como en tiempos anteriores, las situaciones legislativas nacionales eran 
muy variadas, por lo cual el valor de una reforma y su verdadero alcance vendrá dado por 
lo que representa para cada país. Además, está también de por medio la distancia que 
puede haber, temporalmente o en forma duradera, entre la norma y su aplicación efectiva. 
Desde este punto de vista, por cierto, la voluntad reformadora encontraría un ancho cam- 
po de acción en cuanto se refiere a las estructuras administrativas y judiciales relacionadas 
con el trabajo. Muchos problemas atribuidos al derecho sustantivo pueden derivarse en 
realidad de una defectuosa aplicación de la ley y de procedimientos administrativos y 
judiciales largos, complicados y costosos. La búsqueda de la inmediatez, la simplicidad y la 
transparencia, bajo la vigilancia de los interlocutores sociales, pudiera conducir a una nue- 
va etapa, más satisfactoria, de regulación de las relaciones de trabajo. 
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A. El método de la investigación 

Los cuadros anexos pretenden analizar la incidencia de la reforma laboral en los países 
latinoamericanos, sobre la base de determinadas instituciones del Derecho Laboral que 
han sido consideradas claves por su incidencia en el desarrollo de la prestación de trabajo. 
Dichas instituciones son -a juicio de la OIT- base para poder calcular costos laborales, 
establecer índices de protección o determinar, según un criterio más o menos común, el 
grado de flexibilidad. 
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En esta línea, los cuadros comparan analíticamente las disposiciones anteriores y pos- 
teriores a la reforma laboral'll -en este último caso, las actualmente vigentes- de tal manera 
que se aprecien los cambios operados en las relaciones individuales y colectivas de trabajo. 
Luego de los cuadros comparativos, se acompañan informes de síntesis que destacan las 
reformas más importantes por cada institución y, cuando corresponda, por los países de 
cada región países Andinos, Cono Sur y Centroamérica). Dichas síntesis tienden a resu- 
mir tendencias o situaciones peculiares. 

Debemos, no obstante, señalar que algunos aspectos relevantes del Derecho Laboral, 
tales como la subcontratación o intermediación laboral, el poder de dirección y el 
izls varidndi del empleador, seguridad social, huelga, etc. no han sido analizados bien por el 
desconocimiento o la escasa regulación, bien porque no puede hablarse de flexibilidad 
(seguridad o salud); o bien, como en el caso de la seguridad social, deberían ser objeto de 
un informe particular. 

B. Pautas para la elaboración de la investigación y de los cuadros- 

Para la confección de los cuadros comparativos se ha tenido en consideración los 
siguientes criterios: 

a) Fecha de la reforma / momento histórico 
b) Existencia (o no) de reforma y carácter general de la misma 
c) Aspectos comunes de la reforma (temas coincidentes) 

d) Fuentes por país: textos, número, nombre completo, fecha y publicación 
(p.ej.): 

República Dominicana, Código de Trabajo, Ley No 16-92 del 29 de mayo de 
1992 (texto publicado por la Secretaría de Estado de Trabajo, Santo Domingo 
DN No 1 de junio de 1992). 

Los países considerados son: Argentina, Brasil, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Chile, 
El Salvador, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana, Uruguay y Venezuela. 

"' Considerando como tal la que introduce cambios sustantivos en las instituciones básicas en los 
últimos 15 años. 
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C. Fuentes 

1. Países Andinos 

Bolivia 

Antes de la refarma: 0 

o 

Después de la reforma: e 

o 

Constitución política de 1967 (Constitución, La Paz, Bolivia 3008- 
83, Editorial "Puerta del Sol"). 
Ley General del Trabajo (LGT) de 1939 (en su tenor, actualizada 
hasta 1992 - Natlex)"'. 
Decreto del 23 de agosto de 1943, reglamentario de la Ley General 
del Trabajo (en su tenor, actualizado hasta 1992 - Natlex). 
Decreto Supremo No 23570 del 26.7.93 (por el que se determina el 
ámbito de aplicación de la Ley General del Trabajo e identifican las 
especificidades que configuran las relaciones laborales). 
Resolución Ministerial No 193172, del 15 de mayo de 1973. 
Resolución Ministerial No 283162, del 13 de junio de 1962 (Legisla- 
ción del Trabajo, Editorial "Los amigos del libro", Colección Jurídi- 
ca "Guttentag"). 
Ley del 18 de diciembre de 1944 y Ley No 16187 del 16.2.1 979 
(Estzrdio comparado de las legislaciones de trabdjo de los pahes del Grupo 
Andino, Oficina Regional de la OIT para América Latina y el Caribe, 
Lima, 1992). 
Constitución Política y sus reformas, 1994. 
No se ha dado otra reforma de la legislación laboral. 

Colombia 

Antes de Ia ~efOrma: 0 Constitución Política en su versión modificada al 11.1 2.87. 
0 Código Sustantivo de Trabajo (CST) de 1950 (SL, 1950-Col. 3A) y 

sus modificaciones. 
0 Decreto Ley No 0204, del 6 de septiembre de 1957 por el cual se 

dictan normas sobre fuero sindical (SL, 1957-Col. 1). 

"' Natlex es Ia base de datos sobre legislación nacional, de acceso gratuito a través de cualquiera de las 
páginas web de la OIT. 
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e Decreto Ley No 2351, del 4 de septiembre de 1965, por el cual se 
reforma el Código de Trabajo (SL, 1965-Col. 1). 

e Decreto No 13, del 4 de enero de 1967, por el cual se incorporan al 
Código Sustantivo del Trabajo las disposiciones de la Ley No 73, 
del 13 de diciembre de 1966 (SL, 1967-Col. 1). 

Después de la reforma: e Constitución Política de Colombia, 1991 (Constitución Política Legis 
Eds. Bogotá-Colombia, 1991). 

e Ley No 50, del 29 de diciembre de 1990, por la cual se introducen 
reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposi- 
ciones (Diario oficial, 1.1.1991. No 39618 - Natlex). 

e Decreto No 21, del 6 de enero de 1998, por el cual se reglamenta el 
ejercicio de la actividad de las empresas de servicios temporales. 

e Ley No 584, que modifica el Código Sustantivo de Trabajo. 

Ecuador 

Antes de la reforina: e Codificación de la Constitución del Ecuador (Registro oficial del 
6.12.1984, No 763). 

e Código de Trabajo (CT), del 30 de junio de 1978 (Registro oficial 
del 16.8.1978, No 650). 

Después de la reforma: @ Constitución Política del Ecuador del 16.1 .l997, en su versión mo- 
dificada al 5.9.1997. 

0 Codificación del Código de Trabajo (CT). La principal reforma 
al Código de Trabajo ecuatoriano se realizó por Ley No 133 
del 13 de noviembre de 1991 (Registro oficial del 29.9.1997, 
No 64). 

e Decreto Ley No 2000-1, que contiene la Ley para la Promoción de 
la Inversión y la Participación Ciudadana, que modifica el Código 
del Trabajo (publicada en el Registro oficial No 144 del 18 de agosto 
de 2000). 

Perú 

Antes de la reforma: e Constitución de 1979 del 12.7.79. 
e Decreto Ley No 18138, Contratos a Plazo Fijo del 6.2.70. 
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Decreto Ley No 22342, Ley de Promoción de Exportaciones no 
Tradicionales del 21.1 1.78. 
Ley No 24514, Ley de Estabilidad Laboral 5.6.86. 
Decreto Ley No 231 89, Ley de la Pequeña y Mediana Empresa del 
27.7.80. 
Ley No 3010, Ley de Descansos en Domingos y Feriados del 
26.12.18. 
Ley No 12015, Ley de Cálculo de Indemnizaciones de Empleados 
del 2.12.53. 
Decreto Supremo No 006-71, Reglamento de Convenciones y Ne- 
gociaciones Colectivas del 29.1 1.71. 
Ley No 23407, Ley General de Industrias del 29.5.82. 
Ley No 22329, Ley de Comunidad Pesquera del 7.11.78. 
Ley No 22333, Ley sobre Comunidad Minera del 14.11.78. 
Ley No 19020, Ley de Comunicaciones del 10.1 1.71. 
Ley No 14222, Ley del Salario Mínimo del 23.10.62. 
Ley No 9463, Ley de Reducción de Remuneraciones del 17.12.41. 
Ley No 15485, Ley de Preferencia Salarial del 29.3.65. 
Ley No 9049, Ley de Descanso Vacacional del 13.2.40. 
Ley No 13683, Ley de Descanso Vacacional de Obreros del 25.8.61. 
Ley No 22482, Ley de Seguridad Social en Salud del 1.4.79. 
Leyes No. 4916, Ley del Empleado Particular del 7.2.24. 
Ley No 8439, Ley de Indemnización para Empleados del 20.8.36. 
Ley N011772, Ley de Compensaciones por Cese del 20.2.52. 
Ley No 21116, Ley de Garantía de Compensación por Cese del 
11.3.75. 
Ley No 21396, Ley de Compensación para Empleados del 20.1.76. 
Ley No 20151, Ley del SENATI del 25.9.73. 
Ley No 25139, Ley de Gratificaciones del 15.12.89 (todas las nor- 
mas han sido obtenidas por fuente propia; al respecto, puede verse 
Rendón, Jorge, Legislación laboral. Ed. Tarpuy. Lima, 1988). 
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Despzlés de la reforma: 0 

e 

Constitución Política del Perú, 29.12.93 (Diario "El Peruano", edi- 
ción especial del 30.12.93). 
Reglamento del Texto Unico Ordenado de la Ley de Fomento de 
Empleo, Decreto Supremo No 001-96-TR ("El Peruano", separata 
especial del 26.1 -96, No 5683). 
Ley de Productividad y Competitividad Laboral (LPCL) Decreto 
Supremo No 003-97-TR ("El Peruano", del 27.3.97, 
No 6116 - OIT). 
Ley de Formación y Promoción Laboral (LFPL), Decreto Supremo 
No 002-97-TR del 21.3.97, modificada por Ley No 27404. 
Ley de Jornada de Trabajo, horario y trabajo en sobretiempo, De- 
creto Legislativo No 854. 
Ley de Descansos Remunerados, del Decreto Legislativo 
No 713 sobre descansos y vacaciones. 
Ley No 25593, Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo (LRCT) 
(Revista "Análisis Laboral", julio de 1992, OIT). 
Decreto Legislativo No 705, Ley de Pequeña y Micro Empresa del 
6.11.91. 
Decreto Legislativo No 856, Ley de Créditos Laborales del 4.10.96. 
Decreto Supremo No 001-97-TR, Ley de Compensación por Tiem- 
po de Servicios del 1.3.97 (ias normas citadas pueden encontrarse 
en: Manual' de derecha individual' del trabdja. Asesoría Laboral, Lima, 
1999). 
Decreto Legislativo No 677 de1 7.10.91 sobre la participación de los 
trabajadores en las utilidades de las empresas generadoras de rentas 
de tercera categoría (Estgdio comparado de las legislaciones 
de trabajo de lospaises del' Grtlpo Andino, Oficina Regional de la OIT 
para América Latina y el Caribe, Lima, noviembre de 1992). 
Decreto Legislativo No 892, del 8.11.96 sobre la participación de 
los trabajadores en las utilidades de las empresas generadoras de 
rentas de tercera categoría (Asesoría Laboral, 11.96. No 59, pp. 
19-20). 
Decreto Legislativo No 688, Ley de Consolidación de Beneficios 
Sociales del 5 de noviembre de 1991. 
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Venezuela 

Antes de Ia reforma: Constitución de la República de Venezuela en su versión modifica- 
da a 1983 (Constitución de la República de Venezuela, Editorial La 
Torre, Caracas). 
Ley del Trabajo (LT) de 1936 en su versión modificada a 1983 (SL, 
1983-Ven. 1). 
Reglamento de la Ley de Trabajo, Decreto No 1563 (Gaceta oficial, 
31 .l2.1973. Extraordinario). 

Deque's de Ia reforma: 0 Ley Orgánica del Trabajo (LOT) de 1990, en su versión modificada 
al 19.6.97 (Gaceta oficial -texto íntegro- Natlex). 

2. Países del Cono Sur 

Argentina 

Antes de Ia reforma: Constitución de la Nación Argentina, en su tenor modificado hasta 
1957 (Constitución, Ediciones Depalma. Buenos Aires, Argentina. 
1984). 
Régimen de contrato de trabajo, en su versión modificada al 1.8.1980 
(SL, 1976-Arg. 1). 
Ley No 11544 de jornada de ocho horas de trabajo (SL, 1929-Arg. 

1). 
Ley No 14250 del 13 de octubre de 1953, que establece disposicio- 
nes para las convenciones colectivas de trabajo, en su versión modi- 
ficada al 11 de enero de 1988 (SL, 1988-Arg. 1). 
Ley No 23551, del 14 de abril de 1988, de asociaciones sindicales 
(SL, 1988-Arg. 3). 
Decreto No 467, del 14 de abril de 1988, de reglamentación de la 
Ley No 23551 de asociaciones sindicales (SL, 1988-Arg. 4). 
Ley No 16936, de arbitraje obligatorio en los conflictos colectivos 
(Boletín oficial, 31.8.66 - Bibli). 
Ley No 2068 por la que se restablece la vigencia del Decreto Ley No 
16936 (Boletín oficial, 25.1.74 - Bibli). 
Decreto No 2184/90 de reglamentación de los procedimientos des- 
tinados a prevenir o, en su caso, encauzar los conflictos de trabajo 
(Boletín oficial, 19.10.1990 No 26992 - DDS 1991/1,1990-Arg. 1). 



C U A D R O S  C O M P A R A T I V O S  Y C O M E N T A R I O S  7 5 

Después de la reforma: 

a 

Ley No 16.459 de 12.6.64 ( E l  derecho laboral del Mercosw, Instituto 
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Facultad de Dere- 
cho de la Universidad de la República, OIT/Relasur, diciembre de 
1994). 
Constitución de la Nación Argentina, 1994 (Boletín oficial, suple- 
mento No 27959). 
Ley Nacional de Empleo (LNE), Ley No 24013 (Boletín oficial, 
17.12.1991 No 27286 - Natlex). 
Ley No 24467 sobre la pequeña y la mediana empresa (PYME) (Dia- 
rio oficial 28.3.1995 No 28112 - Natlex). 
Ley No 24465 que modifica el régimen de contrato de trabajo, esta- 
blece una modalidad especial de fomento de empleo y dispone 
sobre contrato de aprendizaje (Diario oficial, 28.3.95 
No 28112 - Natlex). 
Ley No 24692 sobre régimen de contrato de trabajo por la cual se 
sustituyen los incisos a) y b) del citado régimen (Boletín oficial, 
27.9.1996 No 28488 - Bibl). 
Resolución No 1144 de 1994 del Muiisterio de Trabajo y Seguridad 
Social por la cual se reemplazan los modelos de contratos tipo co- 
rrespondientes a los contratos de trabajo de tiempo determinado, 
aprobados por resolución No 11 de 1992 (Boletín oficial, 26.10.1994 
No 28004 - Bibl). 
Ley No 24.635 sobre conchación laboral obligatoria (Boletín ofi- 
cial, 3.5.96). 
Ley No 25013 del 2.9.98, sobre reformas laborales (Natlex). 
Ley No 25250 sobre reformas laborales (Boletín oficial, 2.6.00). 

Brasil 

Antes de la reforma: Constitución de la República Federativa de Brasil (Diario oficial, 
1988 No 191-A). 
Consolidación de las Leyes de Trabajo (CLT) en su versión actuali- 
zada al 5.4.95 (SL, 1985 - Bra. 1 y modificaciones posteriores). 
Ley No 7998 por la que se regula el programa del seguro de 
desempleo, el abono salarial, se instituye el fondo de protección del 
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De@~és de La reforma: 0 

Chile 

Antes de La reforma: 0 

Después de La reforma: 0 

trabajador y se dictan otras disposiciones (Diario oficial, 12.1.1990 
No 9, pp. 874-876). 
Ley No 8638 por la que se agregan disposiciones a la Ley Consoli- 
dación de Leyes de Trabajo del 31 de mayo de 1993. 
Ley No 8.864 de 28 de marzo de 1994 que establece normas para las 
rnicroempresas y las pequeñas empresas (OIT). 
Medidas Provisorias N0V94 de 1994 y 1594-34 de 1997. 
Ley No 7783 que regula las huelgas. 
Ley No 9601, Ley de Contrato de Trabajo por plazo determinado. 

Constitución Política de la República en su versión modificada al 
11.11.91 (Constitución política de la República de Chile. Editora 
Jurídica Manuel Mont, 1992). 
Código de Trabajo (CT), Ley No 18620 (Diario oficial, 6.7.87 No 
2812). 
Decreto con fuerza de Ley No 150 por el que se fija el texto refun- 
dido, coordinado y sistema de las normas sobre sistema único de 
prestaciones familiares y sistema de subsidio de cesantía para los 
trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los 
Decretos Leyes NO307 y 603 de 1974 (Diario oficial, 25.3.82). 
Código del Trabajo (CT) del 7.1.94 (la reforma chilena se realizó 
fundamentalmente a través de las Leyes N0Y9010 (sobre extinción 
del contrato de trabajo), 19069 (sobre organizaciones sindicales y 
negociación colectiva) y 19049 (sobre centrales sindicales) (Edición 
oficial. Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1994 - Natlex). 

Paraguay 

Antes de La refOrm: 0 Constitución Nacional del 25 de agosto de 1967 en su versión mo- 
dificada al 25.3.77. 
Código de Trabajo (CT) de 1961 en su versión actualizada a 1986 
(Código del Trabajo con leyes decretos y resoluciones, editorial Asun- 
ción Paraguay). 
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Decreto Ley No 43 por el cual se modifica, se amplían párrafos y se 
incorporan artículos al título 1 del Libro V de la Ley No 729/61, 
Código del Trabajo. 

Después de la reforma: o Constitución Nacional del 20.6.92 (El Diario noticias, 20.6.92). 
Código de Trabajo (CT) de 1993 en su versión modificada a1.22.8.95 
(Gaceta oficial del 25.8.95 No 97 (bis) y Gaceta oficial del 29.10.93 
No 105 bis - Natlex). 

Uruguay 

Antes de la reforma: 0 Constitución de la República Oriental del Uruguay (Texto consoli- 
dado hasta 1989) (Constitución Nacional, FCU. Montevideo, 
Uruguay. 1991). 

e Decreto Ley No 14.312 del 10.12.74 (Derecho Positivo Laboral, 
ediciones FCU). 
Ley No 13.318 del 28.12.64 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU). 
Decreto del 20.10.57 (Derecho Positivo Laboral, ediciones FCU). 
Ley No 7.31 8 del 10.12.1920 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU). 
Ley No 15.996 del 17.11.1988 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU). 
Ley No 11.577 del 14.10.1950 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU). 
Ley No 11 .Id6 del 23.1 1 .l948 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU) . 
Ley No 10.449 del 12.1 1 .l943 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU). 
Ley No 12.590 de 23.12.1958 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU). 
Decreto Ley No 15.084 del 28.1 1 .l98O (Derecho Positivo Laboral, 
ediciones FCU). 
Decreto No 227/981 de1 27.5.1981 (Derecho Positivo Laboral, edi- 
ciones FCU). 
Ley No 10.489 del 6.6.1944 (Derecho Positivo Laboral, ediciones 
FCU-OIT). 
Código de Comercio (Derecho Positivo Laboral, ediciones FCU- 
OIT). 
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9 Decreto de 10.XI.1944 (Derecho Positivo laboral, ediciones FCU- 
OIT). Ley No 13.556 del 26.10.1966 (Derecho Positivo laboral, edi- 
ciones FCU). 

e Ley No 13.720 del 16.12.1968 (Derecho Positivo laboral, ediciones 
FCU). 

e Decreto Ley No 14.791 del 8.6.1978 (Elderecho IaboraldelMercosw, 
Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Facultad 
de Derecho de la Universidad de la República, OIT/Relasur, di- 
ciembre de 1994. 

DespzleS de la refOrma: 9 No se ha dado reforma. 

3. Países de Centroamérica 

Costa Rica 

Antes de la reforma: 9 Constitución Política de 1949 en su versión modificada al 2.7.97 
(SL, 1949-CR. 3). 
Código de Trabajo (CT) (texto consolidado hasta 1995), en su ver- 
sión modificada al 17 de julio de 1997 (Natlex). 
Ley de aprendizaje, en su versión modificada a 1975. 

Despzlés de la reforma: 9 Ley No 7360 del 4.11.93, de reforma de la ley de asociaciones 
solidaristas, al Código de Trabajo y a la Ley Orgánica del Ministe- 
rios de Trabajo ("La Gaceta" del 12.1 1.1993 No 217 - Natlex). 

Guatemala 

Antes de la reforma: 9 Constitución política de la República de Guatemala (Diario de 
Centroamérica, del 3.6.85 No 41). 
Código de Trabajo (CT) en su versión modificada al 5.5.61 (SL, 
1961- Gua). 

Despzlés de la refor~a: 9 Código de Trabajo ( 0 , 1 9 9 5  (Natlex, que consolida varias refor- 
mas parciales). 

Honduras 

Antes de la refom: 9 Constitución de la República (SL, 1957-Hon. 5). 
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Código de Trabajo (CT) de 1959 en suversión modificada al 15.12.89 
(Graficentro Editores. Honduras, 1992 y "La Gaceta", 6.1.90 No 
26028)"3. 
Ley del Seguro Social de 1957, en su versión modificada al 21.4.89 
(SL, 1957-Hon. 4). 

De.p& de la reforma: 0 Constitución de la República de 1982, Decreto No 131 de la Asam- 
blea Nacional Constituyente (Constitución Tegucigalpa, Honduras, 
de1 11.1.82). 

México 

Antes de Ia reforma: e Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (texto ac- 
tualizado hasta enero de 1994). 

e Ley Federal del Trabajo (LFT) (texto vigente al 1 .lO.95 - Natlex). 
Ley del Seguro Social (Diario Oficial del 21.12.95 No 16, pp. 25-63 
- Natlex). 

De.pzleS de Ia reforma: e No se ha dado reforma. 

Nicaragua 

Antes de Ia reforma: 0 Constitución Política de la República de Nicaragua de 1987 ("La 
Gaceta" del 9.1.87 No 5). 
Código de Trabajo (CT) en su versión modificada al 18.5.90. 

Despzlés de Ia reforma: e Ley No 192 de reforma parcial a la Constitución Política ("El Nue- 
vo Diario" del 4.7.95. 
Código de Trabajo (CT), Ley No 185 ("La Gaceta" del 30.10.96 No 
205 - Natlex). 

Panamá 

Antes de La reforma: 0 Constitución Política de la República de Panamá de 1972, reforma- 
da por los Actos Reformatorios de 1978, por el Acto Constitucio- 
nal de 1983 y los Actos Legislativos Nos 1 de 1993 y 2 de 1994 
(Gaceta oficial, 2.6.95 No 22796). 
Código de Trabajo (CT) de 1971 en su versión modificada de febre- 
ro de 1993. 

"3 El Código de Trabajo hondureño está actualmente en proceso de revisión. 
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D e p i s  de la reforma: e Código de Trabajo (texto actualizado hasta agosto de 1995 - Natlex). 

República Dominicana 

Antes de la reforma: e Constitución de República Dominicana de 1966. 
Código de Trabajo (CT) de 1951 en su versión modificada al 23.1.91 
(SL, 1951 - Dom. 1). 

Despgés de la reforma: Código de Trabajo ( 0 ,  Ley No 16-92 del 29 de mayo de 1992 
(Gaceta oficial, 31.5.92 No 9836 - Natlex) y Decreto No 258-93 
para la aplicación del Código de Trabajo (Gaceta oficial, 15.10.93 
No 9867 - Natlex). 

e Reglamento para la aplicación del Código de Trabajo, Decreto No 
258-93 (Gaceta oficial, 15.10.93. No 9867 - Natlex). 

El Salvador 

Antes de la reforma: e Constitución de la República de 1983, en su versión modificada al 
30.1.92. 

e Código de Trabajo (CT) (texto consolidado) (Código de Trabajo 
con reformas incorporadas. Mendoza Orantes, R., San Salvador, El 
Salvador. 1992). 

Después de la reforma: e Código de Trabajo (CT) con reformas incorporadas por el Decreto 
No 959 de la Asamblea Legislativa (Código Mendoza Orantes, R., 
Editorial Jurídica Salvadoreña, 23.8.94). 
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1. CONTRATACION LABORAL 

1. Presunción por contrato por tiempo indefinido 

Países Andinos 1 Antes de la reforma 

Bolivia 

Colombia 

Los contratos de trabajo pactados sucesivamente por un 
lapso menor al término de prueba adquirirán la calidad de 
contratos a plazo indefinido, a partir de la segunda 
contratación, siempre que se trate de las labores propias 
de giro de la empresa (Resolución Ministerial N'193172, 
del 15 de mayo de 1972). 
En los contratos a plazo fijo se entiende que existe 
reconducción si el trabajador continúa sirviendo, vencido 
el término del convenio (Art. 21 de la LGT). 
El contrato se pacta esencialmente por tiempo indefinido 
(RM N' 283162 del 13 de junio de 1962). 

El contrato de trabajo no estipulado a término fijo, o cuya 
duración no esté determinada por la de la obra o la 
naturaleza de la labor contratada, o no se refiera a un 
trabajo ocasional o transitorio, será contrato a término 
indelinido (Art. 47 del CSTI. 

Ecuador No hay reglamentación. 

Perú En los centros de trabajo donde se realicen labores que 
por su naturaleza, sean permanentes o continuas, los 
contratos se consideran celebrados por tiempo 
indeterminado (Arts. 1 y 2 del DL N'18138). 

Venezuela 

Países del Cono 

Argentina 

No hay reglamentación. 

Desoués de la reforma 

Idem. 

El contrato a término indefinido tendrá vigencia mientras 
subsistan las causas que dieron origen y la materia del 
trabajo (Art. 5 del DL N' 2351 que modificó el Art. 47). 

lempo fijo y tiempo indefinido: un año mínimo cuando la 
actividad o labor sea de naturaleza estable sin que, por 
:Sta circunstancia, los contratos por tiempo indelinido se 
transformen en contratos a plazo, debiendo considerarse 
3 tales trabaiadores como permanentes (Art. 14 del CT). 
.a terminación de los contratos a plazo fijo debe 
iotilicarse cuando menos con 30 días de antelación; de 
l o  hacerse así, se convertirá en contrato por tiempo 
ndefinido (Art. 184 del CT). 

En toda prestación de servicios remunerados y 
subordinados se presume la existencia de un contrato de 
trabajo a plazo indeterminado. Pueden celebrarse 
contratos de duración indeterminada o determinada si 
existe causa temporal (Art. 4 de la LPCL). 

Hay presunción cuando no aparece expresada la 
voluntad de las partes, en forma inequívoca, de 
vincularse sólo con ocasión de una obra determinada o 
por tiempo determinado (Art. 73 de la LOT). 

En caso de dos o más prórrogas, el CDD se considerará 
por tiempo indeterminado, a no ser que existan razones 
especiales que justiliquen dichas prórrogas y excluyan la 
intención presunta de continuar la relación (Art. 74 de la 
LOT). 

Si en el mes siguiente a la terminación de un contrato de 
trabajo para una obra determinada, las partes celebraren 
un nuevo contrato para la ejecución de otra obra, se 
entenderá que han querido obligarse, desde el inicio de 
la relación, por tiempo indeterminado, salvo en la 
industria de la construcción (Art. 75 de la LOT). 

Antes de la reforma 

El contrato se entenderá celebrado por tiempo 
indeterminado, salvo: 
a) que se haya fijado en forma expresa y por escrito el 

tiempo de su duración, o 
b) que las modalidades de las tareasode la actividad así 

lo justiliquen. La formalización de CDD en forma 
sucesiva que exceda de las exigencias mencionadas 
en el apartado b) convierte el contrato en 
indeterminado (Art. 90 LCT). 

Desputís de la reforma 

Se añada con relación a las modalidades de contratación 
previstas en esta ley, en casode duda seconsideraráque 
el contrato es por tiempo indeterminado (Art. 17 de la 
LNE). 
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Países de 
rntroamérica, 
MBxico y 
República 
lominicana 

Idem. 

El trabajador que hubiere prestadoserviciosdiscontinuos 
en virtud de más de dos contratos a plazo, durante doce 
meses o más en un período de 15 meses, contados 
desde la primera contratación, se presumirá legalmente 
que ha sido contratado por una duración indefinida (Art. 
159 del CTI. 

Brasil 

Chile 

Paraguay 

Uruguay 

Antes de la reforma 

El contrato de trabajo estipulado por período cierto que, 
tácita o expresamente, fuere prorrogado en más de una 
ocasión, se convertirá en contrato sin determinación de la 
duración (Art. 451 CLT). 
Considérase como indeterminado el contrato que suceda 
dentro del plazo de seis meses, a otrocontrato celebrado 
por periodo cierto y cuya expiración no dependiera de la 
ejecución de trabajos específicos o de la realización de 
ciertos acontecimientos (Art. 453 CLT). 

El hecho de continuar el trabajador prestando servicios 
con conocimiento del empleador, despu6s de expirado el 
plazo, lo convierte en indefinido (Arl. 155 del CT). 

Despuds de la reforma 

No hay reglamentación. 

El derecho laboral uruguayo tiene una clara preferencia 
por el tipo de contratación de duración indeterminada, de 
conformidad con ladoctrina y la jurisprudencia en casode 
que nada se pacte en forma expresa, debe entenderse 
aue nos encontramos frente a un contrato de duración 

Los contratos relativos a labores que por su naturaleza 
sean permanentes o continuas se consideran como por 
tiempo indefinido (Ari. 50 del CT). 
A falta de plazo expreso se entenderá por duración del 
contrato la establecida por la costumbre o por tiempo 
indefinido (Art. 49 del CT). 

Idem. 

Idem. Costa Rica Sólo podrá estipularse por tiempo determinado en 
aquellos casos en que su celebración resulte de la 
naturaleza del servicio que se va a prestar. Si vencido el 
t6rmino del CDD subsisten las causas que le dieron 
origen y la materia del trabajo, se tendrá como contrato 
oor tiemoo indefinido (Art. 26 del CTI. 

Idem. Guatemala El contrato individual de trabajo debe tenerse por 
celebrado por tiempo indefinido, salvo prueba o 
estipulación lícita y expresa en contrario. 
Deben tenerse siempre como contratos a plazo indefinido, 
aunque se hayan ajustado a plazo fijo o para obra 
determinada, los que se celebren en una empresa cuyas 
actividades sean de naturaleza permanente o continuada, 
si al vencimiento de dichos contratos subsiste la causa 

considerarán como celebrados por tiempo indefinido 
aunque en ellos se exprese término de duración, si al 
vencimiento de dichos contratos subsisten la causa que le 
dio origen o la materia del trabajo para la prestación de 
servicios o la eiecución de obras iquales o análogas (Arl. 

~~~d~~~~ 

Nicaragua 

que les dio origen (Art. 26 del CT). 
Los contratos relativos a labores que por su naturaleza 
sean permanentes o continuas en la empresa, se 

México 

Idem. 

".' OIT/Relasur. L ~ s  rehdones laborah en Umgtlq. Colección Informes OIT. No 42, Madrid, 1995, pág. 234. 

47 del CT). 

A falta de estipulaciones expresas, la relación de trabajo 
será por tiemw indeterminado (Art. 35 de la LFT). 

Cuando no exista contrato escrito ni declaración escrita 
firmada por el empleador, se considera el contrato como 
de tiempo indeterminado cuando no se justifique, ni de 
la naturalezadel trabajo se desprenda, que esde obra o 
tarea (Art. 45 del CT). 

Idem. 

El contrato0 relación de trabajo se considera por tiempo 
indeterminado cuando no tiene plazo. Asimismo, cuando 
hubiere expirado el plazo del contrato por tiempo 
determinado y el trabajador continúe prestando sus 
servicios por 30 días más, o cuando vencido el plazode 
su segunda prórroga continúe trabajando o se prorrogue 
nuevamente (Art. 27 del CT). 
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Panamá 

República 
Dominicana 

El 
Salvador 

La relación de trabajo se considerará por tiempa 
indefinido: 
1. Si vencido el término de un contrato por tiempo 

delinido, el trabajador continúa prestando servicios. 
2. Cuando se trate de un contrato para la ejecución de 

una obra determinada, si el trabajador continúa 
prestando las mismas tareas luego de concluida la 
obra. 

3. Cuando se celebren sucesivos contratos por tiempo 
delinido o para obra determinada (Arl. 77 del CT). 

Los contratos de trabajo celebrados por cierto tiempo o 
para una obra, o servicios determinados fuera de los 
casosque permite la ley, o para burlar las disposiciones 
de este Código, se considerarán hechos por tiempo 
indefinido (Art. 15 del CT). 

Los contratos relativos a labores que por su naturaleza 
sean permanentes en la empresa, se considerarán 
celebrados por tiempo indefinido aunque en ellos se 
señale plazo para su terminación (Art. 25 del CT). 

El contrato de trabajose presume concertado por tiempo 
indeterminado, excepto: 
1. Cuando las partes convengan en un plazo. 
2. Cuando para la realización de la obra o servicio el 

plazo est6 en función del tiempo de duración de los 
mismos. 

3. Cuando se trate de trabajos estacionales o ciclicos 
sin perjuicio de lo estipulado en convenios o acuerdos 
colectivos (Art. 26 del CT). 

Idem, salvo punto 3: 
Cuando se celebren sucesivos contratos por tiempo 
delinido o para obra determinada, o no se ajuste el 
pacto a la naturaleza del servicio, o si se desprende por 
la cantidad y duración total de loscontratosque existe la 
intención de encubrir una relación indefinida (Art. 77 del 
CT). 
La duración definida sólo será válida si consta 
expresamente en el contrato escrito, excepto en los 
casos señalados en el articulo 67 y en cualquiera de las 
siguientes circunstancias: 
1. Cuando lo permita la naturaleza del trabajo que 

constituye el objeto de la prestación. 
2. Si tiene por objeto sustituir provisionalmente a un 

trabajador en uso de licencia, vacaciones o por 
cualquier otro impedimento temporal. 

3. En los demás casos previsto en este Código (Art. 75 
del CTI. 

ldem (Art. 35 del CT), además: 
Todo contrato de trabajo se presume celebrado por 
liempo indefinido. Los contratos de trabajo celebrados 
por cierto tiempo o para una obra o servicio 
determinados, deben redactarse por escrito (Art. 34 del 
CT). 
Si el trabajador continúa prestando los mismos servicios 
lranscurrido el plazo convenido, con el conocimiento del 
empleador, su contrato será por tiempo indefinido (Art. 
73 del CT). 

Idem. 

Informe de síntesis 

Antes de la reforma, la mayor parte de los países -con excepción de Ecuador, Venezuela, 
Paraguay y Uruguay- tenían una regulación expresa sobre la presunción de la contratación 
por tiempo indefinido. En este sentido, se suele prever disposiciones legales imperativas 
sobre la voluntad de las partes de suscribir un contrato de duración determinada (CDD), 
salvo que existan estipulaciones expresas de las partes en contrario y que se verifiquen las 
causales temporales para la celebración de un CDD; inclusive, en países como Bolivia -y 
en Venezuela y Nicaragua con algunos límites- se establece que, ante sucesivas 
contrataciones para las labores propias de la empresa, se presume la existencia de un 
contrato por tiempo indefinido. 
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Después de la reforma, todos los países -salvo Uruguay, pero jurisprudencial y 
doctrinariamente se establece el mismo alcance- cuentan con una regulación sobre la 
presunción del contrato indefinido. Sin embargo, en ciertos países, como Perú o Panamá, 
la presunción, tras la reforma, tiene un carácter más restringido al ampliarse el concepto 
de CDD. Así, en el Perú, si bien se mantiene dicho principio, el carácter de excepcionaiidad 
ha desaparecido de los contratos de duración determinada. En efecto, las anteriores normas 
estipulaban que los contratos sujetos a modalidad sólo se podían celebrar por excepción, 
mientras que la actual norma (Ley de Productividad y Competitividad Laboral - LPCL) 
establece que el contrato puede celebrarse libremente por tiempo indeterminado o sujeto 
a modalidad. Asimismo, en Panamá se enumeran, tras la reforma, ciertos casos en los que 
no se considera que exista presunción de duración indeterminada, salvo si se prosiguen 
durante más de dos años los servicios (situación que la convierte en indefinido desde el 
inicio -retroactividad-). En el mismo sentido, las reformas de Nicaragua y Chile prevén, 
expresamente, la inexistencia de la presunción del contrato indefinido cuando se aprecia 
la suscripción de un CDD o una prestación de servicios discontinua por doce meses. 

En todos los países se establece una presunción expresa a favor de la contratación 
indefinida (en el caso de Uruguay, dicha elaboración es de carácter jurisprudencial y 
doctrinal). Así, se suele considerar al contrato de trabajo como celebrado por tiempo 
indefinido cuando no se haya estipulado plazo en el mismo, cuando las labores que 
desempeña el trabajador sean por su naturaleza permanentes, cuando el trabajador siga 
realizando sus labores después de vencido el plazo y con conocimiento del empleador y, 
un caso menos común, cuando existe la intención de eludir la aplicación de normas laborales 
(sobre esto último son ilustrativas la regulación en Panamá y República Dominicana). 

Finalmente, Argentina tuvo, hasta antes de la vigencia de la Ley No 25013 (septiembre 
de 1998), un sistema flexible y abierto de CDD que limitaba la contratación por plazo 
indefinido. 
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2. Contratos por tiempo determinado 

países Andinos 

Bolivia 

Colombia 

Ecuador 

Perú 

Venezuela 

Antes de la reforma 

l. Por cierto tiempo. 
!. Para la realización de una obra. 
3. Para prestar un servicio (Art. 12 de la LGT). 
1. De temporada (Art. 2 de la Ley N' 16187). 
3n los contratos a plazo fijo hay reconducción si el 
rabajador continúa trabajando vencido el plazo de 
:ontrato (Art. 21 de la LGTI. 

1. Por tiempo determinado. 
2. Por el tiempo que dure la realización de una obra o 

labor. 
3. Para ejecutar un trabajo ocasional, transitorio o 

accidental (Art. 45 del CSTI. 

1. Contrato por tiempo fijo. 
2. Contrato ocasional. 
3. Por obra cierta. 
4. Por tarea. 
5. A destajo (Art. 11 del CT). 

Son contratos temporales cuando así lo exija la 
naturaleza accidental o temporal del servicio (Art. 1 del 
DL N' 18138). 
Se permite la contratación temporal en empresas quese 
dedican a la exportación de productos no tradicionales 
(Art. 32 del DL N' 22342). 

Contrato por obra determinada y contrato por tiempo 
determinado (Art. 28 de la LT). 

Después de la reforma 

Idem. 

Idem. 

Establece una clasificación del contrato individual de 
trabajo buscando su sistematización estableciendo 
algunas modificaciones: 
1. Eventuales. 
2. Ocasionales. 
3. De temporada. 
4. De obra cierta. 
5. Por tarea IArt. 11 del CT modificado w r  la Lev N' 

133). 
Son contratos de naturaleza temporal: 
1. El contrato por inicio o lanzamiento de una nueva 

actividad. 
2. El contrato por necesidades del mercado. 
3. El contrato por reconversión empresarial. 
Son contratos de naturaleza accidental: 
1. El contrato ocasional. 
2. El contrato de suplencia. 
3. El contrato de emergencia. 
Son contratos de obra o se~icio: 
1. El contrato para obra determinada o servicio 

específico. 
2. El contrato intermitente. 
3. El contrato de temporada. 
Otros tipos: 
1. El contrato del régimen de exportación de productos 

no tradicionales. 
2. El contrato en zonas francas. 
3. Cualquier otro contrato cuya causa de contratación 

sea temporal (Art. 54 al 82 de la LPCL). 
Por obra determinada o por tiempo determinado (Art. 72 
de la LOT). 
El contrato de trabajo podrá celebrarse por tiempo 
determinado Únicamente en los siguientes casos: 
1. Cuando lo exija la naturaleza del servicio. 
2. Cuando tenga por objeto sustituir provisional y 

lícitamente a un trabajador. 
3. En el caso de los contratos de trabajo celebrados 

por trabajadores venezolanos para la prestación 
de servicios fuera del país (Art. 77 y 78 de la LOT). 
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Paises del Conc 
sur 

Argentina 

Brasil 

Chile 

Paraguay 

Uruguay 

Países de 
Centroamérica, 

México y 
República 

Dominicana 

Costa Rica 

Guatemala 

Honduras 

México 

Nicaragua 

Panamá 

República 
Dominicana 

Antes de la relorma I Después de la reforma 

1. Contrato de trabajo a plazo fijo (Art. 93 de la LCT). 
2. Contrato de trabajo de temporada: cuando la relación 

entre las parles, originada en necesidades 
permanentes de la empresa o explotación se cumpla 
en determinadas épocas del año solamente y está 
sujeta a repetirse por un lapso dado en cada ciclo, en 
razón de la naturaleza de la actividad (Art. 96 de la 
LRCT). 

3. Contrato de trabajo eventual: cuando la actividad del 
trabajador se ejerce para la satisfacción de resultados 
concretos, en relación a servicios extraordinarios 
determinados de antemano o exigencias 
extraordinarias, o cuando la relación comienza y 
termina con la realización de una obra o la prestación 
de un servicio (Art. 100 de la LRCT). 

4. Contrato por obra (Art. 99 de la LCT. Texto Ordenado 
oor Decreto N' 3901761. 

1. Contrato de trabajo de aprendizaje. 
2. Régimen de pasantias (Arls. 1 y 2 de la Ley N' 

25.013)115. 

Los contratos por plazos cierto sólo serán válidos 
tratándose: 
1. De servicioscuya naturaleza o transitoriedad justifique 

que se determine de antemano el plazo. 
2. De actividades empresariales de carácter transitorio. 
3. De contratos a régimen de prueba (Art. 443 de la 

Idem. Se permite la contratación de duración determina& 
siempre que la empresa se encuentre autorizada po 
negociación colectiva (LCT por plazo determinado). 

CLT). 

Contrato de plazo fijo (Art. 1 de la Ley N' 19010). 

Contrato de plazo determinado o para obra o ~ e ~ i c i 0  
determinado (Art. 51 del CT). 

En Uruguay, ladoctrina y la jurisprudencia no han hecho 
sino reconocer la existencia del contrato de trabajo a 
prueba y del contrato de trabajo con plazo 
predeterminado, como modalidades clásicaslI6. 

Contrato de duración determinada o de obra 
determinada (Art. 24 del CTI. 

ldem (Art. 159 del CT). 

ldem (Art. 49 del CT). 

Idem. 

Antes de la reforma 

ldem 

Después de la reforma 

1. A plazo lija. 
2. Por obra determinada (Art. 25 del CT). 1 ldem 

1. Por tiempo determinado (vencimiento del plazo o 
culminación de la obra). 

2. Para obra o servicios determinados (en función a la 
remuneración por suma alzada) (Art. 46 del CT). 

Para obra determinada. 
Por tiempo determinado (Art. 35 de la LFT). 

tiempo determinado puede únicamente estipularse: 
Cuando lo exija la naturaleza del trabajo que se va a 
prestar. 

2. Cuando tenga por objeto substituir temporalmente a 
otro trabajador, y 

3. En los demás casos orevistos w r  esta lev IArt. 37 de 

Idem. 

ldem 

1. Por tiempo definido. 
2. Por obra determinada (Art. 73 del CT). 1 

, , 
la LFT). 

1. Contrato por tiempo determinado. 
2. Contrato oor obra o tarea IArts. 42 v 45 del CTI. 

idem 

1. Contrato por tiempo determinado (Art. 25 del CT). 

tiempo si: tiempo si: 
1 ,  Es conforme a la naturaleza del servicio que se va a / 1 Es conforme a h naturaleza del servicio que se va a 

1. Por cierto tiempo y para una obra o servicios 
determinados (Art. 6 del CT). 

El contrato de trabajo sólo puede celebrarse por cierlo 

Ley No 25013, establece un régimen de reforma laboral que incluye la modificación de algunos 
aspectos de la regulación del contrato de trabajo y de las Leyes N0"4.013, 24.465 y 24.467, así 
como también de la normatividad en materia de convenciones colectivas de trabajo. 

Ii6 OIT/Relasur, No 42, Madrid, 1995, pág. 234. 

ldem (Art. 25 del CT). 

El contrato de trabajo sólo puede celebrarse por ciertc 
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El 
Salvador 

. Tiene por objeto la sustitución de un trabajador en 
caso de ausencia temporal. 

l. Acuerda al trabajador la indemnización legal de 
auxilio de cesantía que le corresponde al terminar el 
contrato. 

l. Conviene a los intereses del trabajador (Art. 14 del 
CT). 

1. Contrato a plazo y contrato para la ejecución de una 
obra determinada (Arts. 25 y 26 del CT). 

La estipulación de plazo sólo tiene validez en los casos 
siguientes: 
1, Labores transitorias, temporales o eventuales. 
2. Siempre que, para contratar, se hayan tomado en 

cuenta circunstancias o acontecimientos que traigan 
como consecuencia la terminación total o parcial de 
las labores, de manera integral osucesiva (Art. 25 del 
CT). 

!.Tiene por objeto la sustitución da un trabajador en 
caso de ausencia temooral. 

3. Conviene a los intereies del trabajador (Art. 33 del 
CT). 

Idem. 

Idem. 

Informe de síntesis 

Antes de la reforma se puede verificar que las legislaciones permitían la contratación 
temporal, pero las causas y modalidades de contratación eran excepcionales y expresamente 
determinadas @or ejemplo Perú, Venezuela, Guatemala y Paraguay). 

Luego de la reforma, en ciertos países se aprecia una clara apuesta por fomentar y 
propiciar la contratación de trabajadores bajo los CDD, ya sea ampliando las modalidades 
o causales de contratación o extendiendo el plazo de duración de los contratos. En este 
sentido, el caso peruano es paradigmático. La actual LPCL peruana prevé nueve modalidades 
expresas de contratación y una cláusula abierta para cualquier otra modalidad temporal. 
De otro lado, en el caso argentino, la Ley Nacional de Empleo (LNE) introdujo varios 
tipos de contratos de duración determinada, en particular, los contratos como medida de 
fomento de empleo y los contratos por lanzamiento de nueva actividad cuya conclusión 
eximía a los empleadores del pago de parte de las contribuciones patronales; esta regulación 
fue suprimida desde setiembre de 1998 por la Ley No 2501 3. 

En todos los países analizados -incluyendo Uruguay por reconocimiento de la 
jurisprudencia y doctrina- se aprecia una regulación sobre el CDD, estableciendo como 
modalidades frecuentes los contratos por tiempo determinado (o a plazo fijo) y contratos 
por obra o servicio determinados. Algunos añaden otras modalidades. Es el caso de 
Ecuador, que regula los contratos ocasionales y a destajo, o del Perú, donde existen nueve 
modalidades típicas de contratos de duración determinada que se &viden en contratos de 
naturaleza temporal, contratos de naturaleza accidental y contratos de obra o servicio. En 
algún caso, como en Colombia, la ley prevé un contrato temporal especial para las zonas 
francas. 

Resulta interesante destacar la reforma de Brasil en la medida en que se supedita la 
celebración del CDD a la existencia de un proceso de negociación colectiva que permita y 
regule la contratación de esta modalidad. 
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Finalmente, en Honduras, la definición del contrato por tiempo lirnitado y la del contrato 
para obra o servicios determinados difieren algo de las del resto de los países. En efecto, 
el contrato por tiempo limitado abarca no sólo aquel en que se especifica una fecha para 
su terminación, también comprende aquel que se ha previsto para el acaecimiento de 
algún hecho o circunstancia, como la construcción de una obra, que forzosamente ha de 
poner término a la relación de trabajo. De otro lado, el contrato para obra o servicios 
determinados es aquel que se da cuando se ajusta globalmente o en forma alzada el precio 
de los servicios del trabajador, desde que se inician las labores hasta que se concluyen, 
tomando en cuenta el resultado del trabajo; o sea, la obra realizada. 
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3. Plazos de los contratos de duración determinada 

tíses Andinos 

Bolivia 

Colombia 

Ecuador 

Perú 

Venezuela 

Antes de la reforma 

i n  los contratos a plazo lijo, hay reconducción si e' 
rabajador continúa. vencido el plazo del contrato (Art. 21 
Je la LGT). 
Ii contrato de obra o servicio no puede exceder de ur 
iño, renovable una sola vez por un periodo máximo dt 
ltro año, siempre que el empleador pruebe ante k 
iutoridad administrativa competente la necesidac 
>bsoiuta de renovación. 
3 contrato de temporada y el de obra y de servicio: e 
iempo necesario para su finalización (RM N' del 283162 
13 de iunio de 19621. 

ELCDD: No pueden tener una duración inlerior a un año 
ni superior a tres. Es renovable indelinidamente. Sólo 
puede ser inferior al año cuando se trate de labores 
ocasionales o transitorias, de reemplazartemporalmente 
al personal, de atender al incremento de la producción, 
al transporte o ventas u otras actividades análogas (Art. 
4 del DL N' 2351). 

Un ano como minimo, salvo para los contratos por obra 
cierta que no sean habituales, contratos ocasionales, 
los temporales y de naturaleza precaria o extraordinaria, 
de servicio doméstico, los de los aprendices, los 
celebrados entre los arlesanos y sus operarios, los a 
prueba (Art. 14 del CT). 

En lunción a la duración de la causa temporal o 
accidental (Arl. 1 del DL N' 22182). 
En los contratos de productos no tradicionales, de 
acuerdo a los pedidos de los clientes (Art. 32 del DL N' 
22342). 

Por obra determinada: concluye a la terminación de la 
obra. 
Por tiempo determinado: duración máxima de un año 
para el obrero y de cinco para los empleados (Arl. 28 de 
la LT). 

Despues de la reforma 

Idem. 

El contrato a término lijo no puede tener una duración 
superior a tres años, pero se puede renovar 
indefinidamente. 
Los contratos ocasionales, accidentales o transitorios no 
pueden exceder de un mes (Ari. 3 de la Ley N' 50 que 
modificó el Art. 46 del CST). 

Un año como minimo, salvo para los contratos por obra 
cierta que no sean habituales, contratos eventuales (seis 
meses en un año), ocasionales (30 días a un año) y de 
temporada, los de servicio doméstico, los de 
aprendizaje, los celebrados entre los artesanos y sus 
operarios, los a prueba y los demás que determine la ley 
(Arl. 14 del CT). 
No pueden exceder de dos años no renovables (Arl. 184 
del CT). 

Contrato por inicio o lanzamiento de una nueva 
actividad: máximo de tres años. 
Contrato por necesidades del mercado: máximo de 
cinco años. 
Contrato por reconversión empresarial: máximo de dos 
años. 
Contrato ocasional: mkimo de seis meses al año. 
Contratos de suplencia, emergencia, obra determinada o 
servicio especifico, intermitente, de temporada, del 
régimen de exporlación de productos no tradicionales, 
de zonas francas y cualquier otra modalidad que se 
origine en una causa temporal: la duración será la que 
resulte necesaria (Arls. 54 al 82 de la LPCL). 

Contrato por obra determinada: terminará con la 
conclusión de la obra (Ad. 75 de la LOT). 
CDD: duración máxima para los obreros, un año y para 
los empleados, tres años (Arl. 76 de LOT). 

Paises del Cono 
Biir 

I l Portiempo determinado: un año para los obreros y cinco ldem (Art. 49 del CT). 
para los empleados. Es susceptible de prórroga expresa 1 

Argentina 

Brasil 

Chile 

- .  
o tácita (Arl. 51 del CT). 
Por obra oservicios determinados: dura hastael total de 
la ejecución de la una o de la reptación de los otros (Art. 
51 del CT). 

Antes de la reforma 

ldem (Art. 49 del CT). 

Después de la reforma 

El contrato a plazo lijo tiene una duración máxima de 
cinco años (Art. 93 de la LRCT). 

Máximo dos años (Art. 445 del CLT). 

El contrato de plazo fijo no puede exceder de dos años 
(Arl. 135 del CT). 

La Ley N'25.013 deroga las modalidades promovidas 
de contrato de trabajo y crea una modalidad contractual 
estable o de larga de duración. 

Idem. 

El contrato de plazo lijo no puede exceder de un año y 
de 15 meses si los servicios son discontinuos (Arl. 159 
del CT). 

'17 OIT/Relasur, No 42, Madrid, 1995, pág. 234. 

Uruguay Los contratos de duración determinada pueden tener 
plazo cierto o incierto (v.g., hasta que se termine la obra 
o hasta que se reintegre el titular)l17. 

idem. 
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Paises de 
Zentroamérica, 

México y 
República 

Dominicana 

Costa Rica 

Guatemala 

Honduras 

México 

Nicaragua 

Panamá 

República 
Dominicana 

El 
Salvador 

Antes de la reforma 

No puede estipularse el contrato de trabajo por más de 
un ano en perjuicio del trabajador; pero si se trata de 
servicios que requieran preparación técnica especial, la 
duración puede ser, en las mismas condiciones, hasta 
de cinco años 
No obstante, todo contrato por tiempo fijo es susceptible 
de prórroga, expresa o tácita (Art. 27 del CT). 

No hay reglamentación. 

Es nula la cláusula de un contrato de trabajo en que el 
trabajador se obligue a prestar servicios por término 
mayor de un año, pero la nulidad sólo podrá decretarse 
a petición del trabajador. No obstante, todo contrato por 
tiempo fijo es susceptible de prórroga expresa o tácita 
( ~ t . 4 8  del CT). 

Si vencido el término que se hubiese fijado subsiste la 
materia del trabajo, la relación quedará prorrogada por 
todo el tiempo que perdure dicha circunstancia (Art. 39 
de la LFT). 

Los trabajadores en ningún caso estarán obligados a 
prestar sus servicios por más de un año (Art. 40 de la 
LFTI. 

3 contrato por tiempo determinado tiene una duración 
náxima de dos años renovables por igual tiempo, si el 
rabajador sigue desempeñando su trabajo después de 3C 
ifas de su terminación (Art. 42 del CT). 

3 se trata de servicios con conocimientos técnicos 
?speciales, el contrato puede estipularse hasta por cincc 
años (A& 43 del CT). 

Contrato por tiempo definido: no más de un año. 

Tratándose de se~ic ios que requieran preparación 
técnica especial, el término del contrato podrá 
estipularse hasta un máximo de tres años. El contrato 
con los trabajadores cuyos servicios requieran 
preparación técnica especial, y ésta fuese costeada por 
el empleador, es susceptible de un máximo de dos 
prórrogas (Arl. 74 del CT). 

Contrato por obra determinada: dura hasta la 
terminación de la obra (Arl, 76 del CT). 

No hay reglamentación. 

No hay reglamentación. 

Después de la reforma 

Idem. 

No hay reglamentación. 

Idem. 

Idem. 

.a duración máxima será la siguiente: 
l. Cuando las partes convengan un plazo. 
!. Cuando para la realización de una obra o servicio el 

plazo esté en lunción del tiempo de duración de los 
mismos. 

3. Cuando se trate de trabajos estacionales o ciclicos sin 
perjuicio de lo estipulado en convenios o acuerdos 
colectivos (Arl. 26 del CT). 

Idem. 

Contrato por obra determinada: dura hasta la 
terminación de la obra. No obstante lo anterior, el 
contrato por obra determinada es susceptible de una 
prórroga si se dan las circunstancias contempladas en ei 
articulo 75"8anterior, en cuyo caso el contrato durará 
hasta la terminación de la prórroga o el cese de las 
circunstancias que la motivaron. Si se trata de una 
nueva empresa o actividad. el plazo es de dos anos (Arl. 
76 del CT). 

La duración del contrato de trabajo se fija por la 
naturaleza de la labor (Art. 72 del CT). 

No hay reglamentación. 

Ver cuadro sobre presunción del contrato indefinido de este país. 
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Informe de síntesis 

Luego de la reforma laboral, se aprecia un incremento en los plazos de duración de 
los CDD e, inclusive, en algunos casos no se establece un plazo máximo para ciertas 
modalidades -Nicaragua, Perú, Colombia y Paraguay-. 

El plazo suele oscilar entre uno y tres años o, incluso cinco, como es el caso en Venezuela 
Perú y Paraguay para determinadas modalidades. Respecto de la prórroga, existe una variada 
regulación desde la admisión de una sola prórroga al contrato -como ocurre en Bolivia- a 
la permisión de prórrogas indefinidas, como es el caso de Colombia. 

A la fecha, todos los países, con excepción de Uruguay, Guatemala, República 
Dominicana y El Salvador, establecen modalidades con un expreso plazo máximo de 
duración de los CDD. Empero, pese a ello, existen determinadas modalidades donde no 
se prevé un plazo máximo -por ejemplo, la culminación de la obra en Ecuador, Perú y 
Venezuela- por resultar compatible con la causa de contratación; también existen países 
donde, pese a la causa indeterminable de estos mismos contratos -extinción de una obra- 
hay un plazo máximo, como los casos de Bolivia y Nicaragua. 
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4. Contratos de formación y aprendizaje 

Países Andinos 

Bolivia 

Colombia 

Ecuador 

Perú 

Venezuela 

Antes de la reforma 1 Después de la reforma 

S contrato de aprendizaje tiene una duración máxima de 
os años (Art. 28 de la LGT). 1 Idem. 

2ontrato de aprendizaje. Enseñanza para un olicio, arte 
s cualquier forma de trabajo manual. Solamente se 
suede contratar entre el 5% y el 15% del total de 
trabajadores, siempre y cuando el número de personal 
;ea superior a 19 trabajadores (Arts. 157 y ss. del CT). 

iebe ser ;elrendado por el inspector de trabajo, quien 
imbién examina su cumplimiento (Art. 21 del DGT). 

:ontrato de aprendizaje. No puede ser superior a seis 
neses, salvo que el inspector de trabajo autorice por 
pscrito su extensión. En cualquier caso, no puede ser 
superior a un año. El contrato de aprendizaje no puede 
?xceder de tres años de enseñanza y trabajo, alternados 
?n periodos sucesivos e iguales para ningún arte u 
18ci0, y sólo podrá pactarse por el término previsto para 
:ada uno de ellos en las relaciones de oficios que serán 
sublicados por el Ministerio de Trabajo (Art. 87 del CST, 
nodificado oor Lev N' 188 de 1959, Art. 9). 

Idem. 

Idem. 

Contrato de aprendizaje. 
Contratación a través del Se~ ic io  Nacional de 
Ctdiestramiento en Trabajo Industrial (SENATI). 
Jóvenes entre 14 y 18 años de edad. 
La remuneración no puede ser menor al 50% del salario 
minimo, derechos sociales, seguros sociales y 
orotección contra accidentes de trabajo (DL N' 20151). 

No hay reglamentación. 

1. Convenio de formación laboral juvenil: 
- Para jóvenes de 16 a 25 años que no han culminado 

estudios superiores o universitarios; 
- No existen beneficios laborales ni acceso a la 

seguridad social; 
- Subvención no menor al salario minimo si labora la 

jornadaordinaria de la empresa. Duración máxima de 
12 meses. Máximo de 10% del personal de la 
empresa (Arts. 7 al 15 de la LPCL, modificada por Ley 
N' 27404). 

2. Convenio de prácticas preprofesionales: 
- No contiene limite de edad ni límite para contratar; 
- No existen beneficios laborales ni acceso a la 

seguridad social; 
- Subvención no menor al salario mfnimo si labora la 

jornada ordinaria; 
- Para estudiantes y egresados de cualquier edad, de 

universidades e institutos superiores asf como 
entidades públicas o privadas que brinden formación 
especializada o superior en las áreas que 
correspondan a su formación académica (Arts. 16 a 
22 de la LFPL). 

3. Contrato de aprendizaje: 
- Mayores de 14 y menores de 24 años, siempre que 

han concluido por lo menos sus estudios primarios. 
- No existe beneficios laborales ni acceso a la 

seguridad social (solamente prestaciones de salud); 
- El empleador proporciona los medios para que el 

aprendiz adquiera experiencia profesional en la 
ocupación para la que ha sido contratado. 

- Se realiza a través del SENATI; 
- La asignación no puede ser inferior al salario mfnimo 

(Arls. 31 al 35 de la LFPL y Art. 9 del DS N' 001-96- 
TR). 

Contrato de aprendizaje. 
Pueden ser contratadas las personas que no cuentan 
con la formación para un olicio. 
Debe comunicarse al Ministerio de Trabajo (Arts. 267 y 
268 de la LOTL 
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Zíses del Cono 1 
sur 

Antes de la reforma 

Argentina El aprendizaie es una relación contractual especial Que 
vincula a un empresario y a un joven sin empleo, 
generando derechos y obligaciones que se especifican 
en el presente, bajo la supervisión del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 

La relación de aprendizaje tendrá una duración mínima 
de tres meses y una duración máxima de 24 meses. 
Podrán participar de este tipo de relación: 
a) Los empresarios que se inscriban en el Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social, y 
b) Los jóvenes sin empleo entre 14 y 25 años (Art. 4 de 

la Ley N' 24.465 del 15 de marzo de 1995 - 
Modificaciones a la LCT-). 

Brasil Se define por el Estatuto del Menor y Adolescente (Ley 
N' 8069 del 13.9.1990) a través del SENAZ (12 y 18 
años). El salario del menor aprendiz no puede ser 
inferior a la mitad del mínimo regional durante la primera 
mitad de la duración máxima prevista para el 
aprendizaje. En la segunda mitad pasará a percibir por 
lo menos 213 del salario mínimo IArt. 80 de la CLT). 

Chile 

Paraguay 

Contrato de aprendizaje-requisitos: 
a) Se celebra con jóvenes menores de 21 años. 
b) No podrá exceder de dos años. 
c) Númerode aprendices no puede exceder del 10% de 

los trabajadores ocupados a tiempo completo en la 
empresa (Art. 77 a 85 del CT). 

Contrato de aprendizaje-requisitos: 
a) Con mayores de 18 años. La capacidad se rige por 

las disposiciones establecidas para el contrato en 
general (Arl. 105 del CT). 

b) Duración máxima de un año, salvo autorización de la 
autoridad competente. En ningún caso, más de tres 
años (Art. 112 del CT). 

c) Salario puede ser inferior al mínimo (Art. 104 del CT). 

plena ejecución, se crea el contrato colectivo de 
aprendizaje (Art. 302 y 309 de la Ley N' 13.318). 

Uruguay 

Después de la reforma 

El Consejo Directivo de la Universidad de Trabajo del 
Uruguay crea unas escuelas donde ha de desarrollarse 
el aprendizaje. Mientras estas disposiciones logren 

El contrato de aprendizaie tendrá la finalidad formativa 
teórico-práctica, la que será descrita con precisión en un 
programa adecuado al plazo de duración del contrato. 
Se celebra por escrito entre empleador y un joven sin 
empleo, de entre 15 y 28 años. 
Este contrato de trabajo tendrá una duración mínima de 
tres meses y una máxima de un año (Art. 1 de la Ley N' 
5.013) 
Régimen de pasantías, cuando la relación se configure 
entre un empieador y un estudiante y tenga como lin 
primordial la práctica relacionada con su educación y 
formación se configurará el contrato de pasantía. 
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social establecerá 
las normas a las que quedará dicho régimen (Art. 2 de la 
Lev N' 25.0131. 

idem. 

Convención en virtud de la cual un empleador se obliga 
a impartir a un aprendiz -jóvenes de 21 años- los 
conocimientos y habilidades para un oficio calificado. 
Dicha convención no puede exceder de dos años (Art. 
78 y ss. del CT). 

Contrato de aprendizaje-requisitos: 
a) ldem (Art. 106 del CT). 
b) Duración máximade un año. Excepcionalmente por la 

naturaleza del oficio y la profesión podrá extenderse 
hasta tres con autorización de la autoridad 
administrativa del trabajo, en resolución fundada (Arl. 
113 del CT). 

c) El salario no puede ser inferior al 60% del salario 
mínimo (Art. 105 del CT). 

Idem. 

en ocupaciones calificadas. 
b) Duración más de un año y menos de cuatro. 
c) Salario: el equivalente al 50, 75 y 100% del salario 

rninimo durante la primera, segunda y tercera etapa. 
djPeriodo de prueba de un mes (Arts. 3,5,6,14 y 16 

a) A plazo fijo. 
b) La remuneración puede ser inferior al salario rninimo. 
c) La inspección de trabajo vigila que dure únicamente 

el tiempo necesario (Art. 170 y 171 del CT). 

Después de la reforma 

Países de 
Centroamérica, 

México y 
República 

Antes de la reforma 
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Honduras 

México 

Contrato de aprendizaje-requisitos: 
a) Por tiempo determinado. 
b)No puede exceder de un año a menos que la 

respectiva autoridad de trabajo autorice por escrito la 
ampliación de dicho término, pero en ningún caso 
puede ser superior a tres años. 

c) El salario del aprendiz puede ser inferior al salario 
mínimo (Art. 173 y 178 del CT). 

No hay reglamentación. 

Nicaragua Contrato de aprendizaje de arte y oficio-requisitos: 
a) Retribución puede ser inferior al salario mínimo y 

consistir en dinero y10 vestidos y10 alimentación. 
b) Libre despido. 
c) Rescisión por el aprendiz con preaviso de diez días 

IArts. 147 a 150 del CTL 

b) Forrnac on mpartida por el nsi t,lo para la Formac Ón 1 y Apiouecharnmnlode k c i i o s  irmanos (IFARnLJ) 

Panamá 

y por las empresas, de acuerdo con normas técnicas 
y metodológicas aprobadas por el mismo instituto 
(Art. 281 del CT). 

ampliación aprobado por la Secretaría de Estado del 

Aprendizaje-requisitos: 
a) Trabajadores menores de 18 años y mayores de 15 

años. 

Trabajo. 
b) Prohibido a los menores de 14 años, salvo 

autorización de la autoridad laboral. 
c) Debe ser presentado antes de su ejecución a la 

Secretaría de Estado del Trabajo para que ésta 

El Salvador Contrato de aprendizaje: 
Aprobación e inscripción por la autoridad laboral (Arts. 
61 y 62 del CT). 

ldem 

No hay reglamentación. 

No hay reglamentación. 

ldem 

Contrato para la lormación.requisitos: ídem. 
La remuneración no puede ser inferior al salario mínimo 
(Arts. 255 y 257 del CT). 

Contrato de aprendizaje-requisitos: 
a) Aprobación e inscripción por la autoridad laboral. 
b) El aprendiz tiene derecho a un salario mínimo que se 

firmaráde conformidad con el Capítulo II, Título III del 
Libro primero de este Código. Durante el primer año 
del aprendizaje, éste no podrá ser inferior al 50% del 
salario mínimo; y durante el segundo año, si lo 
hubiere, no será inlerior al 75% de aquel salario. A 
partir del tercer año, no podrá ser pagado a una tasa 
inferior al mínimo legal. 

c)Los aprendices tienen los mismos derechos 
sindicales que los demás trabajadores. 
(Arts. 61,62 y 69 del CT). 

Informe de síntesis 

La reforma laboral ha mantenido la mayoría de la regulación que existía sobre los 
contratos de formación y aprendizaje -a excepción de Nicaragua, donde se suprimió su 
regulación especial, y del Perú, donde recientemente se ha limitado la contratación mediante 
convenios de formación laboral juvenil-. Un caso interesante es el peruano, donde se ha 
promovido y flexibilizado la contratación por medio de estos mecanismos de formación 
y aprendizaje, sin que se otorguen derechos laborales ni protección social a los trabajadores. 

Salvo México, los países prevén actualmente un contrato de aprendizaje o de formación, 
que tiene por principal objeto la capacitación y formación en una determinada actividad, 
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aunque con una clara tendencia para oficios no calificados -Venezuela, Argentina y Perú, 
por ejemplo-. 

De otro lado, se establecen limitaciones y restricciones respecto de la contratación 
laboral -que existía antes de la reforma- tales como la aprobación administrativa de los 
contratos (El Salvador y Bolivia-, plazos de duración -por ejemplo, Honduras, Bolivia y 
Perú- remuneraciones mínimas -en casi todos los países-, edad mínima para el aprendizaje 
-Brasil, Chile, Costa Rica y Perú, por ejemplo- y limitaciones cuantitativas para la 
contratación. 

Las legislaciones de Paraguay, Honduras y Nicaragua (antes de la reforma), entre otras, 
estipulan expresamente que la remuneración puede ser inferior al salario m'nimo legal 
vigente. A su vez, Costa Rica establece que el aprendiz debe ser remunerado con el 
equivalente al 50, 75 y 100% del salario mínimo durante la primera, segunda y tercera 
etapa de su aprendizaje. Por el contrario, el código dominicano no permite que la 
remuneración del aprendiz sea inferior al salario mínimo. Asimismo, en el Perú, el empleador 
no puede pagar una remuneración o subvención inferior al salario mínimo a los trabajadores 
bajo convenio de prácticas profesionales o contrato de aprendizaje. 

En algunos países se diferencian diversos tipos de aprendices, estableciendo una 
clasificación entre aprendices para una formación teórico-práctica; esto es, actividades 
que no requieren conocimientos de estudios superiores -la mayoría de países lo prevé, 
tales como Bolivia, Colombia, Chile y Guatemala-; de otro lado, practicantes o "pasantes" 
que importa tengan conocimientos superiores y prácticas en el centro de trabajo -como en 
Argentina y Perú- y, finalmente, un tercer grupo formado por aprendices que provienen 
de un sistema especial que se relaciona con entidades del Estado -los casos de Brasil y 
Perú son los más claros ejemplos-. 




















































































































































































































































































































